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			Con la colección Pública histórica se ponen al alcance del público interesado en el devenir de las culturas, textos académicos originales, en los que se acrecienta y actualiza el conocimiento histórico.

			Algunos títulos de la colección

			1. Un dios y un reino para los indios. La rebelión indígena en Tutotepec, 1769

			Raquel E. Güereca Durán

			2. Las ciudades en las fases transitorias del mundo hispánico a los Estados nación: América y Europa (siglos XVI-XX)

			José Miguel Delgado Barrado, Ludolf Pelizaeus y María Cristina Torales Pacheco (editores)

			3. El maíz se sienta para platicar. Códices y formas de conocimiento nahua, más allá del mundo de los libros

			Ana Díaz Álvarez

			4. El Golfo de Fonseca como punto geoestratégico en Centroamérica. Origen histórico y evaluación del conflicto territorial del siglo XVI al XXI

			Jazmín Benítez López

			5. Cautivos del espejo de agua. Signos de ritualidad alrededor del manantial Hueytlíatl, Los Reyes, Coyoacán

			Stan Declercq

			6. Memorias de Buenaventura Vivó. Ministro de México en España durante los años 1853, 1854 y 1855

			Raúl Figueroa Esquer

			7. Mercado e institución: corporaciones comerciales, redes de negocios y crisis colonial. Guadalajara en el siglo XVIII

			Antonio Ibarra

			8. Niños de nadie. Usos de la infancia menesterosa en el contexto borbónico

			Beatriz Alcubierre Moya

			9. La República de la Música. Ópera, política y sociedad en el México del siglo XIX

			Luis de Pablo Hammeken

			
				
					[image: ]
				

			

			
				
					[image: ]
				

			

			Esta obra fue dictaminada favorablemente por pares académicos mediante el sistema doble ciego, cada capítulo de forma individual y el libro en su conjunto, y evaluada para su publicación por los consejos editoriales de la Universidad Autónoma de la Ciudad de México y Bonilla Artigas Editores.

			Todos los derechos reservados. Cualquier reproducción hecha sin consentimiento del editor se considerará ilícita. El infractor se hará acreedor a las sanciones establecidas en las leyes sobre la materia.

			Primera edición impresa: marzo de 2022

			EdiciónePub: agosto 2022

			D.R. © A cada autor por su texto

			D.R. © 2022, Bonilla Distribución y Edición, S.A. de C.V., 

			Hermenegildo Galeana 111

			Barrio del Niño Jesús, Tlalpan, 14080

			Ciudad de México

			Teléfono: 55 5544 7340

			editorial@bonillaartigaseditores.com.mx

			www.bonillaartigaseditores.com

			D.R. © 2022, Universidad Autónoma de la Ciudad de México

			Calle Dr. García Diego 168, 

			Doctores, C. P. 06720 Cuauhtémoc, Ciudad de México

			www.uacm.edu.mx/

			D.R. © 2022, Cátedra de Estudos Sefarditas Alberto Benveniste

			Faculdade de Letras da Universidade de Lisboa

			Alameda da Universidade 

			Lisboa 1600-214

			www.catedra-alberto-benveniste.org

			Cuidado de la edición: Lorena Murillo S.

			Diseño y formación editorial: d.c.g. Saúl Marcos Castillejos

			Diseño de portada: d.c.g. Jocelyn G. Medina

			Realización ePub: javierelo

			Imagen de portada: san Sebastián y san Pedro. Detalle de los grafitos de una celda de las cárceles secretas de la Inquisición de Palermo, Steri (Sicilia, Italia). 

			Fotografía: arquitecta Margherita Cacioppo

			ISBN: 978-607-8636-06-8  (Bonilla Artigas Editores)

			ISBN ePub: 978-607-8838-35-6

			Hecho en México

			Nota de la edición ePub: A lo largo del libro hay hipervínculos que nos llevan directamente a páginas web. Aquellos que al cierre de esta edición seguían en funcionamiento están resaltadas y con el hipervínculo funcionando. Cuando no se puede acceder a ellas desde el vínculo, por no estar ya en línea, se deja con su dirección completa: <http://www.abc.def>.

		

	
		
			

		

		
			Contenido

			Índice de acrónimos y siglas 
[archivos, bibliotecas, publicaciones misceláneas, editoriales y otras abreviaturas]

			Presentación

			Fernando Ciaramitaro y Miguel Rodrigues Lourenço

			El oficio inquisitorial en España y su imperio (Europa, América y Filipinas)

			El Santo Oficio en el imperio español. Interpretaciones, temáticas, metodología y geografía 

			Fernando Ciaramitaro

			Las inquisiciones andaluzas y sus fronteras cotidianas: Sevilla, Córdoba y Granada 

			Manuel Peña Díaz

			La Inquisición en Aragón: el tribunal de Zaragoza

			Gregorio Colás Latorre

			El tribunal de la Inquisición en el distrito de Valencia

			María Luisa Pedròs Ciurana

			Cataluña, frontera del poder inquisitorial 

			Doris Moreno

			La Inquisición española en Sicilia: un tribunal entre frontera imperial y control interno

			Fernando Ciaramitaro

			El tribunal de la Inquisición, instrumento del poder real en Mallorca

			Mateu Joan Colom Palmer

			L’Inquisizione spagnola in Sardegna: un quadro socioistituzionale 

			Salvatore Loi † e Fernando Ciaramitaro

			Perspectiva del tribunal de la Inquisición de Canarias

			Eduardo Galván Rodríguez

			El tribunal de la Inquisición de Navarra: la unidad religiosa en una zona de frontera

			Marina Torres Arce

			El tribunal de Santiago en relación con la frontera y los judaizantes (siglos XVI-XVII) 

			María Gloria de Antonio Rubio

			El despacho de los entretenidos: la Inquisición de corte. Historia de un tribunal en el corazón de la monarquía hispánica

			Bárbara Santiago Medina

			El Santo Oficio de Nueva España. Una revisión estructural

			Luis René Guerrero Galván

			La Inquisición en el territorio de la audiencia de Guatemala (siglos XVI-XIX)

			Adriana Álvarez Sánchez

			La periferia del poniente: Filipinas en el distrito de la Inquisición de México

			Miguel Rodrigues Lourenço

			La represión inquisitorial en el Perú entre los siglos XVI y XVIII

			Carlos Guillermo Carcelén Reluz

			Tras los pasos de la Inquisición en la Argentina: una historia por reconstruir

			Jaqueline Vassallo

			Inquisición en Chile: comisarios y familiares 

			Macarena Cordero Fernández

			Cartagena de Indias: el último tribunal americano de la Inquisición española

			Fermina Álvarez Alonso

			Fra potere vescovile e congregazione del Sant’Uffizio. L’Inquisizione a Napoli in età moderna

			Pasquale Palmieri

			La Inquisición en el estado de Milán: un perfil de historia institucional (1535-1786)

			Massimo Carlo Giannini

			El oficio inquisitorial en los Países Bajos de los Habsburgo en el siglo XVI: una perspectiva dinámica 

			Gert Gielis y Violet Soen

			El sistema inquisitorial portugués: Europa e imperio

			Historiografia da Inquisição portuguesa no Reino e no Atlântico

			Susana Bastos Mateus

			Estabelecimento e evolução do Santo Ofício em Portugal (1536-1640)

			A evolução do Santo Ofício em Portugal (1536-1548)

			Susana Bastos Mateus

			A reorganização do Santo Ofício português (1548-1570)

			Susana Bastos Mateus

			Santo Ofício, cristãos-novos e confisco de bens: a Inquisição portuguesa entre os perdões-gerais e as isenções reais

			Carla Vieira

			O Santo Ofício e o território: ritmos e estratégias de enraizamento espacial do tribunal (1570-1640) 

			A projecção territorial: Estratégias de representação permanente nas periferias dos distritos

			Carla Vieira

			A Inquisição no reino e no Atlântico (1580-1640): As visitações em tempos de diversificação das estratégias de representação institucional

			Maria de Fátima Reis

			A institucionalização do Império no Atlântico e a comunicação entre o Santo Ofício e os territórios ultramarinos

			Filipa Ribeiro da Silva

			A fragmentação do espaço atlântico: o debate sobre a criação de um tribunal no Brasil

			Ana Margarida Santos Pereira

			Uma Inquisição para o Estado da Índia (1560-1640)

			O lento desenvolvimento da historiografia sobre a Inquisição de Goa

			Miguel Rodrigues Lourenço

			Os dois pólos de um distrito: funcionalidade e centralização na Inquisição de Goa (1560-1640)

			Miguel Rodrigues Lourenço

			Bibliografía de la presentación y de la sección Inquisición española 

			Bibliografia de la sección Inquisición portuguesa

			Sobre los coordinadores

		

	
		
			 

			Índice de acrónimos y siglas 
[archivos, bibliotecas, publicaciones misceláneas, editoriales y otras abreviaturas]

			aca    Archivo de la Corona de Aragón, Barcelona, España

			acca    Archivio Comunale di Cagliari, Italia

			acdf    Archivio della Congregazione per la dottrina della fede, Roma, Vaticano

			aet    Archivos Eclesiásticos de Tudela, España

			agca    Archivo General de Centro América, Guatemala

			agi    Archivo General de Indias, Sevilla, España

			agmj    Archivo General del Ministerio de Justicia, Madrid, España

			agnm   Archivo General de la Nación, México

			agnp    Archivo General de la Nación, Lima, Perú

			agop    Archivum Generale Ordinis Praedicatorum, Roma, Italia

			ags    Archivo General de Simancas, Valladolid, España

			ahac    Archivo Histórico del Arzobispado de Córdoba, Argentina

			ahcb    Arxiu Històric de la Ciutat de Barcelona, España

			ahnch   Archivo Histórico Nacional de Chile, Santiago, Chile

			ahnm   Archivo Histórico Nacional, Madrid, España

			ahpz    Archivo Histórico Provincial de Zaragoza, España

			ahu    Arquivo Histórico Ultramarino, Lisboa, Portugal

			ahuv    Archivo Histórico de la Universidad de Valencia, España

			aic    Archivo de la Inquisición de Canarias, Museo Canario, Las Palmas de Gran Canaria, España

			amt    Archivo Municipal de Tudela, España

			antt		Arquivo Nacional Torre do Tombo, Lisboa, Portugal

			apt    Archivo de Protocolos de Tudela, España

			arab    Archives Générales du Royaume de Belgique-Algemeen Rijksarchief van België, Bruselas, Bélgica

			arm    Arxiu del Regne de Mallorca, Palma de Mallorca, España

			arv    Archivo del Reino de Valencia, España

			asca, aar   Archivio di Stato di Cagliari, Antico Archivio Regio, Italia

			ascp    Archivio Storico del Comune di Palermo, Italia

			asm    Archivio di Stato di Milano, Italia

			asmn	Archivio di Stato di Mantova, Italia

			asn    Archivio di Stato di Napoli, Italia

			asp    Archivio di Stato di Palermo, Italia

			asv    Archivio Segreto Vaticano, Roma, Vaticano

			ba    Bibloteca Ambrosiana, Milán, Italia

			bav    Biblioteca Apostolica Vaticana, Roma, Vaticano

			bcai    Biblioteca Civica di Alessandria, Italia

			bcp    Biblioteca Comunale di Palermo, Italia

			bdh    Biblioteca Digital Hispánica

			bl    British Library, Londres, Reino Unido

			blac   Benson Latin American Collection, W.B. Stephen Collection, University of Texas at Austin, Estados Unidos

			bne    Biblioteca Nacional de España, Madrid

			bnp    Biblioteca Nacional del Perú, Lima

			bnp    o Biblioteca Nacional de Portugal, Lisboa

			bpe    Biblioteca Pública de Évora, Portugal

			brah    Biblioteca de la Real Academia de la Historia, Madrid, España

			csic    Consejo Superior de Investigaciones Científicas

			fce    Fondo de Cultura Económica

			hiea   J. Pérez Villanueva y B. Escandell Bonet (dirs.), 1984-1993-2000. Historia de la Inquisición en España y América, Madrid, Biblioteca de Autores Cristianos-Centro de Estudios Inquisitoriales, 3 vol. (I: El conocimiento científico y el proceso histórico de la Institución (1478-1834); II: Las estructuras del Santo Oficio; III: Temas y problemas)

			ica   Italian Castle Archive, Beinecke Rare Book and Manuscript Library, Yale University, New Haven, Estados Unidos

			rb    Real Biblioteca, Madrid, España

			unam   Universidad Nacional Autónoma de México

			§    artículo/artículos

			c.    caja/cajas

			cart.    carpeta

			cap.    capítulo/capítulos

			doc.    documento/documentos

			exp.    expediente/expedientes

			f.    foja/fojas o folio/folios

			l.    libro/libros

			leg.    legajo/legajos

			mç.    maço/maços (legajo/legajos)

			ms.    manuscrito/manuscritos

			n.    número/números 

			p.    página/páginas

			proc.   proceso/procesos

			reg.    registro/registros

			s.e.    sin editorial

			s.f./s.d.   sin fecha/sem data

			s.l.    sin lugar

			v    folio vuelto

			vol.    volumen/volúmenes

		

	
		
			 

			Presentación

			No es mas próspero el estado del catolicismo en Portugal que en España: allí como en esta existen aún muchos hombres que viven de esas ilusiones que la filosofía y las luces de la época que atravesamos destierran de los otros países. Partiendo de este punto, nada debemos extrañar el yugo humillante que ha soportado allí la Iglesia, ni las calamidades á que ha vivido sometida largo tiempo. El Portugal ha seguido regularmente los mismos pasos que la España; en las escenas de la guerra civil y religiosa ambos tienen poco mas ó menos la misma fisionomía 

			(Eyzaguirre 1856: 372).

			La misma fisionomía del mismo catolicismo guerrero y fronterizo que se ha expresado por tres siglos en dos grandes imperios de la edad moderna, también a través de un especial instituto inquisitorial: el Santo Oficio español y la Inquisición portuguesa. Estos son el objetivo y el intento principales del libro que presentamos al lector: dibujar aquel semblante común, que resultaba evidente también a la mirada dieciochesca y desconsolada del prelado chileno del íncipit de esta presentación, semblante que igualmente se osificó por el oficio inquisitorial. A mitad del siglo XIX, José Ignacio Víctor Eyzaguirre (1817-1875), político, eclesiástico y teólogo chileno, aguerrido defensor del catolicismo, no era el único que con añoranza miraba a las pasadas glorias de las dos naciones hermanas entonces en crisis, culpabilizando a las “ilusiones” filosóficas de la Ilustración y de su época como causa primigenia de un cierto declive católico, que era también decadencia civil. Ideas ilustradas y “afrancesadas” que contribuyeron, directa o indirectamente, al ocaso de los sistemas inquisitoriales portugués y español.

			El conjunto de ensayos recolectados en el presente libro se inscribe en la ranura historiográfica que procura mirar a la globalidad de los estudios inquisitoriales, en una nueva trayectoria que se está proponiendo desde las últimas décadas: tradicionalmente la Inquisición de los siglos XV-XIX ha sido investigada en tres áreas, en España, en Portugal y en la península italiana. Así –y solo recientemente– el reconocido carácter mediterráneo de la Inquisición de la edad moderna ha sido reubicado en un contexto más extendido, inclusive mundial (Feitler 2003; Silverblatt 2004; Bethencourt 2009 [1994]; Soen 2017; Vassallo, Lourenço y Mateus 2017; Ciaramitaro 2020), y se ha subrayado cómo la Inquisición no fue una pequeña cuestión de detalle en el destino ecuménico de la edificación de la monarquía de la unión de coronas, sino que, por el contrario, se fue perfilando un arsenal que nacía por una determinada voluntad de dominio que, a lo largo de los siglos XVI-XVII, en sus diversas modalidades de acción, se institucionalizó como mecanismo ordinario de gobierno, adaptado a las disímiles articulaciones geografías, nuevo eje del dispositivo de poder de unas coronas que aumentaron sus competencias (Carrasco 2017: 13). Igualmente, se ha reivindicado la universalidad del Santo Oficio romano sobre el conjunto de las inquisiciones (Feitler 2003a), sugiriendo una lectura más jurídica del fenómeno, pero siempre desde una perspectiva global: una “historia común” de las inquisiciones ibéricas más allá de las comparaciones.

			Entender el oficio inquisitorial significa, pues, estudiar su función sociopolítica, institucional, económica, simbólica y cultural (Torres Puga 2019: 41-54). Se reitera, así, que religión y política son dos caras de la misma realidad de la institucionalización del cristianismo en el mundo occidental. Y es nuestro deseo haber logrado presentar esta faceta muy compleja en las dos secciones que componen el presente volumen.

			En la primera parte se propone al lector una muestra de distritos inquisitoriales aragoneses, castellanos, mediterráneos e indianos –no todos los distritos, sin embargo, un número suficientemente representativo de ellos– para demostrar el papel imperial del Santo Oficio español como órgano de disciplinamiento sociopolítico-religioso interno y como vigía de las fronteras territoriales de las monarquías ibéricas. La lógica subyacente de la sección es la del papel de la Inquisición en un contexto imperial observado desde la actuación de los tribunales territoriales en el centro geográfico de la corona y sus espacios ultramarinos. Así, los casos analizados son modélicos de la implantación inquisitorial en las distintas regiones, tópico aún más evidente para el conjunto de la corona aragonesa (que se examina de manera completa). La Italia de la edad moderna y las regiones flamencas en el siglo XVI ofrecen un cuadro peculiar de la acción de la corona española y la tiara papal hacia un proyecto no cabalmente estructurado, pero muy definido, al menos en las intenciones políticas que surgían de las contingencias, para operar un mayor control territorial interno y fronterizo en contra de posibles enemigos que se organizaran en frentes opuestos o hubieran podido aliarse con otros antagonistas del conjunto hispano. Estas diversas intervenciones establecieron una específica estrategia imperial, que se pudo ejercer no solamente con las “armas” clásicas de la política local e internacional, sino también a través del estamento eclesiástico: los poderes judiciarios del clero eran “potestades compartidas”, o sea, al mismo tiempo eran parte de los tribunales reales y de un poderío “extranjero” o supraestatal que encontraba en Roma su legitimidad. Desde los primeros años del siglo XVI, el Santo Oficio fue, asimismo, una válida herramienta para fortalecer el imperio hispano en construcción, ahí en donde, no obstante algunos intentos fallidos para instaurar una Inquisición española, operaron una Inquisición medieval, un nuevo Santo Oficio romano u otros instrumentos inquisitoriales, heterogéneos, híbridos o superpuestos, como en Nápoles, Milán y Flandes.

			En la segunda sección se pone de relieve el otro sistema inquisitorial ibérico, vigente durante el funcionamiento del Santo Oficio español: el portugués. De fundación tardía con respecto a su congénere “castellano”, como se le denomina en la documentación portuguesa, el Santo Oficio que estructuró sus modelos de vigilancia sobre el reino de Portugal, sus dominios atlánticos y el virreinato de la India –conocido como “Estado da Índia”– tuvo particularidades y ritmos propios que se ponen en evidencia en esta segunda unidad. Debido a que la Inquisición portuguesa conoció una estabilización más precoz de su geografía inquisitorial y con una labor donde la cuestión del judaísmo jamás dejó de inquietar a sus autoridades, la segunda parte de este volumen se estructura de forma diferente respecto de la primera parte. Así, en lugar de una distribución por distritos, esta sección pone en evidencia las circunstancias concretas del establecimiento del Santo Oficio en Portugal, la distinta evolución que tuvo comparada con su antecedente ibérico y el modo como la llamada “cuestión judaica” marcó el desarrollo institucional de la Inquisición portuguesa. El arco temporal elegido cubre desde la fundación (1536) hasta el término de la Unión Ibérica (1640). En este periodo se ponen de relieve las especificidades organizacionales de la Inquisición portuguesa, sus estructuras singulares, sus ritmos institucionales y el modo como la realidad política del reino de Portugal llegó a afectar –y, parcialmente, a transformar– el oficio inquisitorial en su versión portuguesa.

			Ha sido nuestra intención proporcionar a los estudiosos del tema una aportación de cara a interpretar el fenómeno inquisitorial en sus distintas territorialidades, considerando la necesidad de acompañar, en el tiempo y en las sociedades, la evolución de lo que Jaime Contreras y Jean-Pierre Dedieu (1980) llamaron la geografía de la Inquisición. La propuesta de este volumen, en lo que se refiere a la Inquisición española, ha sido el presentar enfoques dirigidos a comprender la estructuración y las especificidades de cada tribunal de distrito, algo a lo que los directores de la Historia de la Inquisición en España y América –Joaquín Pérez Villanueva y Bartolomé Escandell Bonet– habían renunciado y que apenas la labor frenética de José Toribio Medina pudo lograr para los distritos americanos y ciertas geografías de su jurisdicción. El menor corte cronológico dedicado al Santo Oficio portugués hizo que se pensara en una estructura destinada a problematizar el proceso de territorialización de esta institución –en sí mismo marcado por una menor atomización en distritos– y no se haya optado por una división por tribunales. Lo que motivó esta decisión fue tanto la peculiar trayectoria de las historiografías portuguesa y brasileña sobre la Inquisición –en efecto, al contrario de la española y la americana, cada uno de los cuatro tribunales de Coímbra, Évora, Goa y Lisboa dispone de, al menos, una monografía parcial y no hace ni diez años que se produjo una historia general de la institución (Marcocci y Paiva 2013)–, como la centralidad del problema del judaísmo en los tribunales del imperio durante el periodo considerado (siendo excepción el tribunal de Goa, por el fuerte contraste con los demás). La diferencia de enfoques, que corresponde, de igual modo, a una diferencia de narrativas –aunque no de preocupaciones–, nos motivó a presentar dos bibliografías al final del volumen: la primera dedicada a la sección de la Inquisición española y sus proyecciones imperiales; la segunda relativa a la Inquisición portuguesa. A las dos bibliografías corresponde un único listado de abreviaturas de archivos, bibliotecas, publicaciones misceláneas, editoriales y otras fuentes.

			Deseamos dar las gracias a los que han trabajado en este largo y complejo proyecto. Agradecerles, sobre todo, por su infinita paciencia, a todos los autores y a los editores que de manera constante nos han apoyado, Juan Luis Bonilla y Lorena Murillo. Han pasado meses y años arduos, en los cuales algunos seres queridos lastimosamente nos han dejado. Así que queremos dedicar el volumen a la memoria de nuestro añorado amigo y colega Salvatore Loi, gran historiador del Santo Oficio y de la historia de Cerdeña.

			Fernando Ciaramitaro y Miguel Rodrigues Lourenço

		

	
		
			 

			El oficio inquisitorial en España 
y su imperio 
(Europa, América y Filipinas)

			 

			El Santo Oficio en el imperio español. Interpretaciones, temáticas, metodología y geografía 1

			Fernando Ciaramitaro

			Universidad Autónoma de la Ciudad de México

			Dio lugar el gran Constantino a la Monarquia Pontificia, y trasladó la suya Imperial allá al Oriente, haziendo de sus vitoriosas armas muralla fuerte a la Iglesia. Facilitó la conquista de todo el mundo al jugo de la Fé Santa, si huvieran sabido sus sucessores executar la traça, y lograr la ocasion.

			B. Gracián, El Político D. Fernando el Catholico (1640: 9-10)

			Imperios, imperio español y religión. Consideraciones metodológicas y teóricas

			En la historiografía contemporánea se ha comprendido el concepto de “imperio” en relación casi exclusiva con las redes del comercio, el conocimiento, la migración, el poder militar y la intervención política, todos elementos que permitieron a ciertas comunidades afirmar su influencia y soberanía sobre otros grupos (Ballantyne y Burton 2005: 3). Sin embargo, estas notables características cualitativas y cuantitativas del dominio, en un espacio dilatado, en que se incorporan ciertos números de sociedades heterogéneas, antes autónomas o parcialmente autónomas, los tráficos, los flujos coloniales y otras más, como la circulación de la plata y el oro o el control marítimo, no son rasgos suficientes para describir, también de manera ceñida, el papel imperial de las sociedades del pasado. En efecto, hay una omisión significativa: la fe2. Y tal falla resulta aún más relevante si se considera la excepcionalidad imperial hispánica, sobre la cual no se ha reflexionado bastante: en su vasto imperio no se permitió la coexistencia de otros credos, situación diversa con respecto a importantes experiencias imperiales del pasado o coetáneas, como la de Roma o, en el siglo XVII, la china y la holandesa3.

			Los imperios son una experiencia de la historia en la que se cimienta un entramado más o menos englobador de relaciones económicas, culturales, administrativas y simbólicas, organizado de manera rigurosa o más laxa, y en donde el papel de los sujetos originarios o autóctonos es indispensable por el pacto que estos subscriben con las autoridades metropolitanas o sus representantes, que necesitan de ellos –habitualmente se negocia con las élites o una fracción de ellas, los militares, los religiosos– para el aprovechamiento del territorio y por la posible construcción de una moralidad y ética nuevas en el espacio dominado, que incorpora algunos o todos los sujetos, o intenta hacerlo, al mundo de los conquistadores, de forma continua, sistemática o esporádica. Se cimenta así una hegemonía imperial, predominio político que condiciona la existencia no solamente de los súbditos, sino también la de los extranjeros4.

			Como han subrayado sobre todo etnólogos, antropólogos y arqueólogos5 –y pocos historiadores6–, este descuido proviene de una difundida percepción, por el observador contemporáneo que vive en un estado laico, de que la religión representaba para las sociedades del pasado una fuerza connaturalmente conservadora, al servicio del mantenimiento del statu quo. El universo de las creencias, las ideologías, las utopías y los mitos se categoriza así en cierta historiografía como elemento pasivo que reacciona solo frente a otros factores principales (económicos y políticos, por ejemplo), pues la religión resulta esencialmente un componente no causal y epifenoménico, mera secuela de los auténticos fundamentos causales del progreso sociocultural (Conrad y Demarest 1990: 16-17, 228).

			Hoy en día existen doctrinas filosóficas y políticas completamente disociadas de la fe, pero no es este el caso de la civilización hispánica de la época moderna. Su ideología era religiosa y su pensamiento se fundaba en un conjunto integrado de política, teología y filosofía, al que imprimía unidad la creencia en un orden superior y sobrenatural.

			Steven H. Rutledge (2001), analizando el sistema inquisitivo del imperio romano, en el que, de manera paulatina, desde el primer principado, se empezó a venerar la figura del emperador, ha escrito que, si los especialistas retrataron aquella transformación constitucional como época de centralización y concentración de poder en un solo hombre, los delatores fueron los instrumentos a través de los cuales Roma implementó activamente una contención política basada en la justificación ideológica de su nuevo dominio como fenómeno de naturaleza divina. Los primeros césares impusieron, por el discurso sagrado que reconfiguró su imagen, una fase fundamental para el establecimiento del imperio, a través del terror y el despotismo. Una verdadera aglutinación de poder que se dio por disparejos artificios, entre ellos la figura del delator (o accusator) y el sistema inquisitivo del emperador desplegado en sus tribunales: un mecanismo represivo que se efectivizaba gracias a los “confidentes” y los procesos judiciales, ordinario y extraordinario. La “inquisición” del soberano fue así un instrumento que garantizó la paz imperial, para eliminar las oposiciones, en campos de acción tan diversos como el matrimonio y la moralidad, la administración provincial, el senado, los crímenes civiles y fiscales. Roma exemplum est.

			Otro interesante caso, más cercano a nuestra historia inquisitorial-imperial, es el ruso7. Existe una teoría de la autocracia moscovita que relaciona estrechamente, en la Rusia de los siglos XV, XVI y XVII, la evolución institucional y el empleo de los instrumentos de formación del consenso, correspondencia que ha generado unos rasgos supuestamente específicos de la monarquía rusa. La doctrina de la soberanía del Car’, que se formó entre finales del siglo XV y los inicios del XVI, aparece central porque forjada por concretas exigencias políticas y en cuanto generadora de una determinada forma de gobierno. Fueron esencialmente cuatro las fuerzas en juego para configurar la nueva metodología de dominio, un mando más moderno, sin duda alguna, frente al pasado, también reciente: el gran príncipe, la iglesia ortodoxa, la alta y la pequeña noblezas, esta última emergente como estamento de servicio. Las cuatro realidades se movieron en un complejo substrato en el cual semblantes culturales, políticos, religiosos y étnicos se entremezclaron para determinar un nuevo camino institucional. Los opuestos intereses de la iglesia y la nobleza, alta y baja, se expresaron a través de una acción política directa y de presiones sobre el príncipe moscovita y se manifestaron de manera indirecta por la especulación teórica que generó definidas doctrinas políticas. Las fuentes revelan que el “principio funcional” de la monarquía ortodoxa imponía a los monarcas, como principal deber, el de llevar a la salvación a todos los ortodoxos que vivían en la comunidad religiosa –y no política–; ellos estaban bajo la autoridad del príncipe, que conformaba un imperio terrenal que era perfecto reflejo del espiritual, gobernado por el “zar celestial” (Maniscalco Basile 1983: 14-18).

			En la perspectiva en la cual la idea jurídica de “ciudadanía moscovita” confluye en la condición religiosa de pertenencia al “imperio de los cristianos”, el contraste ideológico no puede sino tener como campo de análisis el pueblo de Dios. Igualmente, resulta complejo distinguir entre las doctrinas meramente religiosas o eclesiológicas y las político-jurídicas; mientras que se puede observar una tendencia a relegar a los márgenes la diferencia entre las dos doctrinas y, al contrario, a poner en primer plano el problema de la individuación de las instituciones y los instrumentos idóneos para llevar el pueblo de Cristo a la salvación8.

			Giovanni Maniscalco Basile (1983: 16-37) ha aclarado que en el análisis doctrinario de la concepción de la potestad regia en Rusia existían dos ideas fundamentales acerca del origen del poder del zar: una que se vinculaba al officium, o sea, el servicio que el emperador debía desarrollar para preservar la verdadera religión; otra que se caracterizaba por hacer hincapié en la soberanía universal del Car’. Pero estas últimas pretensiones políticas de ejercer una verdadera soberanía ecuménica se concretaron solo a partir de 1561, cuando el patriarca de Constantinopla reconoció a Iván IV el título de basileus, o sea que, aplicando a su figura el concepto omnicomprensivo de la ecúmene ortodoxa, lo colocaba en la cima de la pirámide social, imagen especular del reino de Dios, y lo responsabilizaba de reprimir las desviaciones a la verdadera fe. La función del zar, a través de sus cortes de justicia (civiles y eclesiásticas), era castigar la herejía, un principio verdadero, o sea, correspondiente al orden celestial en la tierra, al mismo tiempo jurídico y ético, paradigma inquebrantable del conocimiento9. En Rusia la religión ortodoxa y su expresión teórica (el doctrinarismo) han contribuido de manera notable a la edificación de la moderna monarquía, imperial ya antes de la concesión oficial del título y en camino hacía una paulatina construcción del estado, en la que, finalmente, la misma iglesia rusa subrayó el derecho del monarca a reunir en sus manos las dos máximas atribuciones del poder: la temporal y la espiritual. Los paralelismos con el proceso español de agregación de las dos esferas del dominio son evidentes: en Rusia no se dio iglesia sin imperio (Morini 1996: 35), en España se dio el imperio por la conformación de una iglesia supeditada al monarca.

			Estos dos ejemplos, el romano y el ruso, patentizan que los estudios sobre el cambio político y el fortalecimiento de las dinastías, preludio de lo que será el “estado”, no pueden prescindir de los mecanismos de la fe y la ideología. Al contrario, estoy convencido de que la religión, con sus rituales, los enseres de coerción y los símbolos, es un elemento dinámico en la trasformación política y cultural de una sociedad del pasado. El caso de la monarquía católica constituye una precisa ilustración de semejante proceso. Con todo, aclaro que no quiero presentar la fe de los hispánicos de los siglos XV-XVIII como causa primera y universal de esta concentración de poder y reconfiguración imperial de la monarquía, sino intentar precisar algunas insuficiencias difundidas en las explicaciones del cambio socioreligioso y defender una visión multicausal de la evolución cultural y política de las Españas del renacimiento y el barroco. Las causas –múltiples, asimétricas, pero siempre concernidas– se deben rastrear en el mesianismo, el profetismo, el goticismo, la retórica frailesca, los intereses económicos, la presencia judía y conversa, la lógica de la exclusión o preracismo, el sentimiento cruzado, la cuestión de los orígenes de los pueblos ibéricos, la naturaleza del poder, la figura regia, la evangelización, la propaganda y un largo etcétera. Todas razones y todos hechos históricos que quedan manifiestos, de manera conjunta o por separado, explícita o implícitamente, en la historia imperial del Santo Oficio.

			La Inquisición, por lo tanto, no fue una pequeña cuestión de detalle en el porvenir universal de la lenta edificación material y mítica de la monarquía de la unión de coronas10. Todo lo contrario, no obstante la improvisación y la penuria económica de los primeros momentos fundacionales11, se fue perfilando, poco a poco, un arsenal que nacía por una concreta voluntad estratégica y de dominio que, a lo largo del siglo XVI, en sus modalidades de acción, se fue institucionalizando y estandarizando como mecanismo ordinario de gobierno, adaptado a las diversas coyunturas temporales y geografías, nuevo eje del dispositivo de poder y acción de la monarquía que, evidentemente, aumentó las competencias regias (Carrasco 2017: 13). Pero más que una “diarquía poder real-poder religioso” (ibid.: 20), se trató de una incorporación o fusión en la figura del rey, por delegación de justicia, de las sagradas competencias eclesiásticas sobre el universo de los pecados-ilícitos12. Fernando e Isabel, en Aragón y Castilla, siguieron el cauce dejado por sus predecesores medievales, que habían conferido seguridad y estabilidad a sus reinos por medio de una fuerte autoridad jurídica. A los reyes Católicos así les socorrió una larga tradición cuando intentaron afirmar su preeminencia en las dos esferas, reivindicando el poder de hacer, modificar y aplicar las leyes, en lo civil, criminal y religioso13.

			La función de rey juez fue central en la gestión del poder monárquico porque definía en la praxis política tanto el poderío del soberano como las medidas sociales que se tomaban14. Las Ordenanzas reales de Castilla (1484) empiezan con una afirmación característica: “el verdadero deber de los soberanos es juzgar y hacer justicia” (Beneyto Pérez 1972: 280). Estas ordenanzas no se concibieron con la intención de arrastrar los derechos existentes: el testamento de Isabel aclara el sentimiento de respeto por la ley natural y divina y la reina como su marido eran conscientes de que, si hubieran dejado de reconocer y defender las prerrogativas de sus respectivos feudatarios, la frágil unión de las dos coronas habría sido puesta en peligro (Ciaramitaro 2015: 52-54). Los historiadores no han encontrado motivos para disentir de este punto de vista. Así argumenta, por ejemplo, John H. Elliott (1963: 65):

			Fernando e Isabel creían en la justicia real, en la buena monarquía, que debía proteger al débil y humillar al soberbio. Si bien tenían un gran sentido de sus propios derechos, también tenían un gran sentido de sus propios deberes y éstos incluían la obligación de respetar los derechos de los demás. La tarea que les había señalado la providencia era la de restaurar el orden y el buen gobierno y restablecer, mediante el ejercicio de su poder real, una sociedad en la que cada individuo pudiera disfrutar libremente de los derechos que le perteneciesen en virtud de su estado.

			Desde el siglo XIII al XV, los reyes medievales castellanos, fortaleciendo la interpretación y el sentido de la legislación, de las Partidas, del Fuero Viejo de Castilla15, etcétera, legitimaron paulatinamente su potestad normativa y judiciaria. Se osificó una imagen potestativa y una praxis de gobierno del rey como supremo legislador y magistrado y se buscó realizar el objetivo de una más enérgica monarquía16. Se fortalecieron conceptos y viejos símbolos, nuevas imágenes se acuñaron y asociaron a las anteriores, para legitimar una actuación cada vez más incisiva del monarca en cualquier asunto de gobierno. En particular, desde el Fuero Viejo de Castilla (1771: 2,1,1 y 2,4,1), se consolidó el prototipo de rey juez y se procuró adscribir a la lista de competencias regias cuantos más casos posibles en los litigios entre súbditos, empezando por las materias de corte. Son estas recopilaciones y normas las que han estructurado una base certera de la legitimación temporal de la potestad legislativa y jurisdiccional de la corona17. Así el rey de las Españas, en la época de Fernando el Católico, suma a la potestad originaria, la ejecutiva y militar, las otras potestades de gobierno, la legislativa y la judiciaria. Finalmente logra también la eclesiástica a través de su poder inquisitorial, como supremo juez por delegación en las materias religiosas, sin conflicto alguno con las superiores capas de la iglesia ibérica18. La justicia, ya menos fragmentada en comparación con el siglo anterior, se confirmó como función esencial de gobierno; sin ella el reino no podía prosperar. La justicia es el derecho del rey (Clavero 1992: 19-20), es el punto cardinal alrededor del cual giraba el poder monárquico, que permite la consolidación de los mecanismos de gobierno en el reino y reduce las tantas limitaciones de la monarquía medieval, para conformar un mando más centralizado y organizado por el mismo soberano y sus oficiales19. Ya en las Siete partidas (2,1,5) se aclaraba que: 

			[…] cosa es rey, et cómo es puesto en lugar de Dios […]. Vicarios de Dios son los reyes cada uno en su regno puestos sobre las gentes para mantenerlas en justicia et en verdad quanto en lo temporal, bien asi como el emperador en su imperio. Et esto se muestra complidamente en dos maneras: la primera dellas es espiritual […]; la otra es segunt natura, asi como mostraron los homes sabios que fueron como conoscedores de las cosas naturalmente: et los santos dixeron que el rey es señor puesto en la tierra en lugar de Dios para complir la justicia et dar á cada uno su derecho, et por ende lo llamaron corazon et alma del pueblo; ca asi como el alma yace en el corazon del home, et por ella vive el cuerpo et se mantiene, asi en el rey yace la justicia, que es vida et mantenimiento del pueblo de su señorio.

			En el monarca residía la suprema justicia, una justica aumentada por unas bulas papales que se explican por la combinación de factores y circunstancias históricas de la península ibérica bajomedieval:

			1. El empuje imperial de una unión monárquica que se ubicó a la cabeza de Europa.

			2. El deseo del rey de acrecentar su control sobre cualquier cuestión de naturaleza eclesiástica. 

			3. La permanente necesidad fiscal y de recursos de la hacienda real para la guerra hegemónica y la expansión marítima.

			4. El esfuerzo centralizador y homogeneizador de la corona para el sometimiento de las oposiciones políticas entre los estamentos superiores y las élites urbanas.

			5. La presencia de importantes minorías religiosas y étnicas que generaron un preracismo excluyente y compartido por las masas frente a judíos, judeoconversos, musulmanes y moriscos.

			6. La búsqueda de la paz social, incompatible con la inestabilidad sociopolítica que generó la soflama antijudía y anticonversa.

			7. Una antigua retórica cruzada y un discurso de exaltación mesiánico y profético que envolvieron a la figura de Fernando de Aragón20.

			Aquí no podemos profundizar adecuadamente acerca de todos estos puntos, en particular los importantes cambios de los conceptos dicotómicos de inclusión y exclusión de la sociedad hispánica, que se dieron entre el siglo XV y el XVI21, sobre la incorporación o consolidación de nuevos ritos y antiguos credos (por ejemplo, el auto de fe o la inmaculada concepción) y la reelaboración y modernización de discursos y prácticas que especificaron una original monarquía católica e inquisitorial, esta es una tarea pendiente22. Lo que a lo largo de los capítulos de esta sección proponemos es un diseño imperial progresivo de extensión de la mano del rey de España hacia los diversos dominios que configuraban la corona, en el Mediterráneo, la Europa continental y las Indias, por el oficio inquisitorial, realidad nueva que sirvió para los objetivos más diversos de la agenda política. Con todo, la monarquía española se estableció como un imperio religioso, un imperio católico, con un vívido ímpetu, al mismo tiempo incluyente y excluyente, pero siempre dogmático, en el que convergieron intereses materiales, económicos y espirituales en una empresa común, que era de hegemonía, civilización, conquista, alegoría, identidades y liturgia. Se “fundieron” pueblos, naciones y costumbres y la amalgama fue la religión, que conformaba un conjunto integrado e integrador, sin dejar de lado las específicas condiciones y manifestaciones locales de subidentidades que sobrevivieron en el único marco de la verdadera religión católica. Los sincretismos cohabitaron y eran perfectamente tolerados por las lecturas y los censores más ortodoxos, hasta que no se les señalaba como posibles estorbos al proyecto imperial23. En este caso, eran perseguidos y eliminados.

			El cristianismo español que se retrata por el Santo Oficio de los siglos XV y XVI otorgó a los vasallos del rey de España una decisiva ventaja sobre sus competidores y facilitó la conquista, gobernación y cierta estabilidad de extensos territorios de compleja naturaleza en un tiempo notablemente breve. Estos mismos componentes ideológicos originaron, a la larga, tensiones sociopolíticas y económicas internas y un efectivo déficit de modernidad frente a otros estados europeos, déficit que en el siglo XVIII comportó no solamente la crisis, decadencia o declinación de la Inquisición, sino también un más generalizado y profundo crepúsculo de la monarquía en el ajedrez político internacional. Rosario Villari (2010: 312-313), a propósito de la Italia española, apunta a la convergencia de la represión religiosa con la política: la acusación de rebelión y la de herejía procedieron paralelas hacia algunos personajes (Campanella). Esta convergencia creó una verdadera crisis de la cultura, la acción política y la vida moral italianas durante la unión con España; es esencial que el juicio sobre el Santo Oficio y la reprensión que ejerció sobre las personas, el pensamiento y los libros tenga como punto de referencia la evaluación de los elementos concretos de dinamismo y desarrollo de la sociedad en la cual aquellas magistraturas operaron.

			Pero, aun cuando fueran los demás europeos –sobre todo italianos, franceses e ingleses– los que configuraron primero y en abstracción histórica el enunciado “imperio de España”, categoría aceptada en el discurso historiográfico desde el siglo XVI –como para las expresiones imperio romano o imperio otomano–, los castellanos, aragoneses, catalanes, navarros, tlaxcaltecas, incas y demás indianos, portugueses, flamencos e italianos al servicio del rey Católico fueron sus únicos ejecutores y constructores, en forma voluntaria o involuntaria.

			El mundo hispánico, en su faceta imperial, surge a partir siglo XV. Era un cruce de culturas, antes mediterráneas y atlánticas, después americanas y hasta asiáticas. Esta experiencia de dominio fue centralísima para el nacimiento del mundo moderno durante la edad de los grandes descubrimientos. Fue la mundialización del hombre, de sus inventos, del conocimiento, de la guerra, lo que hoy se conoce también como globalización, fórmula sociológica, periodística y, después, histórica que ha tenido a lo largo de las últimas tres décadas diversas formas aclarativas según los modelos explicativos de los especialistas. En el gremio de los historiadores hay quienes sostienen que hubo una globalización de larga duración, que coincidió con una primera fase de intensificación del comercio internacional y con la circulación de hombres y mujeres que activaron una primera y efectiva mundialización económica. Es a partir del siglo XV y los inicios del XVI cuando estas novedades socioeconómicas arrancaron, con la paulatina incorporación, antes, de las islas atlánticas (Canarias, Madeira y Azores) y de las factorías africanas y, después, del conteniente americano al intercambio global. Fue la proyección de Europa en el mundo, que, según la clásica lectura de John H. Parry (1949)24, empezó en 1415: las bases de la influencia y el poderío europeos fueron preparadas en el siglo XV y enérgicamente asentadas en los siglos XVI y XVII. Pero, paradójicamente, en la centuria fundacional del ensanchamiento europeo no hubo un único intérprete: los cristianos tuvieron que repartirse el escenario mundial con otro activo coprotagonista, la religión de Mahoma. En otras geografías del sur asiático, los reinos indochinos y las islas del océano Índico, de origen hindú, cayeron prontamente bajo el predominio del islamismo. También las comunidades musulmanas del cercano Oriente mediterráneo habían sido atacadas por los otomanos, guerreros seminómadas que estaban a punto de devorar lo que quedaba del antiguo imperio bizantino y así subyugar todo el Mediterráneo levantino. En 1453 cayó Constantinopla: eran los turcos que se lanzaban a la conquista del norte de África y de la península balcánica. Las competencias religiosas, militares y políticas entre cristiandad e islamismo habían sido constantes en el medioevo y si bien el sistema comercial del mare nostrum permitió un intercambio ocasional entre bandos opuestos y la ciencia griega había llegado a los europeos gracias al filtro de las traducciones árabes, la relación ordinaria entre los dos cultos era la guerra. Una guerra definida santa por ambos. Un espíritu bélico que impregnó a los ibéricos, que intentaron en unos siglos conquistar aquellos territorios del sur de la península y del norte africano, que estaban bajo el control musulmán. Un sentimiento cruzado del que, desde el siglo XIX, se han escrito ríos de tinta25, una emoción que era patrimonio común de las élites y los estamentos más bajos de las monarquías europeas, y no solamente de las que estaban en contacto directo con los enemigos de la fe26.

			A partir de la conquista de Ceuta por el reino de Portugal, en 1415, las cruzadas se proyectaron en el occidente mediterráneo. Ceuta era base militar para el avance en Marruecos, un factor de control ribereño en el estrecho de Gibraltar, con las consecuencias inherentes a la guerra de corso y la defensa de las playas del Algarve en relación con la piratería musulmana. Un aliciente para el comercio africano y, sobre todo, un enlace prometedor entre las redes de navegación del Mediterráneo y el Atlántico27. Con la toma de Ceuta la lucha cruzada transitó de una fase medieval a una moderna (Parry 1998: 13): de una guerra discontinua en el suelo ibérico y el Mediterráneo contra el sarraceno a una lucha frecuente emprendida por los cristianos para proyectar sus armas y su fe también al Atlántico.

			En particular, sobre la aventura atlántica y el “descubrimiento” de América, Parry (1998: 93-94) ha afirmado que la acción de conquista y la siguiente colonización fueron una verdadera cruzada, con su afán por la gloria militar y los tesoros y, al mismo tiempo, el deseo de ganar almas para la faena evangelizadora de los religiosos, sin que los monarcas permitieran el surgimiento de una nobleza feudal en las Indias, por medidas que conformaron –en sus palabras– un “absolutismo real en auge”28, útil para las necesidades de las dos espadas. En el Nuevo Mundo se plasmó una cultura típicamente hispánica, una cultura generalmente pactada y no siempre impuesta de arriba, a través de la retórica, el discurso y la praxis, creada gracias a algunos episodios centrales –y perpetrada a través de la oralidad–, que tocaron la misma identidad de la monarquía, su configuración casi sacral, la persistencia de su legitimidad en la sangre de la dinastía a través de siglos. Una cultura visible u oculta, pero siempre conocida, por la misa de todos los días en las parroquias, las juras, algunas proclamas reales, las entradas de virreyes, las honras fúnebres y, por supuesto, la justicia inquisitorial con su parafernalia. Como ha marcado Thomas Calvo (2006: 103-104), se trató de un palmo de saberes imperiales, un hecho en incesante evolución y construcción, que ha variado a lo largo de los años y las décadas, pero también se ha transformado por las circunstancias específicas de cada coyuntura y la inmensa geografía, una geografía exactamente imperial, por sus indudables extensiones. Son los curas del imperio, y en particular los inquisidores y los demás oficiales del Santo Oficio, los que a través de la voluntad regia defendieron los verdaderos valores y sentimientos de la monarquía católica, construida esencialmente por otros: las huestes. La monarquía fue imperial porque aplicada, negociada y concentrada por múltiples combinaciones de las instancias superiores de los dos espadas, la civil y la religiosa29.

			Desde el relato de estas efemérides épicas, de la segunda mitad del siglo XV y la década de 1520, la historiografía ha interceptado ordinariamente dos historias imperiales de la monarquía hispánica: la de la inserción, de manera más o menos subordinada, a las directrices de la dinastía habsbúrgica en el marco del imperio germánico30; la de las Indias, cuyo proceso de descubrimiento y colonización empezó en una encrucijada crítica para los monarcas ibéricos, que siempre las consideraron un dádiva divina. Sin embargo, quien escribe –y pese a la insuficiente recepción de los imprescindibles aportes de la historiografía medievalista a las conclusiones de la modernista– cree que consta un tercer legado imperial: el aragonés31. Fue, se insiste, el empuje militar y diplomático de Fernando II, que encontraba en la tradición de su reino y de sus antepasados, de su tío, Alfonso V el Magnánimo (1416-1458), y de su padre, Juan II el Grande (1458-1479), una praxis consolidada de conquista, que supo lograr importantes ampliaciones para el terruño patrio, mejoras en la administración y el gobierno, más sólidas relaciones internacionales y, sobre todo, aquellas medidas encaminadas a la uniformidad religiosa y la homogenización societaria a través del renovado instrumento inquisitorial y el decreto de expulsión-conversión de los judíos.

			En el siglo XV, el apremio imperial catalano-aragonés sobre el Mediterráneo y los Pirineos, el conflicto con la república genovesa, la batalla contra la Francia de los Valois y la crisis de Barcelona y su condado condujeron a un acercamiento definitivo del conjunto monárquico de Aragón hacia Castilla, para mantenerla bajo influencia o, al menos, como seguro aliado. Así los Trastámara aragoneses se hicieron firmes intérpretes de la praxis política de su reino, operando con una rectitud institucional sin tacha hacia sus súbditos y sus cuerpos representativos, pese a ser ellos mismos, por linaje y crianza, soberanos castellanos. A partir de la década de 1450, la sugestión por la unidad de los dos reinos españoles de Castilla y Aragón se percibió posible con la llegada al trono aragonés de Juan II, hijo de Fernando de Trastámara y Leonor de Alburquerque, tía de Fernando y sobrina del fundador de la dinastía Trastámara, el rey Enrique II de Castilla. Como han reseñado Claudio Sánchez-Albornoz (1956) y Jaime Vicens Vives (2003), queda todavía vinculado a la persona del rey Juan II el planteamiento de la unión monárquica hispana. Fue la perseverancia de este monarca nacido en Medina del Campo en lograr coronar su compromiso en el hacer realidad la boda de su hijo Fernando con la infanta castellana Isabel. Dice Antonio-Miguel Bernal (2007: 24) que dicho casamiento: “fue consecuencia de una deliberada acción política que tuvo en los Trastámara de Aragón y en sus poderosos familiares y aliados castellanos sus principales inspiradores, auspiciada por el ambiente de guerra civil encubierta en que vivía el reino de Castilla con el tema abierto de la sucesión real”.

			La declinación catalana del siglo XV (Elliott 1996: 35-45), principalmente política, demográfica y comercial, pese al remplazo de Barcelona con Valencia, nueva capital financiera de la “federación” aragonesa en ascenso, comportó una condición de hándicap del futuro rey de Aragón en el momento de la unión dinástica de 1469 con la princesa castellana. Sin embargo, el “débil” reino compuesto de Fernando poseía una conspicua fortuna en experiencias, unas costumbres consolidadas por el ejercicio del imperio, y si tal vez fue más escasa la contribución en soldados y pertrechos para la sucesiva expansión imperial, los consejos y los modelos ya aplicados en Aragón fueron inestimables para la nueva organización administrativa castellano-aragonesa32. Fue desde un principio una coalición entre partners complementarios que, en 1478, se selló a través de un nuevo Santo Oficio para una España imperial en ciernes.

			Los orígenes de la Inquisición española y el imperio: entre historia e historiografía

			El objetivo de este bloque del volumen es estudiar el específico papel del oficio inquisitorial en el complejo sistema imperial de la monarquía católica, en la península ibérica, Italia, Flandes y las Indias, desde el siglo XV hasta la extinción. Oficio que se implantó según cuatro metodologías:

			1. El procedimiento medieval tradicional de nombramiento papal;

			2. La nueva fórmula española, o sea, el Santo Oficio de la Inquisición fundado y luego lentamente estructurado a partir de 1478, en la mayoría de los reinos de la  monarquía católica;

			3. La nueva realidad del Santo Oficio romano o Congregación por la doctrina de la fe, instituida en 1542 por el pontífice Pauolo iii con la constitución apostólica Licet ab initio33;

			4. Algunos procedimientos inquisitoriales mixtos, que cohabitaban y funcionaban de manera semiindependiente, a veces de forma paralela o entrecruzándose, en determinadas regiones, como, por ejemplo, en los Países Bajos del siglo XVI34.

			El oficio inquisitorial, en su nueva versión moderna, se desarrolló de manera dinámica y asimétrica, diferente o similar –según los casos–, en las diversas provincias (los distritos, según la nomenclatura de la Inquisición española) en las cuales se insertó su poder y su jurisdicción. Este sistema de vigilancia, control y castigo surgió con anterioridad a la experiencia imperial de los Habsburgo, o sea, del vínculo entre el imperio germánico con el agregado de las coronas ibéricas. El oficio inquisitorial como instrumentum regni es un designo anterior a la casualidad sucesoria y la “bizarría” de los hechos familiares de la nueva monarquía universal de Carlos V y dependió de la voluntad concreta de Fernando de Aragón, para dotar los dos conjuntos reales de la corona catalano-aragonesa –con sus satélites italianos– y de Castilla de una herramienta efectiva del poder regio, para un superior control del territorio, de los súbditos y sus pensamientos.

			La lógica imperial de la Inquisición se expresó también tras la muerte de la reina Isabel: la conquista fernandina de Navarra, en 1512, con su realidad plurifronteriza y desde un discurso solemne procastellano, se presentaba como necesaria para la restauración de la unidad de la antigua Hispania en la verdadera religión, limpiando el dominio de judíos y musulmanes (Suárez Fernández 1985). En este proceso se otorgó un papel notable al Santo Oficio, desde perspectivas castellanas como aragonesas, que se implantó de inmediato como instrumento del conjunto castellano-aragonés y como esfuerzo de las dos coronas para reconstruir y uniformar, política y religiosamente, el reino navarro y para fortalecer el imperio en continuo crecimiento.

			Misma tónica expansiva –en línea con el proyecto fernandino de poder real– se dio, 40 años después, en la edad de Felipe II, con la extensión y proyección de la potestad y jurisdicción del arma inquisitorial en los virreinatos americanos y sus dependencias asiáticas, sobre todo el archipiélago filipino. De este asunto hablaré más adelante.

			Así los hechos en la misma pluma del príncipe: en 1486, con fuerte ímpetu, don Fernando escribió a un magistrado aragonés del Santo Oficio que, aunque “el nombre es de vosotros y de los otros inquisidores, yo e la Serenissima Reyna somos los que lo fazemos, que sin nuestro favor poco podriades fazer vosotros” (Sesma Muñoz 1987: 229). Y, 18 años después, en una carta a otros jueces de distrito, volvía a repetir –con un tono aún más acre– su clara voluntad: “todos dependeys de nos que somos el prinçipal inquisidor”35. Estas aserciones –y otras más que podrían traerse a colación– ilustran la naturaleza del Santo Oficio español, así come fue contemplada por el rey Católico y así como se encarna en los capítulos de esta sección del libro: un cuerpo al servicio de Dios y, sobre todo, de la voluntad de la monarquía para sus fines imperiales, fines que eran en la forma religiosos, pero sustancialmente políticos y también militares, para la defensa de las dos fronteras imperiales, el límite de los disidentes internos y el confín divisorio con los enemigos externos.

			Todavía en el siglo XXI los profesionales de la historia logramos con dificultad salir de nuestros cautelosos ámbitos especializados de indagación. En el caso del oficio inquisitorial y para el necesario intento de describir y explicar su función sociopolítica, institucional, económica y cultural sería oportuno realizar un esfuerzo y saltar los lindes rígidos de las disciplinas históricas y procurar viajar entre la historia medieval, la moderna y la que los americanistas, que investigan los siglos XV, XVI, XVII, XVIII y los inicios del XIX, llaman historia virreinal o, impropiamente, colonial: la historia de la conquista de las Indias, conquista territorial y espiritual, los virreinatos americanos y sus dependencias ultramarinas en el Pacífico, sus pobladores –indios, españoles, mestizos, negros, mulatos, asiáticos, etcétera– que ahí vivieron como súbditos del rey hispánico.

			La Inquisición, como instrumento de centinela y sanción de cualquier heterodoxia del cristianismo y, después de las reformas y el cisma inglés de la centuria decimosexta, del catolicismo romano contrarreformista y militante es una realidad que no pertenece únicamente a la materia “historia moderna” y que, al contrario, tiene una valencia global y perdurable. En el caso del oficio inquisitorial queda patente una continuidad de larga duración en las formas, en la jurisprudencia, la doctrina y la aplicación de la justicia eclesiástica, formas peculiares y definidas que tomaron todos los “tribunales de la ortodoxia”36; estos no atacaban los delitos penales sino el disenso del pensamiento, de la opinión, el pluralismo de las creencias, un conjunto de rasgos originarios que caracterizaron las inquisiciones cristianas y católicas frente a todas las demás organizaciones judiciarias criminales.

			Pero el Santo Oficio no es solo asignatura pendiente en la diacronía, lo es también por la pluridisciplinariedad: por su naturaleza exige un acercamiento metodológico que abarca diversos ámbitos del conocimiento, de la teología a las doctrinas políticas, de la filosofía a la historia institucional, de la demonología a la eclesiología, de la historia de los sistemas imperiales al derecho, de la historia romana a la medieval y muchas otras ramas del saber universal. Por esas razones, el Santo Oficio tiene múltiples opciones interpretativas y de estudio. Su alcance geográfico fue mundial, porque tuvo una extensa realidad de acción. Su perspectiva teológica y jurídica alcanzó cada región a la cual llegaron los católicos: de China a la Patagonia, pasando por las islas Filipinas y Marianas, Europa y África. De este “interés total” y, al mismo tiempo, regional han surgido cuantiosísimas pesquisas: existe una larga trayectoria “nacional” sobre la Inquisición, ejemplo más típico es la española, luego la portuguesa y, finalmente, la Inquisición romana, invento más reciente que encuentra –paradójicamente– en la primera su modelo. Pero también hay una Inquisición “originaria”, una medieval y una contemporánea, la que en el mundo católico corresponde a las competencias del instituto de la Congregatio pro doctrina fidei, la papal Congregación para la doctrina de la fe, refundada por el pontífice Paulo VI en 1965 y todavía operante37.

			Los estudios sobre los sistemas inquisitivos de la iglesia se han multiplicado en los últimos cincuenta años. La academia española y los demás hispanistas, desde la década de 1980, han contribuido como nadie a la incrementación de las pesquisas explicativas sobre la materia, con numerosos y originales estudios regionales o locales, temáticos, de síntesis, de caso, relacionales y comparativos38. Las indagaciones comparativas, en particular, resultan muy sugerentes porque amplían la mirada y el análisis, lográndose una reflexión más completa sobre el fenómeno. Es a partir de la década de 1990 cuando se empezó a aplicar el método comparativo a los estudios inquisitoriales: entre los pioneros que se aventuraron en el parangón hay que recordar a William Monter (1990) y Francisco Bethencourt. Este último, en particular, explicaba que analizar el Santo Oficio:

			[…] permite todo tipo de cortes espaciales y temporales y todo tipo de apropiaciones discursivas. Así, los tribunales de la fe se suelen ‘explotar’ a escala local, urbana o regional; se seccionan por periodos limitados en función de los ritmos represivos, de los sucesos político-institucionales o, incluso, según la dimensión de las series documentales (Bethencourt 1997: 7).

			Más actualmente, en esta misma ranura metodológica, Jaqueline Vassallo, Miguel Rodrigues Lourenço y Susana Bastos Mateus (2017) han confrontado algunas características de las inquisiciones en los imperios español y portugués: memoria, historiografía, textualidades y espacialidades, distancia y sociedad en los territorios extraeuropeos; subrayando cómo el vínculo entre los dos oficios fue un “imperativo político” común a las dos coronas39.

			En Italia, cuando finalmente se abrió en Roma el archivo del Santo Oficio, en 1998, eran muchas las expectativas; sin embargo, se descubrió que la documentación de los procesos fue eliminada por mano de los conservadores papalinos del siglo XIX. Pese a esta grave pérdida, proliferaron estudios monográficos sobre repertorios mejores conservados, como los del índice y el de la Inquisición de Siena. A pesar de la apertura de esta colección documental, como ha recordado Adriano Prosperi (1995: 192-193), sigue una laguna en la historiografía italiana: los historiadores versados en el Santo Oficio romano no han tenido mucho interés en la historia institucional, organizacional, en su específica forma de poder; principalmente se han ocupado de los procesados, desde los juicios célebres de Giordano Bruno y Galileo Galilei (Redondi 1983), hasta el caso del molinero Domenico Scandella, llamado Menocchio (Ginzburg 1976). Y si ya no es actual el comentario de Prosperi sobre la “superficialidad” del conocimiento histórico de la Inquisición en Italia, resulta todavía pertinente su explicación acerca de la diferencia de intereses y orientaciones entre historiografías, hispánica e italiana: esta última ha preferido como materia de investigación a los herejes, “por su valor de testimonios de la libertad de pensamiento contra un sistema de esclavitud de las conciencias, que se valía de medios dulces, insinuantes, persuasivos”40; al contrario, entre los hispanistas “se ha advertido detrás de cada aspecto de la historia de la Inquisición la presencia de un poder monárquico central y de un proyecto de unificación estatal” (Prosperi 1995: 198). Efectivamente, coincido con Prosperi acerca de este arrebato de centralización, homogenización y gobernabilidad, pero no concuerdo con él sobre un posible plan de “unificación estatal” premoderno o moderno: el fraccionamiento del sistema de dominio continuaba intangible y no existió un “estado español” por lo menos hasta el siglo XVIII; sin embargo, se delineaba desde un principio, en el siglo XV, una efectiva política de expansión territorial imperialista en el mar Mediterráneo, en la ribera norte africana y allende al océano Atlántico. Un imperio antes del imperio –previo al medieval y borgoñón que se instauró con Felipe el Hermoso y con Carlos de Gante– que tenía un “corte nacional” ibérico (Fernández Santamaría 1988) y así muy distinto al modelo de imperio medieval y ecuménico que existía en el conjunto germánico. Al contrario, en él se estaban aglutinando, a través de una experimentación flemática, pero triunfante, las dos esferas del mando, la civil y la eclesiástica, a través de un renovado instrumento inquisitorial. Así, por un Santo Oficio neoconstituido en Iberia e Italia, Fernando el Católico se configuraba en los hechos como un emperador-Leviatán que regía en sus manos una espada y un báculo, símbolos de su condición de guía militar y espiritual de los pueblos y las nationes de sus dominios41. Netanyahu (1995: 1005) ha insistido en la lección de Fernando el Católico como gran “arquitecto y constructor” de la Inquisición y, de la misma manera, como hombre que tenía una misión principal: fortalecer y ensanchar su dominio y, de paso, contener el partido antimarrano en la corte y en las ciudades de los reinos42.

			En efecto, pese a la insistencia de cierta historiografía castellanista, activa desde el siglo XIX43, don Fernando no puede considerarse simplemente como “rey consorte” en Castilla. Como ha demostrado Luis Suárez Fernández (1989; 1990; 1998; 2004), debe hablarse de un gobierno dual, que se hizo extensivo al conjunto aragonés después de 147944. Las tensiones que surgieron en los primeros momentos del reinado se solucionaron mediante el acuerdo de Segovia (15 de enero de 1475)45, inseparable del documento posterior en el que la reina reconoció a su marido las mismas potestades que ella ostentaba (13 de abril de 1475). Todas estas conjeturas ya se expresaron con holgura y riqueza de detalles en la Historia del rey don Hernando el Catholico (1580), de Jerónimo Zurita.

			Bernal (2007: 80-81) habla inspiradoramente de un “proyecto modernizador iniciado como monarquía nacional” con los reyes Católicos y que finalizó transmutado, con el largo paréntesis de la primera mitad del siglo XVI, en “mero proyecto dinástico” bajo la adscripción de los Austria. Confutando la interpretación habitual de la historiografía española acerca de la “españolicidad” de Carlos V, subraya que no eran los señoríos ibéricos ni los italianos los que estaban en la óptica del joven césar, sino los Países Bajos, que terminaron por encontrar en él un “factor de integración política y nacional”. 

			Como he afirmado líneas arriba, entender el oficio inquisitorial significa estudiar su función sociopolítica, institucional, económica y cultural. Se reitera así que religión y política son dos caras de la misma realidad de la institucionalización del cristianismo en el mundo occidental. Estas dos facetas del devenir humano –como ha trazado el gran historiador italiano del siglo XVIII Franco Venturi (1969)– se empezaron a separar definitivamente cuando “la realidad” se inició a observar sin la envoltura teológica con la que había estado cubierta durante siglos46. Precisamente, la separación tajante de las dos competencias es un acontecimiento complejo que encuentra en el universo católico sus primeros y más relevantes antecedentes en el siglo XVIII. En efecto, estudiar la historia del oficio inquisitorial –como ha recordado Elena Brambilla (2015)– también comporta dar luz al largo camino de la secularización, la dilatada vía que llevó los hombres de la “intolerancia a la tolerancia”, del clericalismo a la laicidad, subrayando cómo desde las guerras de religión de los siglos XVI y XVII surgieron “prácticas de coexistencia”, herencia todavía actual y trascendental para la democracia universal. Justamente, analizar el oficio de la Inquisición significa al mismo tiempo investigar la historia de la desacralización: los sacramentos tuvieron entre los cristianos una doble eficacia, eclesiástica y civil, ellos fusionaban dos pertenencias obligatorias, a la iglesia y al príncipe. Una doble adscripción que confirmaba para hombres y mujeres del pasado una identidad: el ser cristiano, una sujeción espiritual y mística.

			Como en parte ya se ha descrito, la tesis de quien escribe es esencialmente esta: la Inquisición es un instrumento pensado por Fernando II como oficio que le permitió unificar en su poderío la esfera civil, criminal y eclesiástica, conformando su poder, de hecho, como el poder de un emperador bizantino, en cuyas manos se sumaban las dos potestades superiores: la papal (por delegación) y la regia. Por lo tanto, no es casual la evocación esbozada por Baltasar Gracián (1640: 9-10), en su panegírico El Político D. Fernando el Catholico –recordada en el íncipit de este ensayo introductorio–, del primer césar de los cristianos: “Dio lugar el gran Constantino a la Monarquia Pontificia, y trasladó la suya Imperial allá al Oriente, haziendo de sus vitoriosas armas muralla fuerte a la Iglesia. Facilitó la conquista de todo el mundo al jugo de la Fé Santa, si huvieran sabido sus sucessores executar la traça, y lograr la ocasion”. Don Fernando se acercaba a la misión que el emperador de los romanos había cumplido, por la propagación de la verdadera religión y el fortalecimiento de una monarquía cuasiapostólica. Dos décadas después de la muerte del rey, el jurista Juan Rodríguez de Figueroa (c. 1490-1565), regente del Consejo colateral de Nápoles y futuro presidente del Consejo real, no se cansaba de recordar que “No hay Papa en España” (Koenigsberger 1951: 144-145). Con esta escueta aseveración se abreviaban los extensos derechos del rey sobre las iglesias siciliana, ibérica y americana, los eclesiásticos y la feligresía del imperio dependían de la gracia y la protección de su príncipe.

			Con la penetración progresiva de un oficio inquisitorial bajo el control de la corona en los diversos reinos que conformaban las monarquías de España desvaneció –de hecho– en el inmenso imperio el principio o doctrina de las dos espadas (utrumque gladium)47. Se fueron así reduciendo las prerrogativas pontificias en los reinos ibéricos, por medio del paulatino acuerdo –no siempre fácil– entre papado y corona48. Tempranamente en las Españas los derechos de los monarcas en el ejercicio potestativo eclesiástico eran bastante mayores que los de sus pares franceses o ingleses. El control de la Inquisición, aunado al derecho de presentación de los obispos, al patronato regio en Sicilia49, en Granada, en toda la península (Suberbiola Martínez 1985; Hermann 1988; Nieto Soria 1993) y pronto en las Indias (León Zavala 2001), la participación en diezmos, etcétera, conformaron un regalismo hispánico propio50. Sin olvidar la incorporación de facto a la corona de las tres antiguas órdenes militares y frailescas con sus pingües recursos (rentas o encomiendas): Calatrava fue la primera en asumir la nueva administración real, tras la muerte de su último maestre, en 1485, y la trasmisión efectiva de poderes a Fernando de Aragón en 1489; Santiago fue la segunda, en 1493, con la desaparición de Alonso de Cárdenas (Belenguer 1995: 72); finalmente, con Alcántara se culminó el paquete, con la renuncia al maestrazgo de parte de Juan de Zúñiga y Pimentel y la aceptación del rey, por reales cédulas, en diciembre de 149451.

			La sugestiva hipótesis de Valeria La Motta (2017a; 2019), quien, retomando a Antonio Llorente (1822) y Francisco J. García Rodrigo (1877, vol. II: 68-70), se centra en el inquisidor siciliano Filippo Barberio, el cual supuestamente sugirió en 1477 al rey de Aragón la conformación de un nuevo instrumento de lucha, presentando un privilegio del siglo XIII del reino de Sicilia que había permitido la creación de una “Inquisición regia”, atendida por oficiales reales y semiautónoma de la potestad pontificia, no obstante no pueda probarse acabadamente, demuestra al menos con claridad el plan fernandino: la intención era instituir un servicio inquisitorial que fuera directa expresión de su voluntad y para todos sus reinos y principados. De Sicilia se podía así exportar a las demás realidades un modelo efectivo: las prerrogativas del monarca siciliano eran “absolutas” en relación con el brazo eclesiástico; el rey siciliano era vicepapa y juez supremo de los litigios religiosos y superior a cualquier obispo del reino; era legado papal con derecho de presentación de los altos cargos eclesiásticos y la iglesia siciliana era desde hace siglos un devoto artificio a disposición de la corona52. La correspondencia que se enviaba al rey de Sicilia podía empezar así con la fórmula de “Santísimo Padre” (Mack Smith 1973, vol. I: 202-203).

			Sin embargo, a lo largo del siglo XV y antes de la unión de las coronas, también en el reino de Castilla se dieron proyectos y se ejecutaron pesquisas inquisitoriales que atestiguan cómo también entre los castellanos se intentaron nuevas técnicas de lucha contra la gran cuestión sociocultural que determinó la historia de las Españas y de su imperio desde finales de la centuria. Me refiero a la presencia de amplias minorías de judeoconversos y judíos. Recientemente, Fernando M. Pérez Herranz (2016: 227-228) ha recordado cómo toda la normativa que se generó a lo largo del siglo XV en contra de los conversos y judíos fue una escalada durísima que tuvo como objetivo la progresiva segregación y humillación de estos conjuntos poblacionales de la península, para finalmente llegar a la disyuntiva terminante entre la conversión y la expulsión. Lo “más perjudicial” es que estas normas procedían de los monarcas, al fin y al cabo se realizaba su voluntad, no son solo “movimientos de frailes fanáticos”; en aquella ceñida coyuntura histórica de las Españas, todos los “elementos de la formación de la subjetividad” procedían de la potestad regia, que estaba definida también por letrados y teólogos conversos, como Pablo de Santa María y Alfonso de Cartagena, y fue aquella potestad que firmó el decreto de expulsión de 1492. Más allá de las diversas posturas sobre las razones para liquidar la presencia judeoconversa y judía (Netanyahu, Kamen, Domínguez Ortiz, etcétera), el rechazo de la corona –sustentado por un discurso compartido por las masas– significaba la desaparición de “algo” que era y es ontológicamente e “imposibilitó una teoría católica de la convivencia”. Si el pensamiento de los primeros cristianos y el tomismo habían afirmado que todas las creaturas son de naturaleza divina y que, por lo tanto, ninguna es imperfecta ontológicamente en relación con otra, la única manera para asentar la Inquisición y llegar a la expulsión era a través de una concepción de la “malignidad natural” del judeoconverso y, por supuesto, del judío.

			La tesis del franciscano Alonso de Espina (1494), en su Fortalitium fidei53, se moldea como verdadero catecismo de repugnancia hacia los herejes, hebreos, sarracenos y demonios. Escrito entre 1450 y 1461, tuvo gran éxito y circulación. Se tradujo seguidamente al francés, se copió en manuscritos de lujo, con ricas miniaturas, y se imprimió en Estrasburgo, Burgos, Núremberg, etcétera, a partir del último cuarto del siglo XV. El triunfo del franciscano y de su propuesta sociopolítica se adscribe al clima de intolerancia creciente hacia judíos y conversos de Castilla, que se coaguló en su texto de síntesis54, una especie de manual al cual recurrir para luchar contra los enemigos de la fe y, al mismo tiempo, para adoptar medidas concretas de orden jurídico e institucional para oponerse a la apostasía; una serie de insinuaciones directas o encubiertas que incitaron a la extirpación inmediata del judaísmo y presionaron a las autoridades para hostigar a semitas y conversos (Pastore 2003a: 16; Monsalvo Antón 2013: 170). Espina y muchos frailes de su orden se convirtieron en aquellos años en paladines denodados de tales denuncias, reclamando resoluciones políticas y represivas fuertes. Era el sector de la iglesia ibérica más “sensible” a la supuesta amenaza que constituía la presencia de criptojudíos que, no obstante su evangelización, seguían, en realidad, fieles a su arcaica fe. A ello se unía el peligro que suponía la convivencia, sobre todo en espacios urbanos, de hebreos y cristianos, todo lo cual se consideraba un marco social capaz de generar un avance indetenible de formas variadas de herejías. Fue la ofensiva propagandística más intensa del siglo, que logró concitar la muchedumbre (Rábade Obradó 1999: 262).

			Como han subrayado José M. Nieto Soria (1996) y Stefania Pastore (2003a), otra estrategia posible a la propuesta de los hermanos menores era la “fórmula gentil” de los jerónimos, que habían sido convocados por el general Alonso de Oropesa, en abril de 1461, para debatir la posición ultra franciscana e intentar llegar a un compromiso. Para las familias y cualquier grupo minoritario de neoconvertidos los jerónimos proponían una incesante catequesis, una evangelización atenta a las diversas poblaciones conversas, para instruirlas en los fundamentos del cristianismo y que se habría de realizar en todas las aldeas y ciudades del reino.

			Después del encuentro entre las dos órdenes, jerónimos y menores decidieron concurrir, a través de dos delegaciones, a la corte real, para pedir al monarca de tomar medidas acerca de la cuestión (Sigüenza 1907-1909, vol. I: 366-369). El rey Enrique IV (1454-1474), tras escuchar las ideas irreconciliables de los dos bandos, se inclinó por el partido de Oropesa. A él encargó la escritura de un documento, dirigido a los dignatarios eclesiásticos de Castilla, a fin de que pusieran en marcha, en sus diócesis y archidiócesis, unas inquisiciones para averiguar las conversiones, barrio por barrio, casa por casa, de los supuestos falsos conversos. En palabras de Sigüenza (ibid.: 366), la pesquisa comisionada a la orden de san Jerónimo fue “la primera inquisicion general que se hizo por los Obispos en los Reynos de Castilla”. Los jerónimos estimaban que los cristianos nuevos que fallaban en sus doctrinas debían ser persuadidos mediante la plática, el debate, por una metodología evangelizadora suave pero firme en los propósitos teológicos. Aborrecían, así, cualquier forma de violencia y el discurso coercitivo de franciscanos y dominicos. Precisamente, alrededor del año 1460, por la espinosa coyuntura de la década, el fraile Oropesa escribió el tratado Lumen ad revelationem gentium et gloria plebis Dei Israel, en el que, con integridad e indiscutible caridad, escudó a los convertidos del judaísmo contra la malquerencia de los cristianos viejos. En realidad, más que un texto apologético es un ensayo teológico sobre la unidad y universalidad de la iglesia y, por tanto, el religioso remataba que los israelitas que se cobijaban en ella no debían ser tratados como siervos o subhumanos55.

			Pero el monarca no se limitó a la única decisión de organizar unas inquisiciones episcopales y, en diciembre de 1461, solicitó al pontífice Pío II (1458-1464) autorización para constituir una nueva magistratura que tuviese competencias en asuntos de fe y que por sus ministros dependiera de la voluntad real56. En la línea ya trazada por las teorías conciliares57, la corona de Castilla reivindicaba para sí misma un protagonismo sistémico en la gestión de la esfera eclesiástica; así, en un marco jurídico determinado, si el papa hubiera aceptado la petición regia, los juzgados se habrían estructurado por clérigos o juristas laicos, pero en un contexto legal encuadrado en el ius commune. Vicente Beltrán de Heredia (1961) ya había subrayado el propósito regio que el tribunal ofrecía: se hubiera podido atajar de manera expedita cualquier movimiento subversivo, fuese o no de índole taxativamente religiosa58. Era una propuesta innovadora, un antecedente más de la solicitud que los reyes Católicos, casi quince años después, hubieran suplicado al papa Sixto IV (1471-1484)59.

			De aquí surge la importancia, recién cuestionada y reanalizada en la compilación de Anita Gonzalez-Raymond y Rafael Carrasco (2017), acerca del “periodo fundacional” del Santo Oficio español, o sea, el momento diplomático en el cual, entre las cortes de Fernando de Aragón y la del papa, y solo subsidiariamente en la de Castilla, se dio nueva fisionomía al instituto inquisitorial en la península ibérica y en los reinos italianos de la corona aragonesa, Cerdeña y Sicilia. Eran momentos convulsos, eran los años de la guerra de sucesión castellana (1475-1479) y don Fernando deseaba acabar el asunto para concentrarse en la conquista del último reducto musulmán de la península. Se subsiguieron unas fases, las de la solicitud, el consentimiento, la programación, los conflictos interpretativos y, al fin, los primeros envíos de oficiales, cuando se logró despachar inquisidores a Sevilla, Córdoba, Zaragoza, Toledo, Valencia y las demás urbes de la península60. Un proceso de intentos y construcción organizacional lenta, caracterizado por propuestas parciales pero siempre motivadas por los condicionantes, las necesidades del control territorial y la presencia judía y conversa.

			Desde las propuestas de Juan Meseguer Fernández (1984), Ricardo García Cárcel (1984) y Jaime Contreras (1984c; 1984d), entre otros, así como las más actuales de Antonio Domínguez Ortiz (2000), Miguel Á. García Olmo (2009), José Á. Sesma Muñoz (2013) y los anteriormente mencionados Gonzalez-Raymond y Carrasco (2017), se volvió a subrayar la conclusión de José Antonio Maravall (1972, vol. I: 215-245) acerca de la “estatalización” de la iglesia, o sea, aquel enmarañado fenómeno por el cual la corona española se sobrepuso a la iglesia local y que, por la vertiente del Santo Oficio, significó, en palabras de Rafael Carrasco (2017: 11), un “momento de afirmación del poder monárquico contra las oligarquías municipales” y la “nobleza territorial”, como “pieza esencial en el proyecto de imposición de un régimen autoritario que instrumentaliza la cuestión religiosa a la espera de un provecho político superior”. Carrasco separa así la legitimación de la motivación, la primera religiosa y la segunda política, “enmascarada bajo una aparente voluntad regia de pacificación y reforma más general” (ibid.). En realidad, creemos, las dos cuestiones no son antitéticas o separadas, más bien, conforman una única y clara voluntad regia: la unión de las dos espadas bajo la corona dual de los reinos ibéricos. También sin olvidar los intereses económicos en juego, que el monarca conocía peregrinamente. La unión de las dos funciones potestativas en el talento real no generó, entonces, una “estatalización” de la iglesia ibérica, las dos competencias siguieron siendo separadas, solo que con el Santo Oficio reformado de facto se sumaron en la única directriz política de la corona.

			En efecto y, al mismo tiempo, por una antigua literatura oficial y un difundido discurso apologético, el pasado hispánico (en su vertiente visigoda) ha sido base legitimante, según las circunstancias políticas de los cambios que se iban realizando en el gobierno y la sociedad (Rucquoi 1992), para, en definitiva, encarnar en la figura de Fernando de Aragón a el monarca salvador de la patria hispánica y sujeto dicotómico frente a Rodrigo-pecador-perdedor rey ibérico (Milhou 1992; Nieto Soria 1999: 42)61. El goticismo62 fue la perfecta justificación teórica y simbólica para leer, en un profundo sentido mesiánico e imperial, no exento de milenarismo, el futuro en construcción de la historia española de la unidad y la confesionalización. Las crónicas medievales crearon en torno a la figura del rey y su reino un ambiente de representatividad y sacralidad que legitimaba a las pretéritas dinastías –la pelagiana en particular– frente a los demás supuestos dominios universales: papado o imperio (Solano Fernández-Sordo 2009). En la historia mundial el relato sobre el umbral de cualquier colectividad está generalmente basado en la mitificación de la “nación” como conjunto intemporal o de origen remoto y España no representa ninguna singularidad (Wulff 2003). Sin embargo, existe una faceta peculiar de la historiografía española que enuncia exactamente lo contrario: en la construcción del discurso se observan repetidas referencias a efemérides y fechas para fijar de manera certera la fundación “nacional”. Esta metodología en la narración histórico-mítica deriva de la tradición imitativa de la historia sacra o la historia de la fe. Así, no resulta fortuito que los dos acontecimientos que han revestido el mito cuasimístico de la construcción de una identidad nacional ante litteram de la hispanidad hayan sido la cristianización del monarca visigodo Recaredo, en el siglo VI, y la unión dinástica de los dos principales reinos de la península, Castilla y Aragón, por sus respectivos príncipes, en la estela de la última cruzada para la conquista de Granada y la contemporánea expulsión de los judíos, en 1492 (Boyd 1997: 99-121; Pérez Vejo 2015)63.

			A partir del siglo XV, con la introducción de los estatutos de limpieza de sangre y, sobre todo, del Santo Oficio español, esta argumentación acerca de supuestos “ilustres orígenes” sirvió como elemento central de las construcciones ideológicas e identitarias que justificaban el predominio sociopolítico de los cristianos viejos en la monarquía imperial, al menos hasta el siglo de oro (Claverías 1960; Castro 1962: 144-171; Caro Baroja 1978 [1962], vol. I: 153-164). Dijo Benedetto Croce (1917: 4), en tono revelador, que cuando los reyes españoles pisaron Italia todavía se vanagloriaban de ser saludados como la alta estirpe de los godos.

			Un claro ejemplo castellano de la anterior argumentación es el Doctrinal de príncipes, del erudito, militar y embajador Diego de Valera (1412-1488)64, dedicado a Fernando de Aragón y en el que se hace una extensa referencia al ceremonial de la unción regia, con un evidente propósito político y emblemático: respaldar en los monarcas una actitud favorable a la celebración sagrada de la unción en los inicios del reinado. Valera afirma que don Fernando había sido profetizado no solo señor de Aragón y Castilla, sino de todas las Españas; habría de reformar la silla imperial de los godos, reuniendo la sangre entonces dispersa de la ralea primigenia, “esparsida e derramada”65. 

			Otro caso, pero esta vez catalán, es el de Pedro Azamar, un humanista en la órbita cultural de Juan Margarit y Pau (hacia 1421-1484)66, verdadero ideólogo de Juan ii de Aragón y su hijo Fernando, primer tratadista que busca la unidad de las Españas en la historia romana y no visigoda. Azamar supone que Fernando personifica al emperador de la iglesia romana y le pide que acabe con los musulmanes granadinos: “posee África, destruye toda la seta de Mahomad, echa aquel fuera de la tierra de Mecha”; y que conquiste la monarquía universal a través de la aniquilación del sultán y la recuperación de la Tierra Santa (Duran y Requesens 1997: 338). Era la trayectoria militar de la conquista definitiva del Mediterráneo, que se hubiera realizado a través de tres etapas: Granada, Egipto y Jerusalén (Pérez Herranz 2016: 213). Pablo Pérez García (2007: 2000) ha insistido en la correspondencia de las profecías mesiánicas, ya para la figura de Fernando II, con la claridad de los hechos: a los ojos de príncipes, papas, teólogos y cualquier tratadista, el rey tenía un aire de incondicional prestigio, era él el único soberano cristiano capaz de derrotar al musulmán en el mare nostrum e instituir triunfalmente el profetizado Milenio. Una politización del mesianismo que cundió en los logros del rey Católico, llamado para mandar no solamente en la península ibérica, sino en todo el orbe cristiano.

			A través de la grandilocuencia de la tratadística de las coronas de Castilla y Aragón, adquiría así consistencia una unión de fidelidad entre dos extremos: la “patria ibérica” y el rey. Es un crescendo a lo largo del siglo XV, que dio más fuerza simbólica a la sacralización o neosacralización del poder regio –como ya se ha apuntado más arriba, también por la hipótesis de Calvo (2006). La conclusiva faceta de este largo proceso que fundió las dos espadas en la persona del rey de España es la que, justamente, visibiliza el Santo Oficio: el encargo papal para ejercer justicia en el ámbito de las herejías, los cismas y las apostasías reponía en la cabeza de los reyes Católicos la responsabilidad de su grey; se fortaleció la condición sacral de la monarquía y se avaló su posición por encima del derecho con un sinnúmero de fórmulas que permitieron obrar también contra ius, reforzando por mucho el Fuero real (l. IV, tít. XXI, ley V: 420): “ca tan grande es el poder del Rey, que todas las cosas, è todos los derechos tiene so sí, y el su poder no le ha de los homes, mas de Dios, cuyo lugar tiene en todas las cosas temporales”. No es casual que a partir del reinado de Fernando e Isabel aumentaran exponencialmente las autoafirmaciones deificantes de la majestad y hubo en la documentación oficial una auténtica eclosión de cláusulas absolutizantes, como ex certa scientia, motu proprio, plenitudo potestatis, etcétera, que materializaban sus claras intenciones políticas y de ejercicio de un poder monocrático. Como ha recordado Nieto Soria (1997: 98), se vislumbró una compatibilidad entre secularización, por un lado, y divinización, sacralización y clericalización del poder real, por otro. Precisamente:

			[…] el que se haya producido tal compatibilidad lo que demuestra es que todas estas fórmulas no fueron otra cosa que una de las varias respuestas que, desde el poder real, se dio al problema de la construcción de un centro político, cuyo titular era el monarca, en el marco de una sociedad caracterizada por unas relaciones de poder básicamente definidas por la sucesión de alianzas y confrontaciones de importantes fuerzas centrífugas, con intereses propios definidos, sometidas a continuas divisiones internas y en continuo realineamiento con respecto al propio poder real67.

			Así, mientras que el cuerpo del rey de Castilla nunca fue sagrado (Ruiz 1984a), con don Fernando, definitivamente, se remató un proceso de sacralización de la monarquía española que había empezado en el siglo XIII, a través de su poder efectivo en la esfera de las potestades eclesiásticas. Como brillantemente ha subrayado Brambilla (2015: 89), sagrada es su iglesia, una iglesia que no tenía una legislación independiente, siempre vinculada al consejo de los confesores y teólogos del monarca. En la nueva España de la unidad de los reyes Católicos era teológico el mismo lenguaje político y, asimismo, el objetivo de la Inquisición fue frenar cualquier posibilidad de autonomía de la iglesia española de la política de la corona y la corte. Y los obispos y los demás jerarcas habitualmente fueron, al contrario, los oficiales más carismáticos y fieles del aparato sociopolítico, jurídico y cultural de la monarquía, su efectiva vertebración. Todos fueron cabalmente integrados en el mismo aparato, tendiéndose a sistematizar su presencia. La afirmación del absolutismo monárquico en la España moderna se dio con la confirmación y vigorización del sistema clerical (ibid.: 91): los letrados fueron, en una proporción muy relevante, clero político-administrativo y judiciario; ellos dominaron todos los niveles del gobierno territorial. En la monarquía hispánica no se dio la separación entre carreras, política y religiosa, como no se dio en el estado pontificio: las dos administraciones fueron las más clericales de Europa.

			Asimismo, desde la guerra de sucesión, que llevó al trono de Castilla la reina Isabel, pasando por la guerra de los comuneros (1520-1522), hasta las desastrosas revueltas de los portugueses, catalanes y napolitanos en el siglo XVII, la monarquía católica tuvo pautas siempre cambiantes respecto a la nobleza local. Sin embargo, según Maravall (1985: 86), la corona se alió mediante un pacto de sangre con la aristocracia, intentando así guardar sus privilegios político-sociales y alternando a una verdadera represión una compleja labor de propaganda cultural, finalizada con el control material y psicológico del pueblo a través de un proceso que, penetrando en las conciencias, favoreció la integración. Sin embargo, el “absolutismo” monárquico de los Austria se generó en Castilla a partir del siglo XV (con los Trastámara), para reaccionar a la indisciplina inquieta de los nobles y se trasformó, desde el siglo XVII, en medio represivo a su favor y en contra de cada posible forma de ascensión social. Y en este contexto político, social y cultural absolutista –readaptado también a las coyunturas americanas– pudo contar con una institución a través de la cual la presión del poder penetró en las conciencias y “se acercó al totalitarismo”: la Inquisición.

			Pese a la imposibilidad de aceptar conceptos anacrónicos para la época moderna, como el de “totalitarismo”, es cierto que a partir de Fernando II de Aragón, Sicilia y Cerdeña, III de Nápoles y I de Navarra, se puso fin al cuasi aislamiento medieval del reino de Castilla, que, como ha recalcado Alain Milhou (2000), se posicionó de manera protagónica en el seno de la cristiandad europea, a través de un proceso complejo que se aceleró de improviso por la política guerrera, imperial e inquisitorial del rey aragonés.

			Una relectura de los “tiempos” y la geografía de la Inquisición en la España imperial

			En un apartado introductorio del segundo volumen Historia de la Inquisición en España y América (HIEA), contribución imprescindible para los estudios inquisitoriales, Contreras y Dedieu (1993: 3-4) afirman que, por primera vez y en forma de síntesis, se abordaba el tema del vínculo entre Inquisición española y control del espacio, aspecto histórico e historiográfico a la vez. Asimismo, recordaron que fue Henry C. Lea (1906-1907) el primero en interesarse indirectamente en esta faceta. Ellos consideran –como aseveraron textualmente– “haber mejorado bastante sus aportaciones” y afirman que la cuestión de la geografía y el control espacial no había sido objeto de un análisis detenido hasta su estudio (Contreras y Dedieu 1993: 4). Sin embargo, no mencionan que aquella problemática tenía relación inmediata con la construcción imperial de la monarquía hispánica, ensayo de gobierno que surgía de la praxis y la experiencia teórica del conjunto mediterráneo aragonés. En aquel texto se enfocaron en la península ibérica y los archipiélagos que hoy en día todavía conciernen al estado español (Canarias y Baleares), pese a que en la época de los reyes Católicos la corona aragonesa incluía algunos territorios que hoy conforman otra nación: la república italiana. Me refiero a los reinos de Cerdeña y Sicilia que, solamente por los azares de la guerra y las relaciones internacionales, en el siglo XVIII tomaron caminos diferentes, pero no lejanos, a los de España.

			Como ya se ha comentado, una parte de la historiografía catalano-aragonesa e italiana, y no solamente la medievalista68, ha subrayado que el reino de Aragón, a finales del siglo XV, era un verdadero imperio mediterráneo, que sirvió de modelo al sucesivo imperio español. Así, en esta sección del volumen se propone al lector una muestra de distritos inquisitoriales aragoneses y castellanos, mediterráneos e indianos –no todos los distritos, sin embargo un número suficientemente representativo de ellos– para demostrar el papel imperial del Santo Oficio español como órgano de disciplinamiento sociopolítico-religioso interno y como vigía de las fronteras territoriales de las monarquías ibéricas. Estos son: Sevilla, Córdoba, Zaragoza, Valencia, Barcelona, Sicilia, Mallorca, Cerdeña, Granada, Canarias, Navarra, Lima, México, Galicia, Cartagena de Indias y Corte69.

			La Inquisición española sirvió para alcanzar una deseada uniformidad social a través del derecho inquisitorial –y su ejercicio–, que igualaba vasallos, súbditos y extranjeros bajo las mismas normas canónicas y el derecho común. Sirvió para extender el dominio central del monarca, también por medio de las autoridades políticas locales, que colaboraban con los oficiales de la Inquisición y con otros ministros regios, a cuerpos de poder y regiones que por historias y vicisitudes específicas tenían formas de gobierno y garantías constitucionales distintas (fueros, asambleas estamentarias, normas de cada reino, territorios feudales de la nobleza, etcétera). He dicho cuerpos de poder, aclaro pues que me refiero a instituciones civiles y eclesiásticas que en el medioevo habían gozado de fuertes autonomías y cuasiindependencia, por ejemplo, una comunidad monástica70. Se logró construir, cada una mutuamente y al mismo tiempo, fortaleciéndose las dos, identidad religiosa y autoridad política, dos caras del mismo poder en las Españas de los Trastámara, Austria y Borbones. Así, desde 1478, a través de sucesivas etapas, se nombraron inquisidores y se conformaron distritos: los primeros jueces, Miguel de Morillo y Juan de San Martín, se ubicaron en Sevilla en 1480 (Llorca 1949: 48-59). En 1493 el proceso de expansión en la península y sus dependencias remotas casi había terminado: faltaban solo Granada (anexionada a la monarquía un año antes), Canarias, Santiago y Navarra (todavía un reino independiente); los tres tribunales americanos, que se fundaron hasta la segunda mitad del siglo XVI y los inicios del XVII71; el último distrito de la corte, instaurado en 1648.

			Los tribunales inquisitoriales propios de las coronas de Castilla y Aragón en la península ibérica y en sus directos territorios ultramarinos pueden clasificarse en dos bloques: ordinarios y extraordinarios. Los primeros tenían un área geográfica concreta en la cual ejercer jurisdicción. Estos llegaron a ser 21 en la fase de definitiva osificación del sistema represivo y de vigilancia, en la primera mitad del siglo XVII, cuando se fundaron los últimos dos tribunales: Cartagena de Indias y corte (cuadro 1).
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			Los tribunales extraordinarios eran solo dos, el Santo Oficio jerónimo y la Inquisición de la mar. Los rayos de acción de estos últimos fueron fluctuantes, tuvieron una limitada existencia temporal y no alcanzaron ninguna especificidad espacial. Eran unas magistraturas extraterritoriales, con exclusiva competencia sobre un grupo determinado de personas: jerónimos y militares (cuadro 2).
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			La Inquisición jerónima es una realidad aún poco conocida. Como ha recalcado Albert A. Sicroff (1960: 76-79), durante la guerra de Granada, la orden de san Jerónimo se había convertido en un verdadero refugio para judaizar; la imprudencia, las connivencias y el manifiesto criptojudaísmo de algunos de sus religiosos quedaron patentes en los clamorosos autos de fe de 1485, en la Puebla de Guadalupe, y en el caso de fray García Zapata (c. 1447-1488)72, prior del monasterio de la Sisla, quemado en la hoguera, miembro del poderoso linaje toledano Álvarez de Toledo-Zapata. El jerónimo Diego de Marchena fue el primer religioso relajado en persona por la Inquisición española73.

			La Inquisición jerónima surgió oficialmente por petición a la corona del XXIII capítulo general de la orden de san Jerónimo, convocado el 17 de abril de 1486, y ejerció potestad inquisitorial hasta finales de 1491, en colaboración o competición con los demás tribunales. Esta magistratura no tuvo una sede definida, sin embargo su titular era el general de la orden, o su substituto, maestre inquisidor independiente de los demás tribunales (Sigüenza 1907-1909, vol. II: 31-33; Beinart 1961). El mismo fray José de Sigüenza no ha dado detalles acerca de lo que esta especial Inquisición descubrió, limitándose a declarar que nada quedó oculto ni sin castigo y que las condenas fueron ejemplares: a la pira o la cárcel perpetua (Sicroff 1960: 85). En el capítulo se decidió intervenir en el seno de la misma congregación, para “limpiar de la gente sospechosa, y de los publicos apostatas de la Fe” que se anidaban entre ellos. Sigüenza (1907-1909, vol. II: 31), en un ataque necesario según la retórica de la época, retrata los falsos judeoconversos como sujetos oportunistas: “En ninguna cosa pone esta gente mayor cuydado, que en ingerirse, mezclarse y entremeterse, con una ambicion y astucia rabiosa, entre la gente estimada, o por santidad, o por nobleza”. Dieron forma a la especial oficina inquisitorial dos jueces jerónimos, un notario y un inquisidor secular y letrado (ibid.). Como ha recalcado María del Pilar Rábade Obradó (1999: 263-264), los juicios incoados por este tribunal, en un clima de terror, mentira, chantaje y tortura a partir del generalato de Gonzalo de Toro74, fueron objeto de un uso manifiestamente propagandístico, para mostrar, en primer lugar, la necesidad de la existencia del nuevo Santo Oficio en su fase inicial y, en segundo lugar, se trataba asimismo de descubrir la ramificación del fenómeno de las falsas conversiones y cómo los criptojudíos habían entrado a las órdenes religiosas que más generosamente abrieron sus puertas a los conversos75.

			La Inquisición de la mar tuvo dos momentos de actividad. El primero inició en 1571, por petición de Felipe II al papa y para constituir un foro autónomo, desvinculado de los demás distritos, pero siempre dependiente de la Suprema, para fortalecer la cohesión espiritual de la armada antimusulmana y en la fase más aguda de la guerra marítima contra el turco. Sus jefes fueron don Juan de Austria y el inquisidor Jerónimo Manrique de Lara. Después de un largo periodo de letargo, la segunda etapa empezó en marzo de 1616, cuando el dominico Martín de Vivanco fue nombrado inquisidor de la mar. El príncipe Filiberto de Saboya fue su guía militar y a su muerte, en 1624, muy probablemente desapareció la “circunscripción marina” (Coste 1983; Civale 2009; 2010; Lomas y Benítez Sánchez-Blanco 2017; Oldrati 2018a; 2018b)76.

			Los tribunales distritales ordinarios se demarcaron tomando en cuenta, sobre todo, las jurisdicciones religiosas preexistentes: arzobispados, obispados, arciprestazgos, etcétera (Bethencourt 1997: 66). Se ha señalado que los primeros envíos de jueces dependieron de la mayor localización de los conflictos sociales, para que el Santo Oficio terminara allí en donde había más disidencia urbana (Contreras 1995a: 703). También se ha supuesto que, en su proceso inicial de instalación, la original geografía del instituto estuvo relacionada con el discurso propagandístico que se había plasmado con anterioridad, por tanto, los primeros núcleos de investigación se despacharon a aquellos territorios en donde se suponía una gran presencia de falsos conversos, eludiendo aquellas otras tierras en las que los neocristianos eran considerados perfectamente integrados (Rábade Obradó 1999: 266-267). Otros han puesto en evidencia la búsqueda de una “dimensión ideal” para controlar el espacio, una especie de programa de vigilancia de las minorías, conversos y moriscos, la red urbana y los centros políticos más sensibles (Bethencourt 1997: 66). Así, según el esquema propuesto por Contreras y Dedieu (1993: 5-13), ahora reelaborado a través de dos momentos iniciales y un periodo de consolidación (cuadro 3), a una primera fase fundacional y expansiva (1478-1494), siguió otra de crisis y reducción o fusión de distritos (1495-1513), una verdadera involución de la geografía distrital. Es aclarativa de este trance la relación del inquisidor general Francisco Jiménez de Cisneros (1436-1517), de 1507, llamada Lista de Cisneros. En ella se mencionan únicamente siete inquisiciones, cuando en el mapa de España, en 1495, se podían interceptar 16.
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			Entre los distritos europeos no hay homogeneidad en cuanto a sus superficies: van desde la reducida jurisdicción mallorquina, con sus 5,000 kilómetros cuadrados de extensión, hasta el gran tamaño de la merindad de Valladolid, que abarca casi 90,000 kilómetros entre Castilla la Vieja, León y Asturias. Estas divisiones surgieron por las previas “circunscripciones” territoriales, civiles y religiosas de la península, reinos u obispados77. Desde luego, los tres tribunales del Nuevo Mundo son verdaderos gigantes78, también en comparación con la misma demarcación vallisoletana. La Inquisición de México, por ejemplo, que incluía las comisarias del archipiélago filipino y que, cuando ya se había constituido el tribunal cartagenero, se extendía desde la audiencia de Guatemala hasta las Californias, cubría potencialmente un área superior a los 4,750,000 kilómetros cuadrados.

			Algunos distritos sufrieron numerosas variaciones fronterizas. Por ejemplo, como han explicado Contreras y Dedieu (1993) y Prado Moura (1995; 1999), en 1490 se despacharon a Ávila unos inquisidores; nueve años después la corte abulense se agregó a la segoviana (fundada con anterioridad, en 1486); a su vez este último tribunal resultó fusionado con Salamanca, Zamora, Ciudad Rodrigo y Medina del Campo antes de mayo de 150279; finalmente, todas estas demarcaciones convergieron en el gran distrito de Valladolid. Un siglo después, por la necesidad de establecer otra corte en el Nuevo Mundo, se dio la modificación más impactante de límites distritales: desprendiendo algunas regiones que pertenecían, principalmente, al distrito limeño, se constituyó el tribual de Cartagena de Indias, con un territorio de más de 2,300,000 kilómetros cuadrados que englobaba las Antillas, las tierras entre Panamá y Pasto y la costa pacífica hasta la gobernación de Caracas.

			La lógica subyacente de la sección es la del papel de la Inquisición en un contexto imperial observado desde la actuación de los tribunales territoriales en el centro geográfico de la monarquía y sus espacios ultramarinos: los distritos peninsulares de las coronas de Castilla, Aragón y Navarra, las Baleares, Canarias, Sicilia, Cerdeña y los tres tribunales indianos, con sus comisarias en Guatemala, Filipinas, Chile y Río de la Plata. Así los casos estudiados son modélicos de la implantación inquisitorial en las distintas regiones, tópico aún más evidente para el conjunto de la corona aragonesa, aquí examinado de manera completa (Zaragoza, Valencia, Barcelona, Sicilia, Mallorca y Cerdeña).

			Para Castilla, sin embargo, los tribunales andaluces, Sevilla, Córdoba y Granada, ponen de relieve diferencias importantes, aun dentro de un área limitada de incidencias del imperio: Sevilla, como punto nodal de articulación del sistema imperial en lo económico y lo marítimo, con una fuerte presencia judía y, desde 1492, judeoconversa; Córdoba, foco más limitado a la demarcación de su obispado, del arcedianazgo de Écija y del obispado de Jaén; Granada, tierra de moros, moriscos y de llegada de renegados desde el Mediterráneo, es baluarte frontal de África, con sus largas costas almerienses y malagueñas. Como demuestra Manuel Peña Díaz, no es casual que Sevilla fuese elegida como primera urbe en albergar un tribunal de la nueva Inquisición para realizar una efectiva depuración entre los conversos sevillanos. El ataque antijudío se extendió inmediatamente al resto de los dominios andaluces y perduró hasta la década de 1560. Sucesivamente y hasta 1630 el castigo se abatió sobre los moriscos expulsados de Granada, en cuyo antiguo reino ya había empezado unas décadas antes la cacería: el objetivo era cerrar la frontera interna a los que obstaculizaban la conformación de una monarquía niveladora en la fe y la cultura. Y la persecución marrana fue una verdadera constante, hasta la primera mitad del siglo XVIII.

			En Andalucía la función fronteriza del Santo Oficio queda igualmente patente por la compleja red de comisarios que en los enclaves ribereños defendían la ortodoxia de la posible penetración de libros prohibidos, de heréticos y renegados. La defensa de la verdadera fe del señorío se realizaba en Cádiz, Sanlúcar, Puerto de Santa María, Málaga, Motril, Salobreña, Almuñécar y Sevilla, puerta de las Indias. Desde luego, el sistema defensivo estaba plagado de corrupciones y fallas. También existía otra frontera, la terrestre con Portugal, a través de la cual circularon en las dos direcciones numerosos andaluces, portugueses y extranjeros, que se encontraban en los lindes de la integridad religiosa. Analizando la cotidianeidad inquisitorial, se describe una inevitable porosidad de los confines andaluces.

			Gregorio Colás Latorre considera el tribunal de Zaragoza paradigmático por su ubicación en tierra vecina de hugonotes y su copiosa población de moriscos. Pero también como modélico para el proyecto absolutista de la monarquía castellano-aragonesa: después de su penetración en Sevilla y Córdoba, oficiales y familiares, amparados por el nuevo fuero inquisitorial, fueron hombres de primera línea en la disputa política que libraron la alianza entre príncipe y Santo Oficio y el reino de Aragón a partir de 1481-1482. En su discurso queda definitivamente sentada la tesis de la Inquisición como “imposición real”, como instrumento político de Fernando ii, que, sirviéndose de su condición eclesiástica, le permitía salirse de la oposición foral. 

			Se estudian algunos tópicos del poder inquisitorial: los familiares, las visitas, la castellanización del personal, los privilegios del foro y los intereses de los linajes, la movilidad social y los altos cargos del tribunal, el contrabando de caballos, el pomposo auto de fe del 20 de octubre de 1592 y la resistencia a la autoridad del tribunal, que se expresó tanto de manera individual como institucional (a través de las peticiones de las cortes).

			De Zaragoza, por voluntad regia, la Inquisición tenía que pasar a Valencia. A partir de 1484, con las cortes de Tarazona, el Santo Oficio valenciano contó así con los mismos poderes y libertades de actuación del castellano. María L. Pedròs Ciurana se encarga de estudiar el caso, subrayando su actuación en la frontera interna para la vigilancia de los libros y los conversos: entre 1505 y 1507 se preparó un instrumento ad hoc, un censo de todas las estirpes descendientes de judíos y de las personas nuevamente convertidas. Se contabilizaron a 4,286 hombres y mujeres, entre vivos y muertos.

			También la otra frontera, la morisca, se ha erigido como problema apremiante de la Inquisición valenciana: las visitas en las comarcas de residencia mora se aprovecharon para obtener información sobre las armas que poseían y las conversiones forzosas abrieron una nueva problemática socioreligiosa para el tribunal. Entre 1530 y 1542 se produjeron tres reuniones de las cortes, donde hubo enconadas discusiones acerca de diversas materias inquisitoriales. Más concretamente, en 1542, los brazos reiteraron las peticiones relacionadas con la cuestión morisca. Ante las negativas de la Inquisición de doblarse a las exigencias parlamentarias, CarlosV se vio obligado a apartar a la institución de este argumento. Las cortes valencias fueron, así, una plataforma de lucha por parte de los poderes del reino que, progresivamente, arrancaron competencias a la Inquisición en torno a los moriscos, hasta finalizar con la enajenación de la jurisdicción sobre los delitos cometidos por esta minoría. La intransigencia de la ciudad y del reino a la dilatación potestativa inquisitorial tuvo éxito.

			El instituto de la familiatura y los comisarios de Valencia poseyeron una condición especial respecto a otros distritos: un control casi directo del centro (Suprema e inquisidor general) en las designaciones. Otro rasgo definido en comparación con otros tribunales se observa asimismo en la continuidad persecutoria del siglo XVIII y en la persistente ambición que suscitaban las vacantes en esta centuria.

			Doris Moreno, retomando la limitada historiografía sobre la Inquisición en Barcelona, matiza la tesis del tribunal como caballo de Troya del “rey castellano” en el principado de Cataluña. En un territorio en el cual los judíos habían sido expulsados en la primera mitad del siglo XV, a partir de 1487-1488 el Santo Oficio se configuró –en sus palabras– a través de unas “fronteras múltiples”: en una estructura policéntrica en la cual los fulcros de poder no eran uniformes, se constituyeron al menos tres límites, uno geopolítico, uno cultural y otro jurisdiccional. Así, la Inquisición operó, al mismo tiempo, como herramienta fronteriza de cara a Francia y al protestantismo pirenaico, máquina aculturadora de control social y medio de poder frente a los fueros locales.

			Los inquisidores de Cataluña tendieron constantemente a dilatar la noción de herejía, aplicando el derecho excepcional que a tal delito pertenecía, situación, por un lado, siempre favorecida por el poder real para repercutirse más cabalmente en el territorio y, por el otro, agotado el filón judío y ante las voces que afirmaban que la creación de la Inquisición había sido temporal, los jueces encontraron justificación vital en las “nuevas” apostasías y en la veloz redefinición de las propias doctrinas católicas ante la formulación de las protestantes. Ejemplos de trasgresiones más políticas que religiosas fueron sin duda la oposición a la actuación del tribunal, el bandolerismo y la masonería. Así, desde la fundación hasta finales del siglo XVI se desarrolló la máxima acción del tribunal, enfocada en la caza al judaizante y al extranjero (sobre todo francés), mientras que los encausados por cualquier tipo de vinculación al mahometismo (criptoislamismo, moriscos y renegados) representaron solo un reducido número. El carácter fronterizo del tribunal se constata asimismo en la representativa muestra de soldados enjuiciados, por los esfuerzos inquisitoriales en contra de la extracción de caballos y en la clasificación de este delito como cuestión de fe y, a partir del siglo XVII, en la atención a la circulación de libros en puertos y confines terrestres.

			Finalmente, el tribunal barcelonés se definió por una indudable debilidad estructural: sus jueces y oficiales se quejaban de las limitadas posibilidades económicas y funcionales; la usual rotación del personal, desde mediados del siglo XVI, no permitía cimentar redes duraderas con las jerarquías locales; el control desde el centro, a partir de 1650, restringía las prerrogativas de los inquisidores, etcétera.

			Las inquisiciones insulares de las Baleares y las Canarias, ahora redibujadas por Mateu J. Colom Palmer y Eduardo Galván Rodríguez, por definición conformaron fronteras imperiales: los archipiélagos eran (y siguen siendo) lugares dinámicos y abiertos a los avatares del movimiento de personas y mercancías de origen diverso, que llegaban a los muelles y costas tras cortos o largos viajes marinos. Esta constante presencia del marinero, del vendedor, del hombre de negocios, del esclavo, castellano, aragonés, italiano, francés o de otra procedencia, aunada a los residentes judeoconversos y moriscos, condicionó las metodologías de los distritos, pues las políticas eran coyunturales y, salvo el caso de los lusitanos (numerosos en las Canarias), variaban en función de la naturaleza específica del inculpado, o sea, si su nación se encontraba en guerra o no contra la monarquía católica.

			En comparación con el resto de las inquisiciones españolas, los jueces de las comarcas baleárica y canaria ejercían su competencia en un espacio muy limitado: las dos inquisiciones juntas no llegaban a cubrir en su jurisdicción 13,000 kilómetros cuadrados de superficie distrital80. También la población era muy escasa.

			Las peculiaridades marítimas y fronterizas de los dos distritos determinaron también la especial incidencia que ahí especificó otra competencia inquisitorial: la visita y el secuestro de libros prohibidos en los navíos. Con este mecanismo de control, el Santo Oficio de Canarias, sobre todo para finales del siglo XVI, y el de Mallorca, en particular en los años 1620-1650, tuvieron acceso a las embarcaciones que visitaban los puertos, a sus movimientos, su carga, etcétera. Fue un papel estratégico de la frontera marítima del imperio.

			A partir de finales del siglo XV, en las dos grandes islas mediterráneas, Sicilia y Cerdeña, estudiadas por quien escribe y Salvatore Loi, los ejes alrededor de los cuales rotó la ejecución del proyecto político-religioso de la corona hispana para el establecimiento de la Inquisición española fueron la represión heretical (neocristianos, renegados, etcétera), el alejamiento de los hebreos y la vigilancia sociopolítica de los vasallos. Precisamente, en los dos reinos insulares los tribunales distritales sirvieron como medios para generar cambios en la gestión del poder comarcal e imperial, para inspeccionar la frontera marítima y controlar la peligrosa presencia de numerosos renegados.

			Esta misma lógica inquisitorial se expresa claramente para el caso navarro. Su distrito se dispuso a partir de la misma conquista fernandina del homónimo reino pirenaico, en 1512, y tuvo un carácter itinerante durante más de medio siglo: por las coyunturas bélicas y políticas, estuvo inicialmente asentado entre las ciudades de Pamplona, Estella y Tudela, para implantarse, a partir de 1570, después de una etapa en Calahorra, en la ciudad castellana de Logroño. Sus linderos en Castilla fueron los Montes de Oca81 y su distrito se transformó en una realidad plurifronteriza, porque abarcaba tierras del reino de Navarra, de las provincias vascas, de Castilla y Aragón y por sus dilatadas orlas costeras y montañosas. Estos espacios hospedaban importantes comunidades de judeoconversos y mudéjares; a estos últimos se le había aplicado una conversión obligatoria en 1516.

			Como demuestra Marina Torres Arce, desde el discurso aparatoso y oficial procastellano se presentaba a la invasión de Fernando el Católico como ataque necesario para la feliz restauración de la unidad de la antigua Hispania en la única y verdadera religión, limpiando el reino de hebreos y musulmanes. En este proceso se otorgó un papel trascendental al Santo Oficio: esta magistratura especial se creó como instrumento del conjunto castellano-aragonés, como esfuerzo de los dos dominios y sus coronas para la construcción de una posible uniformidad política y religiosa. En este marco pluriestatal las visitas de las ciudades, villas y aldeas del distrito y la propagación de redes de comisarios y familiares se ejecutaron como medidas imprescindibles para la vigilancia y el control de la ortodoxia y del apego a la monarquía. La consonancia espiritual de todos los vasallos, por encima de la pluralidad de cuerpos y poderes gremiales, se programó como la única vía posible para lograr la unidad buscada y garantizar el establecimiento de un orden social articulado alrededor del catolicismo, pese a las continuas resistencias particulares.

			Las mayores preocupaciones de los inquisidores de Navarra surgieron a raíz de los judaizantes (sobre todo los de origen portugués), los brujos y supersticiosos, la contaminación hugonota y mahometana y los delitos de proposición.

			El trasvase del tribunal de la Inquisición en las Indias, en los años de 1560, obedeció también a las necesidades de las dos espadas. Como ha acentuado Pedro Guibovich Pérez (1998: 25-26), los primeros oficiales del Santo Oficio limeño llegaron a la capital virreinal en noviembre de 1569, acompañados por el flamante virrey, Francisco de Toledo, que los recibió públicamente, el 19 de enero de 1570, en una ceremonia muy suntuosa organizada en la catedral. La tesis de Guibovich, en contraste con la lectura tradicional de la historiografía sobre el Santo Oficio en Perú (Medina 1956; Vargas Ugarte 1953; Lohmann 1994), que asignaba al nuevo distrito un objetivo especificadamente religioso y moralizante, es política: los inquisidores fueron sujetos clave en el proyecto imperial (el historiador peruano empleó el adjetivo “colonial”) de la corona, propósito pensado en la década de 1560, no solo para lograr la fortificación del dominio de la monarquía en las Indias –como justamente asevera Guibovich–, sino como una acción más extendida, tomada en el marco de un replanteamiento general del poder regio e imperial, en el Mediterráneo, en Europa y en el Atlántico, que tenía, según el antiguo designio fernandino, ahora reinterpretado y ensanchado al Pacífico por Felipe ii, dos ejes fundamentales que habían de ser visibles a la colectividad de españoles y cristianos (súbditos, vasallos y extranjeros) que vivían bajo el cielo del imperio, dos verdaderos pernos ejecutivos de la voluntad superior del monarca: virreyes e inquisidores (Ciaramitaro 2008; 2015; Musi 2013a). Era un proyecto político multifacético en cual se articulaban diferentes estrategias y diversas intenciones, defensivas, contrataquistas y expansionistas, en las fronteras y entre los enemigos de España. Fue un plan agotador, que involucró a la monarquía, con sus soldados, espías y prestamistas, contra católicos y herejes82. La relación entre poder virreinal y poder inquisitorial surge en la junta magna de 1568 (Escandell Bonet 1984a: 31-32; Ramos 1986: 24-26), por la concreta realidad indiana, en la cual se nombró por la primera vez a un militar a la cabeza del Consejo de Indias (21 de mayo de 1568), Luis Méndez de Quijada83. Existía un doble imperativo: las enormes tensiones socioeconómicas en el Nuevo Mundo y las amenazas romanas sobre los incumplimientos de los españoles en el proceso de evangelización. El frente papal surgía por los numerosos informes que en los años se habían acumulado en Roma, documentación que evidenciaba los abusos perpetrados con los indios de parte de los encomenderos y provenía, en su mayoría, de los virreinatos americanos (Ramos 1986: 4). El pontífice planeó la posibilidad de establecer una congregación cardenalicia permanente que se ocupase de la conversión de los indígenas; por el discurso de la bula In cœna Domini (1568), que había proclamado la supremacía de la iglesia romana sobre todos los poderes civiles, el papa llegó a solicitar a Felipe II de despachar un nuncio a las Indias; finalmente, la posibilidad avanzada por un consejero pontificio, el punto que más ansiedad generó en la corona española, de revocar el patronato real indiano si no se hubieran anulado todos los estorbos que obstaculizaban el éxito misionero (Mónica 1952).

			Felipe II, a través de la junta, deseaba así lograr un mayor empuje en la faena evangelizadora, para eliminar cualquier pretexto de incumplimiento que se había indicado desde Roma, reordenando de raíz a la iglesia americana. Las soluciones propuestas fueron muchas, aquí me interesa subrayar el empeño de conseguir una más eficaz funcionalidad en la ordenación espacial eclesiástica del Nuevo Mundo, cubriendo el inmenso territorio con un número suficiente de sedes obispales, ya que desde entonces se consideró ineludible acrecentarlas y delimitarlas con exactitud. También se decidió limitar el progreso de las órdenes religiosas, que, en lugar de ejecutar un asentamiento disciplinado en aquel lejano dominio del rey, “so color de querer tomar la protection de los Indios y de los favoresçer y defender, se han entremetido a querer tratar de las cosas tocantes a la Justicia y al gobierno y al Estado, queriendo tocar en el derecho y señorío de las Indias” (Ramos 1986: 20), o sea, a los ojos de los oficiales de la junta, ya resultaban una viva obstrucción en las venas del imperio.

			Otros elementos que hacían inaplazable la implantación del Santo Oficio en Indias eran la preocupación de la pureza de la fe, amenazada por la emigración de numerosos criptojudíos y, sobre todo, desde una perspectiva política, la presencia de extranjeros reformados, en particular en la Florida (Guibovich Pérez 1998: 24). Pero había también otra alarmante cuestión de orden interno, relacionada con la sujeción de la disidencia sociopolítica de unos predicadores: la autoridad de la Inquisición hubiera sido muy útil para silenciar a la contrariedad de opiniones y posturas sobre la legítima jurisdicción en el Nuevo Mundo, o sea, se consideró necesario poner un punto final a la disputa todavía abierta sobre los justos títulos con que podía ser ejercida la autoridad de la monarquía en aquellas provincias, frente a la apetencia de los religiosos de ejercerla de manera exclusiva o con predominio (Levillier 1935: 32; Ramos 1986: 25; González González 2010: 159). Estos temas controvertidos y de naturaleza jurídico-moral, como, por ejemplo, la cuestión del dominio de las tierras asignadas a conquistadores y pobladores, la licitud de forzar a los indios a trabajar en obras de beneficio público y otros asuntos más, eran debatidos en las largas tertulias de oficiales y militares de la monarquía a ambos lados del Atlántico, se escribían en los informes despachados a la corte y los discutían los fieles y los teólogos en sus prédicas. Sin embargo, estas encendidas temáticas tenían su origen en los debates que habían surgido en la década de 1540, cuando las guerras civiles entre los conquistadores del Perú alcanzaron un nivel desproporcionado de violencia, también por el impacto provocado por la promulgación, el 20 de noviembre de 1542, de las Leyes Nuevas y por las denuncias que Bartolomé de las Casas había puesto en la mesa ya desde la disputa de Valladolid. Además, a finales de ese mismo año, el dominico terminó de redactar en Valencia su obra más conocida, la Brevísima relación de la destrucción de las Indias, dirigida al príncipe Felipe, entonces encargado de los asuntos americanos, y que empezó a circular ampliamente en versiones manuscritas84.

			Hacia 1553, Las Casas había enviado al obispo de Charcas, Tomás de San Martín (1482-1555), una epístola que contestaba a una duda planteada por este último sobre si un encomendero peruano, recién perecido, tenía o no la obligación de hacer la restitución “de lo supuestamente debido” a los indios. Como muestra este esclarecedor ejemplo, los años 1540-1550 fueron un lapso en el que los primeros conquistadores, acercándose a la muerte, se plantearon el riesgo de una probable condena divina por su cometido, por las iniquidades y los despojos que habían sufrido los indios. Lo que quiero decir es que el problema de la obligación de la restitución llegó a adquirir un papel relevante entre los conquistadores y sus confesores, puesto que, según la doctrina lascasiana de los Avisos y reglas para los confesores (o Doce reglas) (Las Casas 1552)85, los sacerdotes hubieran debido pretender el cumplimiento de dicha obligación antes de administrar la extremaunción. La norma se tenía que aplicar sin excepción a todos los pobladores indianos que habían obtenido, directa o indirectamente, riquezas de los indios. Con todo, el confesionario de Las Casas generó un convulsivo ambiente en la sociedad colonial y numerosos civiles y clérigos se mostraron discrepantes. Por ejemplo, más al norte, en la Nueva España, el franciscano fray Toribio de Benavente, Motolinía (c. 1482-1569), acusó a Bartolomé de las Casas de ser un idealista excesivo y perturbador del orden. En enero de 1555, en una misiva enviada al emperador, así se expresó el monje:

			[…] puede haver cinco ó seis años que por mandado de V.M. i de vuestro Consejo de Indias me fué mandado que recojiese ciertos confisionarios quel de las Casas dejava acá en esta nueva España escriptos de mano entre los Frayles menores, i los dí á Don Antonio de Mendoza vuestro Visorrey, i él los quemó por que en ellos se contenian dichos i sentencias falsas i escandalosas: agora en los postreros navíos que aportaron á esta nueva España han venido los ya dichos confisionarios impresos, que no pequeño alboroto i escándalo han puesto en toda esta tierra, porque á los conquistadores i encomenderos i á los mercaderes los llama, muchas veces, tiranos robadores, violentadores, raptores, predones; dice que siempre é cada dia están tiranizando los Indios: asi mismo dice que todos los tributos de Indios son i han sido mal llevados, injusta i tiránicamente86.

			Estos ataques se explican porque hacia 1553 aparecieron en México varios impresos de Las Casas que llegaron evidentemente a manos de Motolinía. Su irritación no se tradujo solo en la descalificación personal del dominico o en desacreditar su aspiración evangelizadora, sino que también propuso, con argumentos teológicos y fines políticos, la correspondencia entre conquista militar y conquista espiritual. Sin la primera hubiera sido imposible la segunda y los indios estaban viviendo según justas normas y en armonía con los españoles: “que los Indios desta nueva España están bien tratados, i tienen menos pecho i tributo que los Labradores de la vieja España”. Y agregaba: “á havido en lo espiritual mucho cuidado i celo en los predicadores, i vigilancia en los confesores, i en los que administran justicia obidiencia para executar lo que V.M. manda cerca del buen tratamiento i defension destos naturales”87. Así, según la lectura de Motolinía, Las Casas estaba injuriando al emperador, afirmando que todo lo que habían hecho los españoles en el Nuevo Mundo no tenía ningún valor de derecho, puesto que lo habrían ejecutado sin contar con la atribución del príncipe y contra toda natural justicia, lo que supondría negar el justo título que los monarcas, por concesión pontificia, tenían sobre el territorio indiano. Fray Toribio sabía perfectamente cómo se movían o desplazaban los ocultos intersticios de la política indiana. Sus reclamos, con los de un nutrido grupo de opositores del dominico, progresaron hasta el punto que la corte exigió a Las Casas una explicación oficial88.

			También los misioneros dominicos del virreinato peruano habían titubeado al aplicar las disposiciones lascasianas sobre las restituciones y así, en 1564, el protector universal de los indios, a solicitud de uno de ellos, Bartolomé de la Vega, respondió componiendo el Tratado de las doce dudas. Doce años después de los Avisos y reglas para los confesores, Las Casas volvió a rebatir –y esta vez hablando derechamente con los pobladores peruanos– que los españoles que tenían relación con ganancias conseguidas en la conquista del Perú estaban obligados a devolver lo robado o ganado a los naturales para que su confesión pudiera ser oída y para recibir la extremaunción. En la undécima duda ahonda sobre el levantamiento de los incas y expresa que el monarca no tenía justo título para sojuzgar a los indios como supremo señor de los Andes (ibid.: 194-202)89.

			En este clima ideológico y propagandístico, acentuado por la crisis y el trascurso del tiempo, el arzobispo de Lima, Gerónimo de Loayza, convocó y presidió en el Perú una junta integrada por eclesiásticos y prelados de las órdenes religiosas. Pieza capital de la asamblea fueron los Avisos breves para todos los confesores deste Reyno del Perú cerca de las cosas que en él suele aver de más peligro y dificultad90. Estos pareceres los hizo suyos el concilio de 1567, que les dio su aprobación, reiterando los justos títulos del monarca sobre las Indias (Dammert Bellido 1976: 222; Someda 1981). Ulterior ejemplo del deseo de orden de las jerarquías eclesiásticas indianas es la carta que el obispo de Quito, Pedro de la Peña, mandó al inquisidor general, el 15 de marzo de 1569, para que se fundaran distritos autónomos del Santo Oficio en los virreinatos americanos. Según el pastor, convenía a la monarquía y a Dios, para defender la verdadera religión, que en cada cabecera de audiencia se instaurara una Inquisición “más que ordinaria”, o sea, un distrito independiente del Santo Oficio español (Vassallo 2017a: 271-272)91. Y así fue. La acción conjunta del virrey Francisco de Toledo y de los inquisidores servía a la monarquía para solucionar en el Perú las disputas socioeconómicas y políticas e intentar imponer el silencio en cuestiones propagandísticas y ético-morales92. Con las deliberaciones de la junta magna se bajó el telón del pragmatismo en el teatro americano y desde entonces los españoles pudieron usufructuar del trabajo de los indios. Y una vez resuelta la cuestión de la introducción del tribunal inquisitorial, el cardenal Espinosa entregó la faena en México al doctor Pedro Moya de Contreras, quien llegó al virreinato en octubre de 157193. También en el norte indiano se tenía que cumplir con el nuevo orden inquisitorial.

			El Santo Oficio se demostraba una vez más, pero ahora injertado en el nuevo escenario americano, un efectivo instrumento político en la frontera y no solo para imponer la ortodoxia de la fe, sino también como maquinaria al servicio de asuntos civiles, censuradores y de alto gobierno. El binomio virrey-Inquisición se pensó desde la corte, después de un largo debate entre consejeros y ministros, como el mejor agregado de personalidades y cuerpos que desempeñarían un importante papel en la vida política de las Indias, para el restablecimiento del principio de autoridad quebrantado por las guerras y, sobre todo, para aplicar la visible autoridad del rey. La guerra emprendida desde la corte tuvo un claro objetivo antilascasiano y los virreyes fueron sus ejecutores (Guibovich Pérez 1998: 35-38)94.

			En Luis R. Guerrero Galván y Carlos G. Carcelén Reluz recayó la responsabilidad de analizar el camino sociopolítico, religioso y cultural de la implantación del Santo Oficio en México y Lima, respectivamente. Mientras que Fermina Álvarez Alonso estudia el último distrito inquisitorial fundado en América: Cartagena de Indias. En esta sección del volumen, además, se ha logrado profundizar acerca de dos importantes espacios “regionales” del tribunal de México y de la tarea de comisarios y familiares. Así Adriana Álvarez Sánchez analiza la Inquisición en el territorio de la audiencia de Guatemala y Miguel Rodrigues Lourenço la “periferia del poniente” del archipiélago filipino. Lo mismo hacen, por otras dos remotas provincias meridionales del Perú, Jaqueline Vassallo y Macarena Cordero Fernández: Río de la Plata y Chile.

			También María G. de Antonio Rubio recuerda cómo la tardía creación del tribunal de Santiago, en 1574, estuvo estrechamente ligada al menos a tres situaciones: al arribo a Galicia de judaizantes que se fugaban de la Inquisición portuguesa y –a veces– encontraban amparo entre las redes de sociabilidad locales; a la manifiesta introducción de ideas protestantes y los mismos herejes a través de los buques comerciales; por la necesidad política y administrativa de alivianar la labor de los inquisidores del distrito vallisoletano, al cual Galicia pertenecía, que eran recargados de causas e incapaces de cubrir las insuficiencias del “lejano” reino gallego.

			La historiadora analiza también un nuevo tipo de movimiento fronterizo del río Miño, el derivado de la remisión de reos. Sin embargo, hasta la década de 1620, estos envíos fueron escasos y con pocas excepciones, mientras que los años entre 1624 y 1634 se configuraron como la época de más alta colaboración entre las inquisiciones de Portugal y España. Los vaivenes de la frontera eran en las dos direcciones: para los portugueses se huía sobre todo hacia Ribadavia y Tui; mientras los españoles buscaban refugio en las zonas de Coímbra y Lisboa. La investigación de estos movimientos, así como del ingreso de libros hereticales por los ancladeros gallegos, confirió al tribunal santiagués un irrefutable estatus fronterizo.

			En orden cronológico, el último tribunal ordinario fundado es el de corte (1648), analizado, en este apartado del libro, por Bárbara Santiago Medina. Se trata de la historia de un establecimiento accidentado, un distrito todavía poco conocido por la literatura especializada y que surge por un desprendimiento: cuando en 1561 Felipe ii eligió como sede de la corte Madrid, la villa experimentó una significativa innovación, que afectó al distrito inquisitorial al cual pertenecía, Toledo. Hasta la primera mitad del siglo XVII, esta nueva realidad de la monarquía dio vida a una serie de excepciones procedimentales y organizacionales para el Santo Oficio: el inquisidor general adoptó su propio comisario en la corte, al margen del comisario designado por el tribunal toledano; se empezaron a nominar “comisarios sustitutos”, que ejecutaban funciones en ausencia de los anteriores; en 1592 se nombró un comisario específico, que tenía encargada la villa y cuya faena quedaba sujetada a las órdenes de los jueces toledanos; se designó un alguacil para que escoltase el comisario y el notario en una visita desde Toledo a Madrid y su investidura fue temporal, solo mientras perdurase la visita; para ejercer control directo sobre Madrid, al menos en dos ocasiones, en 1626 y 1630, por la cúspide del Santo Oficio se nombraron “inquisidores asistentes”, magistrados procedentes de distritos ajenos al de Toledo.

			Así, por la falta de institucionalización temprana y por el desajuste respecto al distrito toledano, este tribunal fue teatro de frecuentes escaramuzas competenciales entre jueces y comisarios de Madrid y Toledo y perennes consultas al inquisidor general y la Suprema. En efecto, el comisario de Madrid representaba una excepcionalidad evidente del panorama inquisitorial de la península: que su estatus no fuera el usual lo demuestra el hecho de que a la comisaría de corte accedieron incluso inquisidores, mientras que los comisarios de Toledo no tenían la misma posición.

			Los conflictos con el distrito toledano se dieron también por asuntos económicos, por ejemplo, por la repartición de las prebendas derivadas de las solicitudes de limpieza de sangre. Sin embargo, desde la segunda mitad del siglo XVII, el tribunal ya estaba cabalmente burocratizado e independizado, los inquisidores no juraban sus títulos en Toledo y tenían un alto número de informaciones de limpieza y expedientes de fe que atender.

			Finalmente, hay que aclarar que la muestra de jurisdicciones inquisitoriales que se presenta al lector evidencia no solo la herencia histórica del instituto inquisitorial, sistema de vigilancia, control y castigo de las desviaciones, operativo desde el medioevo, sino –y sobre todo– cómo funcionó la institución y su régimen de territorialidad, la geografía en que operó, el ajedrez institucional en el que se incorporó, sin olvidar las particularidades sociales de cada distrito. En gran medida, las diferencias institucionales que existieron entre tribunales se justificaron por la cuestión relevante de las relaciones entre espacios, lugares que tenían una jerarquía propia, entre ellos y entre otros espacios emblemáticos y de poder, lo cual configuró prácticas de procedimiento de los mismos tribunales siempre iguales o excepcionales.

			Tomando en cuenta la amplia base de estudios locales, generada por los investigadores de los años 1980 y 1990, se ha medido la desigual incidencia del imperio y su proyección sectorial o territorial. Queda así demostrado cómo en la península, en los archipiélagos, las islas y las Indias la dialéctica entre la monarquía, la población y un corto número de agentes imperiales (inquisidores, alguaciles, receptores), cuyo papel consistió en movilizar gratis fuerzas locales y orientarlas hacia los fines del señorío del rey Católico (familiares, comisarios), conllevó una necesaria y absoluta coherencia ideológica entre los participantes en el juego y, paulatinamente, desde finales del siglo XV, comportó una ineludible vigorización del ingenio inquisitorial, de “burocratización”, de construcción de una aparato de representación en las periferias y la corte, redes de patronazgo, libertad y margen de acción en el gobierno central, vertical y perimetral, discurso legal, solemne y retórico, autonomía y deseos de independencia económica.

			El oficio inquisitorial en Nápoles, Milán y Flandes

			La Italia de la edad moderna y las regiones flamencas en el siglo XVI ofrecen un cuadro peculiar de la acción de la corona española y la tiara papal hacia un proyecto no cabalmente estructurado, sin embargo muy definido al menos en las intenciones políticas que surgían de las contingencias, para operar un mayor control territorial interno –en colaboración o en lucha con las élites de los diversos dominios que conformaban el imperio– y fronterizo en contra de posibles enemigos que, en el complejo sistema europeo de alianzas de reinos y repúblicas, militar o diplomáticamente, se organizaron en frentes opuestos o hubieran podido aliarse con otros antagonistas del conjunto hispano. Estas diversas intervenciones establecieron de todas maneras una específica estrategia imperial, que se pudo ejercer no solamente con las “armas” clásicas de la política local (tribunales civiles y criminales, cuerpos de policía, etcétera) e internacional (ejércitos, alianzas matrimoniales, ligas, etcétera), sino también a través del estamento eclesiástico: los poderes judiciarios del clero (párrocos, abades, obispos e inquisidores), mandos sumarios de excomunión y policía, eran “potestades compartidas”, o sea, al mismo tiempo, eran parte de los tribunales reales y de un poderío “extranjero” o supraestatal que encontraba en Roma su legitimidad. Desde los primeros años del siglo XVI, el Santo Oficio fue así una válida herramienta entre otras para fortalecer el poderío absoluto del imperio hispano en construcción, ahí en donde, no obstante algunos intentos fallidos para instaurar una Inquisición española, operaron una Inquisición medieval, un nuevo Santo Oficio romano u otros instrumentos inquisitoriales, heterogéneos, híbridos o superpuestos, como en Nápoles, Milán y Flandes. Asimismo, el estrecho vínculo entre sistemas inquisitoriales y monarquía católica conllevó una relación más o menos evidente entre dimensión política e inquisitorial, también para los casos citados, napolitano, milanés y flamenco, pese a que, por una mayor autonomía del brazo religioso, en estas tres entidades las pesquisas y actividades investigativas se determinaron siempre por un constante celo o cierta iniciativa de las autoridades laicas provinciales. Por lo tanto, en Milán se ha registrado una firme intervención de los poderes territoriales (gobernador y Senado) en la contención de la herejía, en estrecho apoyo al estamento eclesial. Así, en el ducado milanés como en Nápoles, pese a que no existía una Inquisición al modo di Spagna, la actividad inquisitorial se encontró en gran medida subordinada al poder político. Los inquisidores fueron, al igual que los vicarios diocesanos, mucho más que ejecutores de las disposiciones de las autoridades de gobierno.

			Además, el patronato regio del soberano de España era en Nápoles y Milán limitadísimo: en el Mezzogiorno las diócesis dependientes de la voluntad regia eran 24, de un total de 131; mientras que en el ducado era solamente una en un agregado de nueve sedes. En estos dos dominios –como ya se ha expuesto– la oposición local no permitió la introducción de una Inquisición española: en dos ocasiones los napolitanos resistieron al intento de dos monarcas, en 1510 con Fernando el Católico y en 1547 con CarlosV; una vez los milaneses, en 1563, durante el reinado de Felipe ii. Y mientras la Inquisición pontificia tenía en Nápoles un único distrito de vigilancia para todo el reino, desde donde un ministro inquisitorial coordinaba la defensa de la verdadera religión a través de los obispos, en el ducado existían siete partidos (Del Col 2006: 742-746; Black 2013: 79-82, 84-89). Asimismo, queda palmario cómo los sistemas inquisitoriales italianos de Nápoles y Milán estuvieran vigilados por la Inquisición delegada de los obispos y los inquisidores de nombramiento papal, según el modelo medieval inquisitorial, y, desde las reformas pontificias de 1542, con la fundación del Santo Oficio romano, por una flamante Inquisición papal con poderes delimitados, cuya efectiva soberanía permanecería ceñida exclusivamente a la península italiana95.

			La varilla alrededor de la cual rotó la ejecución del proyecto político-religioso de vigilancia en la península italiana y los Países Bajos fue la difusión del protestantismo96, al menos desde los años veinte del siglo XVI, que provocó importantes respuestas del papado, del emperador y de los nobles autóctonos, la más significativa de las cuales fue, sin duda alguna, la fundación del Santo Oficio romano, hechura del cardenal Gian Pietro Carafa, futuro pontífice con el nombre de Paulo iv (1555-1559)97. Como ya se ha comentado, se trataba de un nuevo tribunal central de la curia conformado por seis cardenales, con el doble objetivo de implantar una dirección única para la batalla a la heterodoxia y entregar en manos de los jueces eclesiásticos el monopolio de la represión (Prosperi 1996; Brambilla 2000; Borromeo 2003a; Seidel Menchi 2003; Del Col 2006; Firpo 2014). Era una magistratura supranacional, capaz de un rayo de acción superior a la misma soberanía de los principados italianos y con jurisdicción sobre los gobiernos locales. Era una original y tardía manifestación del poder teocrático e imperial del papado del Renacimiento, con autoridad sobre los vasallos in capite en la jerarquía feudal y competencia para generar investigaciones y procesos en todos los estados de la península italiana, sacudiendo mandos laicos y religiosos, y que inicialmente se organizó a través de los nuncios y comisarios generales apostólicos (Prosperi 1996: 135-153), con potestad superior a los mismos obispos y príncipes98. A pesar del rápido asentamiento en Nápoles y Milán del nuevo tribunal romano, esta instalación se realizó de manera compleja, generando vivas resistencias de parte de los mandos territoriales, tanto laicos como eclesiásticos. Los papas, en particular, estaban preocupados por la evidente difusión de la herejía en el reino meridional y entre las filas de la jerarquía pontificia. Así, a partir de 1542 y hasta 1559, el Santo Oficio romano trató en toda la península más de 100 casos de clérigos que se habían acercado a las opiniones heterodoxas; y en el virreinato napolitano empezó la primera investigación-represión de las corrientes valdesianas (Firpo 2014: 74, 78-79, 114). Las maniobras de los prelados del Santo Oficio romano perfilaron dos caminos para colocar al tribunal en la cúspide de poder en los estados apostólicos y reanudar la contienda jurisdiccionalista en Italia: el primero, a través del proceso de unos obispos, miraba al control de promociones y puestos en el orbe católico; el segundo ambicionaba develar todos los grupos y conventículas de heresiarcas que, hasta aquel entonces, habían gozado de una silenciosa aceptación pasiva de las autoridades italianas, empezando por el valdesianismo del reino de Nápoles99.

			No obstante este ímpetu absolutista de los estados pontificios para regresar a ejercer poderes fácticos en la península a través de inquisidores delegados100, como ya reiterado, en el siglo XVI la corona española no renunció a la posibilidad de extender la metodología de acción de la Inquisición ibérica a sus posesiones italianas, considerando el Santo Oficio español más eficaz que cualquier otro mecanismo inquisitorial en la disputa religiosa. Pero solo la oposición armada de los partenopeos de todos los estamentos sociales a las tentativas del poder regio de introducir un tribunal dependiente de la Suprema pudo garantizar una desvinculación formal y operacional de los juzgados eclesiásticos del viceregno napolitano de la corona española101.

			Ahora bien, el Santo Oficio partenopeo nunca gozó de autonomía plena y el peso de la actividad judiciaria quedó en los brazos de los obispos, más cercanos a Roma que a España. Ellos, a través de una articulada red de tribunales, unieron así la Inquisición de fe con la justicia civil, criminal y correccional. Sin duda alguna, la curia arzobispal de Nápoles era la más importante por actividad y prerrogativas (Romeo 2003) y era en la capital en donde se encontraban también un nuncio y un comisario general delegados por el papa, figuras que, sumándose a los poderes inquisitoriales del arzobispo, generaron una superposición de procedimientos y prácticas102. En el virreinato meridional, después de la aniquilación del protestantismo durante el cinquecento, en el siglo siguiente los procesos devinieron más numerosos, en la Inquisición diocesana como en el tribunal ordinario. Como atestigua la colaboración en esta sección del libro de Pasquale Palmieri, pese al acrecentamiento del volumen de las delaciones, a finales del siglo XVII la actividad procesal del Santo Oficio disminuyó, al tiempo que aumentaron los ataques de la inteligencia ilustrada dieciochesca, por el consenso que generaron las teorías del jurisdiccionalismo y las subsecuentes políticas borbónicas de reformas, que comportaron, tanto en Nápoles como en Sicilia (ya borbónica), la extinción del sistema inquisitorial.

			En Milán la historia de la medida fallida de instaurar la Inquisición española se patentizó en junio de 1563: Felipe II, tras llegar a un acuerdo con el pontífice Pío IV (1559-1565), designó un inquisidor general para el ducado. Sin embargo, la inmediata resistencia de las ciudades, la nobleza y los mismos obispos lombardos contrarrestó la decisión del duque-rey, que prefirió dar un paso atrás y no desequilibrar eventualmente el conjunto político milanés y del norte de Italia. Así, la estructuración en distritos de los tribunales inquisitoriales del Milanesado, todos dependientes de Roma, se fue paulatinamente definiendo sobre base diocesana, con una disposición que, en sustancia, se habría mantenido hasta finales del siglo XVIII. La primera fase extraordinaria del peligro luterano y calvinista en Italia terminó en la década de 1570, con las visitas encomendadas por Gregorio XIII (1572-1585) (Romeo 2006: 58-60). La Inquisición papal, desde entonces, se concentró en la península sobre todo en otras cuestiones hereticales y de desviación religiosa: brujería y hechicería, solicitación, falsas místicas, superstición, bigamias, censura y un largo etcétera. En lo que concierne a Milán –como demuestra Massimo C. Giannini en su capítulo– la censura libresca, las licencias de armas y los nombramientos de familiares y consultores representaron las cuestiones que más puntearon el enredado equilibrio entre poderes laico y eclesiástico en los siglos XVII y XVIII. Fue en esta última centuria cuando la voluntad política de los Habsburgo decretó el fin del procedimiento inquisitorial.

			Asimismo, la coyuntura inquisitorial flamenca resulta muy sugerente: a lo largo del siglo XVI el fenómeno se puede describir solo como “oficio inquisitorial” –como aclaran Gert Gielis y Violet Soen– y estudiar “desde una perspectiva dinámica”, enfoque que admite delimitar cuatro metodologías distintas de acción: una Inquisición episcopal, que encontraba sus raíces en el medioevo y permitía a los obispos el nombramiento de investigadores; una Inquisición papal, también de origen medieval, que consentía a los pontífices designar comisionados sin la intervención del poder real; una Inquisición regia, que se configuró, después del edicto de Worms (1521), a través de placards contra la herejía, instrumentos legales con los cuales los Austria comenzaron a juzgar crímenes de lesa majestad en sus tribunales territoriales; una Inquisición “mixta”, híbrida o delegada, que, a partir de 1522, se plasmó por una nueva tipología de inquisidor general con potestad delegativa, propuesto por el gobernador de los Países Bajos y confirmado por Roma. Por ende, en las provincias flamencas la caza del disidente religioso se caracterizó de forma autónoma respecto a la Inquisición española y mostró rasgos organizativos diferentes a los de otros principados europeos (Gielis 2009; 2018c). Finalmente, el oficio inquisitorial se extinguió entre los años setenta y 1589, con la muerte del último inquisidor general.

			En definitiva, los estudios que componen este conjunto de distintas metodologías de acción de la función inquisitorial, entre Nápoles, Milán y los Países Bajos, diseñan una muestra interesante de las formas, o sea, las “constituciones político-eclesiásticas”, que asumieron los institutos inquisitoriales en los estados italianos bajo el dominio habsbúrgico y en los Países Bajos durante el siglo XVI, en donde se conformaron como sistemas complejos de pesquisa y juicio. Estas constituciones de las estructuras represivas y censuradoras tuvieron consecuencias importantes en la práctica del culto y la dimensión cotidiana de la vita religiosa, confiriendo a cada entidad estatal un espacio concreto en el sistema imperial de las Españas hasta su disgregación en la centuria dieciochesca103.

			Notas del capítulo 1

			

			
				
					11 Texto redactado en 2018.

				

				
					2 La historiografía y las teorías contemporáneas de los sistemas imperiales generalmente permanecen en el marco de una lectura “laica” de la historia de los pueblos y las naciones, una interpretación que no toma en cuenta la religiosidad. Para el pensamiento liberal o el marxismo –y sus híbridos– solamente los sistemas productivos determinaron y siguen determinado las formas de poder y de imperio. Para los marxistas y los teóricos posmodernos los aspectos formales e ideológicos del imperio siguen siendo poco importantes en comparación con el funcionamiento más amplio de los modos de producción y, en particular, el poder global del precapitalismo y el capitalismo. Michael Hardt y Antonio Negri (2000), por ejemplo, emplean la palabra “imperio” exclusivamente para describir el funcionamiento del capitalismo contemporáneo y sus innumerables formas de poder. La controversia sobre las continuidades imperiales ha generado así una avalancha de investigaciones que han revisitado el cambiante significado de “imperio”. Las definiciones van desde las más formales, en las cuales se especifican los elementos institucionales, hasta las más amplias, que tienden a fusionar la noción de “alto poder” con la de imperio. Un balance historiográfico acerca de estas cuestiones teóricas, que subraya la ausencia de la esfera ideológica en el debate sobre la materia, puede verse en Philip Pomper (2005). La concepción de imperio de Tony Ballantyne y Antoinette Burton (2005), por ejemplo, es la aceptada por ese gran hispanista versado en los jesuitas y el Pacífico: Coello de la Rosa (2016: 13; 2020). Pese a que en sus investigaciones –imprescindibles para entender al imperio– se reconozca, tanto en el discurso teológico como en la práctica de gobierno, que la fe constituye la amalgama ineludible para la negociación o la imposición del dominio político de la monarquía española, el autor no reflexiona lo suficiente sobre el peso imperial de esta peculiar metodología de soberanía, recurriendo a definiciones que resultan muy limitadas para la experiencia global del imperio que las Españas han generado a lo largo de cinco siglos.

				

				
					3 En el Tesoro de la lengua castellana dominación es sinónimo de imperio y este es mando o señorío. Emperador es el capitán general, sinónimo de dux, también príncipe o magistrado supremo, aunque “(segun lo dicho) se llamavan Emperadores, los que presidian y mandauan en qualquier exercito, hablando en rigor, a ninguno se le dauan, sino a aquel que auia vencido sus enemigos, y muerto multitud dellos: y entonces, o por aclamacion del exercito, o por decreto del Senado, era llamado Emperador”. Entonces, ni una gota de tinta se emplea para la definición clásica y actual de monarca que gobierna sobre otros reyes o grandes príncipes o en un extendido territorio (Covarrubias Orozco 1611: 325, 344, 502).

				

				
					4 Acerca de la hegemonía sobre extranjeros y otros reinos, el dominio indirecto y los condicionantes políticos, Thomas J. Dandelet (2001) habla también de “imperio informal” español: el poder ejercido por la monarquía católica, desde Fernando de Aragón y por sus sucesores, sobre la Roma papalina. No se trata solo de una “lectura nacional” del mecanismo hegemónico, que atiende a problemas identitarios relacionados con la actualidad (Rivero Rodríguez 2011: 22-23), sino de una cuestión histórica de absoluta relevancia para el gobierno: la capacidad de supremacía fáctica de España –no siempre exitosa–, que flotaba sobre un maremágnum de negociaciones, patronazgos y cooptaciones, entre los papas y los demás príncipes europeos. Influencia que se fue estructurando a partir de la experiencia diplomática de Fernando II.

				

				
					5 Sigo los postulados teóricos de Conrad y Demarest (1990).

				

				
					6 Véase, por ejemplo, la compilación de Geraci y Khodarkovsky (2001).

				

				
					7 Son pocos los paralelismos o los análisis comparativos entre imperio ruso e imperio español, entre ellos, por ejemplo, el polémico texto de María E. Roca Barea (2017: 90-122). Mientras que sobre la autocracia rusa sigo aquí las huellas dejada por Maniscalco Basile (1983), Mori (1996) y Geraci y Khodarkovsky (2001).

				

				
					8 También hay que subrayar la existencia de modelos foráneos, como la “república” polaca de los nobles, que sin duda influenció al doctrinarismo ruso de la época (Wyczański 1982: 91-108).

				

				
					9 Por ejemplo, entre finales del siglo XV e inicios del XVI, las autoridades eclesiásticas erradicaron la herejía judaizante en Nóvgorod y Moscú, donde se había difundido luego de que varios sacerdotes novgorodenses fueron transferidos a la capital. Se imitaron los métodos de la Inquisición española: los herejes cabalgaban al contrario por las calles y plazas de la ciudad, vestidos con ropa ridícula y con la cabeza cubierta por un sombrero, en el cual se leía la frase: “Estas son las filas de Satanás”. De hecho, los obispos rusos admiraban al monarca de España y su método para eliminar la heterodoxia en el imperio; así, en esos años varios herejes fueron procesados y quemados, con el indispensable apoyo del gran príncipe (Vernadsky 1933; Maniscalco Basile 1983; Pliguzov 1992; Goldfrank 1998; Ciccarini 2008).

				

				
					10 Henry Kamen (2014: 26) ha insistido en el papel de la Inquisición como instrumento subsidiario y no principal en la concentración del poder en las manos del rey, disminuyendo así su peso político y de gobierno. Por supuesto, no podemos compartir esa postura y no solamente en lo relativo a los siglos XV y XVI.

				

				
					11 Es el caso, por ejemplo, de los distritos de Valencia y Sicilia (Cruselles Gómez 2014: 129-131; 2017: 232-233; La Motta 2019: 16-19, 61).

				

				
					12 En noviembre de 1478, con la famosa bula Exigit sincerae devotionis affectus, el papa Sixto IV (1471-1484) delegó a Fernando e Isabel la potestad de nombrar, en cualquier urbe de sus dominios, a jueces inquisidores, versados en teología y derecho, para enjuiciar a herejes y apostatas (Llorca 1949: 51-54). Sin embargo, el documento pontificio resultó muy ambiguo, porque en él nunca se especificó de manera exacta o explícita que la delegación se expedía solamente para las ciudades castellanas. Entre octubre y diciembre de 1481, este error de la cancillería papal permitió al monarca aragonés, con base en una interpretación extensiva de la bula, ampliar también al conjunto de sus reinos patrimoniales el sistema inquisitorial que ya se había emprendido en Andalucía. Así se despacharon a Aragón dos inquisidores de nombramiento regio. La enredada situación generó un áspero conflicto con el papado, que se pudo definitivamente dirimir solo hasta octubre de 1483, cuando el papa, ya tal vez resignado, gracias al cabildeo del embajador fernandino Gonzalo de Beteta, designó al inquisidor de Castilla, Tomás de Torquemada, también para la corona aragonesa (Sesma Muñoz 1987: 37). Don Fernando había logrado su designio: desde Castilla meter nuevos inquisidores regios a sus principados ibéricos, en donde ya existían inquisidores medievales de nombramiento pontificio que, paulatinamente, se despidieron. Sobre el diplomático Beteta, la Inquisición y los conflictos entre papa y rey aragonés, véanse Torre (1949-1951, vol. I: 153), Ochoa Brun (1995), Sesma Muñoz (1987; 2013), Nieto Soria (1998), La Motta (2017a; 2019) y los capítulos de Gregorio Colás, María L. Pedròs, Doris Moreno y Mateu J. Colom en esta misma sección.

				

				
					13 Para dar unidad al sistema legislativo castellano los monarcas concretaron sus pretensiones al encargar a un hombre de ley, Alonso Díaz de Montalvo (1405-1499), la compilación de todas las normas jurídicas vigentes en el reino en un volumen: las Ordenanzas reales de Castilla u Ordenamiento de Montalvo. Véanse Ordenanzas reales de Castilla. Recopiladas, y compuestas por el doctor Alonso Díaz de Montalvo. Glosadas por el doctor Diego Pérez […] (1779-1780). Primera edición: Huete, Á. de Castro, 1484, en BNE, Inc. 1338. Otras ediciones: Zamora, A. de Centenera, 1485, en BNE, Inc. 1339; Sevilla, M. Ungut y Lançalao Polono, 1494, en BNE, Inc. 2528.

				

				
					14 Véanse, entre otros, Marongiu (1953), Bermejo Cabrero (2005) y Owensby (2011: 95-100).

				

				
					15 El Fuero Viejo de Castilla (ed. consultada de 1771) es una recopilación legislativa de derecho medieval. Su primera redacción, asistemática, data en torno del año 1248. En 1356, con Pedro I, se hizo una redacción más orgánica, en cinco libros, que es la que se ha conservado. Es un texto en el que los nobles castellanos trataron de sustraer a los fueros locales sus privilegios, dándole unidad. En 1348, al Fuero Viejo le dio finalmente valor legal el ordenamiento de Alcalá. “Fuero” es sinónimo de “derecho”, un derecho consuetudinario. Este antiguo derecho, castellano y aragonés, norma jurídica que no estaba escrita pero que se había cumplido porque en el tiempo se había hecho costumbre cumplirla, conceptualmente era un término opuesto al de derecho escrito y ha generado los contrafueros o desaforados, que son procesos que surgen cuando el monarca quiso introducir nuevas realidades jurídicas por su expresa voluntad. El contrafuero iba en quebrantamiento del derecho general o local, de una persona, colectividad o lugar, la nobleza, los eclesiásticos, el patriciado urbano. También se utilizó como mecanismo limitativo del poder regio, por ejemplo, en Navarra o Cataluña (greuge). A partir del siglo XIII, el término fuero se fue identificando con “justicia”.

				

				
					16 Remedios Morán Martín y Eduardo Fuentes Ganzo (1999), estudiando los ordenamientos de cortes de la época medieval, han demostrado que el proyecto político que la corona estuvo impulsando en el largo plazo se concretó en una nueva forma de monarquía, en la que asumió una posición central la figura del rey.

				

				
					17 Norbert Elias (1994: 53-54) ha analizado ampliamente el cambiante equilibrio de poderes y Norberto Bobbio (1999: 95), en Teoria generale della politica, ha considerado que legitimidad y legalidad son atributos de cualquier poder, tanto en el pasado como en el presente.

				

				
					18 Antonio Domínguez Ortiz (2000: 60) ha propuesto la sugerente imagen de un rey-sacerdote cuyos poderes participaban en las dos esferas del mando: la civil y la eclesiástica. Por desgracia, no ha profundizado sobre esa idea.

				

				
					19 Sobre las limitaciones de las monarquías medievales véase Antonio Marongiu (1953: 692-694; 1976).

				

				
					20 Se está ampliando e intentando especificar aún más el abanico sociopolítico, religioso, económico y cultural acerca del “cómo y el porqué del Santo Oficio”, recientemente presentado por Carrasco (2017). Así –efectivamente–, la Inquisición se plasmó como “pieza esencial” en el proyecto de imposición de un régimen político más autoritario. Carrasco (1983; 1986; 1988) es el historiador que más atención ha prestado a la temática sociopolítico-cultural del Santo Oficio.

				

				
					21 Las Españas de la exclusión de las minorías, desde las pioneras investigaciones de Netanyahu (1984; 1995) y las consecuentes respuestas de rechazo que han surgido a su hipótesis racista, han sido objeto de ulteriores estudios, entre el Mediterráneo y las Indias, que confirman la lectura preracista, protoracista o racista de aquel fenómeno. Por ejemplo, Max S. Herring Torres (2011: 59) se ha centrado en asociar el concepto de limpieza de sangre con el de racismo a través de una metamorfosis que transformó un “antijudaísmo religioso”, característico del medioevo y la época moderna, en un “antijudaísmo religioso-racial”. En la misma línea interpretativa se encuentran Imanuel Ģeiss (1988), Michael Grüttner (1996), Pere Joan i Tous (2003), María E. Martínez (2008), James S. Amelang (2011), Bernd Hausberger (2011) y François Soyer (2015). Sin embargo, el aporte principal sobre el tema sigue siendo el de la antropóloga e hispanista Christiane Stallaert (1996; 2006). Para ulteriores consideraciones teóricas y temáticas remito también a Ciaramitaro (2012) y a mi estudio todavía en preparación: Imperio, Inquisición, España. De Fernando el Católico a Felipe II.

				

				
					22 Estas cuestiones interpretativas y teóricas se encuentran en elaboración en mi trabajo: Imperio, Inquisición, España. De Fernando el Católico a Felipe II.

				

				
					23 Sobre todo en los territorios americanos, en donde, según Maqueda Abreu (2000: 68), los asuntos geopolíticos dificultaron la gestión del Santo Oficio y su articulada estructura de poderes, más organizada en la metrópoli, fue muy diferente y menos eficiente en las Indias.

				

				
					24 De Parry (1998) se ha empleado la edición castellana. Para lecturas más actuales del problema de la expansión europea y la mundialización véanse, por ejemplo, Dennis O. Flynn y Arturo Giráldez (1997), Andre Gunder Frank (1998) y Carlos Marichal, Steven Topik y Zephyr Frank (2017). Una interpretación historiográfica más contemporaneísta del comercio mundial, de los flujos de capitales y emigrantes habla de globalización socioeconómica solo a partir de 1870. Sobre estas cuestiones teóricas y otras temporales véase la introducción del último libro citado en esta nota.

				

				
					25 Véanse las recientes pesquisas de Martín F. Ríos Saloma (2011; 2013; 2015).

				

				
					26 El caso inglés, trazado por Timothy Guard (2013), es representativo.

				

				
					27 Véanse João Gouveia Monteiro y António Martins Costa (2015) y Aa.Vv. (2016).

				

				
					28 “Absolutismo”, “absolutista”, “absolutización”, etcétera, fórmulas en boga en la historiografía internacional en las décadas de 1970, 1980 y 1990, hoy en día menos utilizadas por los profesionales, que han cambiado en parte sus paradigmas acerca de las relaciones de gobierno, patronazgo, justicia, gracia y administración entre el territorio, los estamentos y la corona, aquí se emplean para indicar el objetivo reforzamiento del poder de las monarquías en la península ibérica y sus dependencias ultramarinas a partir del siglo XV. No solo en el ámbito militar o financiero, sino también por su general ímpetu centralizador. Los reyes católicos sujetaron paulatinamente los poderes feudales, mientras disminuía la incidencia político-militar de la nobleza y las órdenes frailesco-guerreras. Asimismo, lo que más me interesa subrayar por medio del adjetivo “absoluto” es la temprana cooptación y sumisión de la iglesia al programa político del imperio. Sobre estas cuestiones definitorias coincido, entre otros, con Salustiano de Dios (1985; 1988; 1993; 1996-1997), I.A.A. Thompson (1996), José M. Nieto Soria (1998; 2002), Pablo Sánchez León (1998; 2002) y Elena Brambilla (2000; 2015). Para la España gobernada por los Austria mayores, Manuel Fernández Álvarez (1973-1981; 1985) prefería hablar de “monarquía autoritaria”. Considero esta locución también apropiada. Finalmente, remito a algunas consideraciones teóricas de otro trabajo de mi autoría (Ciaramitaro 2008).

				

				
					29 La bula Unam sanctam, del 18 de noviembre de 1302, corolario de un largo aprieto entre el papado y la monarquía francesa, afirmaba que las dos espadas, la espiritual y la temporal, pertenecían a la iglesia. Mientras que la primara era sostenida por la iglesia y los eclesiásticos, la segunda era agarrada por los príncipes para la iglesia, pero “según los mandos y la condescendencia del clero, porque es necesario que una espada dependa de la otra y que la autoridad temporal sea sujetada a la espiritual”. Se trató entonces de la más clara afirmación de la teocracia medieval, sin embargo, en el siglo XIV, la medida pontifical resultaba en contra de los tiempos: el imperio y las pujantes monarquías de Francia, Inglaterra y Aragón habían llegado por la vía de los hechos a imponer tributos al clero “nacional” para sostener sus guerras (Romeo y Talamo 1981: 56-58, 128-130).

				

				
					30 Véase, por ejemplo, la lectura del “imperio español” de Kamen (2003), que inicia desde la conquista de Granada, sin tomar en cuenta el legado aragonés.

				

				
					31 Véanse Saitta (1954; 1954a), Salavert y Roca (1956), Santamaría Arández (1990-1991), Ferrer i Mallol (2009), Abulafia (2017: 220-225) y Sarasa Sánchez (1994; 1998; 2016). Este último historiador ha subrayado cómo, mientras que el gobierno de Isabel de Castilla se mantuvo dentro de una visión y unos intereses peninsulares, el de Fernando tuvo una proyección internacional, de lo que supuso un coherente colofón la estrategia de su segundo matrimonio con Germana de Foix, con el precedente de los tratados de Blois con Francia, entre 1505 y 1506. Aunque un buen momento para corroborar esa dimensión internacional e intervencionista del rey fueron los precedentes años de finales del siglo XV. Comenzando con el tratado de Barcelona de 1493 con Carlos VIII de Francia y por el que regresaban a la corona de Aragón el Rosellón y la Cerdaña, a cambio de que no se manifestase oposición alguna a la intervención francesa en Italia (Sarasa Sánchez 2016: 73). La expansión política, económica e imperial de la corona de Aragón es un asunto todavía controvertido que no se debe interpretar de manera unidireccional, en efecto, en ella concurrieron intereses varios, sectoriales o más generales, a veces simultáneamente, otras veces a través de canales opuestos. Todos estos acontecimientos, que fueron militares, comerciales y diplomáticos, complicaron las conquistas territoriales y promovieron acciones sobre el mar Mediterráneo, no solamente de la monarquía sino de dispares sectores societarios de todos los dominios en lo político, lo económico y lo dinástico (Sarasa Sánchez 1994; 1998). Siguiendo el razonamiento de Sarasa Sánchez (1998: 40-41), desde el siglo XIII dicha empresa expansionista se caracterizó, cuando se lanzó contra el enemigo de la fe, por el espíritu de cruzada, cuando se proyectó hacia Sicilia y Cerdeña, como resultado del crecimiento feudal por el mare nostrum insular; y, finalmente, a mediados del siglo XV, la presencia aragonesa en el reino de Nápoles se configuró por “una coincidencia de motivaciones imperialistas”, hegemónicas y culturales. Esta presencia se confirmó con Fernando el Católico (Galasso 1993) y fue una presencia imperial.

				

				
					32 La cuestión de la misma construcción jurídico-administrativa de la monarquía, a través de audiencias, cancillerías, virreyes y una extensa red diplomática (Ciaramitaro 2008; 2015). El juego de poder vio en la diplomacia un elemento indispensable de la estrategia política y don Fernando fue uno de los primeros que advirtió en este sistema un factor clave para la materialización de su empresa y en los agentes a los artífices idóneos, por lo que no es de extrañar que se considere al rey aragonés como el inventor de la diplomacia moderna (Ochoa Brun 1995: 556).

				

				
					33 El nuevo instrumento inquisitorial ejerció sus competencias sobre la península italiana, el condado francés de Aviñón, Dalmacia y el archipiélago maltés (Del Col 2006: 302-341). Bruno Feitler (2017: 105), a propósito de la Inquisición romana, habla de una “voluntad de centralidad” y ofrece como ejemplo la nueva edición de 1578 de Francisco Peña del manual de Eimeric (1983), Directorium inquisitorum (1376 c.). Sin embargo, no concuerdo con su juicio acerca de una “política inquisitorial ibérica” que “se hacía en buena parte en Roma” (Feitler 2017: 107). Acerca de las reivindicaciones de universalidad del Santo Oficio romano sobre el conjunto de las inquisiciones es interesante el enfoque propuesto por el mismo historiador (Feitler 2003a), quien sugiere una lectura jurídica del fenómeno global: una “historia común” más allá de las comparaciones.

				

				
					34 En los estados flamencos la represión de la heterodoxia religiosa tuvo lugar según cuatro modalidades diferentes (véase el capítulo de Gert Gielis y Violet Soen, en esta sección del libro).

				

				
					35 AHNM, Inquisición, l. 243, f. 125v, Medina del Campo, 8 de febrero de 1504.

				

				
					36 El caso de la Inquisición de México es revelador para subrayar esta continuidad con el oficio anterior: el primer inquisidor mexicano, Pedro Moya de Contreras, tomando servicio en el virreinato, solicitó la documentación de las causas de fe que se habían conformado en las diócesis antes de su llegada. Estos expedientes constituyen aproximadamente 100 volúmenes del AGNM y demuestran la progresión del oficio también ahí en donde el tribunal se fundó solo en la segunda mitad del siglo XVI (Torres Puga 2017). Idéntica situación, pero a caballo entre el siglo XV y el XVI, se dio en los distritos de Cerdeña y Sicilia (véanse los dos capítulos correspondientes en esta misma sección del libro).

				

				
					37 Esta revitalización de la corte inquisitorial romana ha abierto una interesante querella entre los especialistas ante el problema de explicar el declive del oficio como asunto histórico o como situación todavía actual. Véase, por ejemplo, Del Col (2006) y Prosperi (2011).

				

				
					38 Una reciente mirada sobre las temáticas y metodologías del oficio inquisitorial en la historiografía especializada y la compleja “cuestión relativa a la unidad y al conjunto” en Feitler (2017).

				

				
					39 Dedieu y Millar Carvacho (2002: 350, 370) hablaban de la Inquisición como stimulus común y subrayaban la escasez de los estudios realizados desde perspectivas metodológicas comparativas y transversales. En estos años, pues, se han llenado muchas lagunas.

				

				
					40 Apunta algo diferente Rosario Villari (2010: 309-313, pero se trata de un ensayo del año 2000): tras la apertura en el ASV de la sección Inquisición, parece que los historiadores se hayan concentrado mayoritariamente sobre la censura de los libros, tema que ha superado el tradicional interés de los casos procesales. Su hipótesis es que a la inclinación hacia los procesos se haya sumado la atención para la reconstrucción del clima general que la represión política y religiosa operó en Italia en los siglos XVI-XVIII.

				

				
					41 Véanse, más arriba, las notas 11, 21 y 29.

				

				
					42 Nada dice sobre la defensa del proyecto unitario de las dos coronas.

				

				
					43 A partir del Elógio de la Réina Católica Doña Isabel, publicado en 1820 por Diego Clemencín (la Universidad de Granada, en 2004, ha reeditado el libro), se formó una tendencia historiográfica que dio más peso a la monarca y reinterpretó la época desde una perspectiva más isabelista, disminuyendo, sobre todo en la academia castellana, el peso revolucionario, moderno y dirigista de la acción política de Fernando. Inexplicable lectura nacionalista e indirecta hecha sobre los hombros de un castellano trastámara, lectura todavía presente en el imaginario colectivo, como es el caso, por ejemplo, de la popular serie televisiva Isabel, emitida en La 1 de Televisión Española desde 2012 hasta 2014.

				

				
					44 En las cortes de Calatayud-Zaragoza, Fernando de Aragón otorgó poderes de corregente, gobernadora y administradora a la reina Isabel, el 14 de abril de 1481 (Martínez Ruiz y otros 1992: 31; Belenguer 1995: 47).

				

				
					45 La concordia o acuerdo de Segovia fue un tratado firmado por la soberana Isabel y Fernando Trastámara, entonces solo rey de Sicilia, para aclarar el papel que debería asumir el aragonés en la administración del reino de Castilla. Su antecedente se encuentra en las capitulaciones de Cervera (marzo de 1469), que fueron el pacto matrimonial estipulado entre los príncipes, antes de la celebración de la boda. El acuerdo segoviano, más que un convenio entre marido y mujer, fue una “aclaración” entre bandos políticos opuestos: los nobles castellanos y los aragoneses. Se regularon las facultades de cada quien acerca de las rentas ordinarias, los nombramientos de cargos y la administración de justicia, quedando al arbitrio de los reyes la política exterior, la guerra y las rentas extraordinarias. Al mismo tiempo, este acuerdo significó el establecimiento de una sincera cohesión política entre los dos monarcas (Suárez Fernández 1989: 85-86; Martínez Ruiz y otros 1992: 23, 31-32; Dumont 1993: 43; Pérez 2001a: 61-62; Edwards 2004: 84; Carrasco Manchado 2006: 73).

				

				
					46 Ricardo Muñoz Solla (2010) ha definido el siglo XVIII inquisitorial como la “antesala” del complejo debate abolicionista de las primeras dos décadas del siglo XIX.

				

				
					47 Cuestión analizada en mi trabajo, todavía en elaboración: Imperio, Inquisición, España. De Fernando el Católico a Felipe II.

				

				
					48 Los privilegios se fueron ampliando gracias a la constante acción de algunos plenipotenciarios del rey en la corte papal, entre ellos, por ejemplo, Gonzalo de Beteta (muerto en Roma en 1484), Bernardino López de Carvajal (1456-1523) y, sobre todo, Francisco de Rojas y Escobar (c. 1446-1523), quien se encargó de la renovación de la bula de cruzada, la confirmación de la administración de los maestrazgos, la concesión de los diezmos para sostener la cruzada y de cuestiones de la iglesia indiana y el Santo Oficio (Martín García 2002; Fernández de Córdova Miralles 2005; 2014).

				

				
					49 Desde el medioevo, el patronato regio en Sicilia, con su privilegio de presentación de los altos cargos eclesiásticos (arzobispos, obispos y abades), fue un tema continuamente debatido y examinado también por parte de la corona: no es casual que todavía en 1685 el Consejo de Italia tranquilizara a Carlos II acerca de sus efectivos privilegios como vicepapa en el Regnum (AHNM, Estado, leg. 2170).

				

				
					50 El patronato regio en América, por ejemplo, aseguró que la iglesia funcionara como auxiliar de la monarquía y convirtió al clero en una rama más del “servicio civil”, fiel a los mandatos de la corona. El real patronato indiano, además, permitió el establecimiento y la realización de misiones, parroquias, diócesis, obispados, etcétera (Ciaramitaro 2018: 175).

				

				
					51 AGS, CCA, CED, 1, 218, exp. 2. El monarca prometió al exmaestre darle “todo favor” de la corona y cualquier ayuda como su fiel servidor. Habían pasado al pleno control del cetro regio aquellas órdenes fundadas en el siglo XII, con motivo de la guerra al islam, que eran una curiosa mezcla de dos condiciones, la religiosa y la marcial, y habían sido una importante plataforma de reivindicación político-militar de la nobleza hacia los monarcas. Su control se convirtió así en el punto de inflexión irrenunciable de los reyes Católicos para prevalecer sobre los titulados (Belenguer 1995: 72).

				

				
					52 Véanse Ciaramitaro (2008: 251, 257), D’Avenia (2015) y el capítulo de mi autoría sobre la Inquisición de Sicilia en esta misma sección.

				

				
					53 Sobre Alonso de Espina y su texto, véanse Lea (1906-1907, vol. I: 148-153), Azcona (1993: 377-378), Monsalvo Antón (1985; 1994; 1999; 2013), Meyühas Ginio (1998), Baer (2002, vol. II: 283-288) y Pastore (2003a: 12-34).

				

				
					54 Las incongruencias internas de la obra, subrayadas en un interesante ensayo por Monsalvo Antón (2013), su anfibología, no restan valor político al mensaje del franciscano.

				

				
					55 No estoy de acuerdo con Netanyahu (2001: 855-859), que sitúa el Lumen en la misma línea que el Fortalitium fidei de Espina. Del Lumen, dedicado a Alfonso Carrillo, arzobispo de Toledo, se conservan pocos ejemplares manuscritos; por ejemplo, uno en Guadalajara (España), en la Biblioteca Pública Provincial (ms. 5), otro en Milán, en la Biblioteca Ambrosiana (Calma Alph21). He consultado la edición de Luis A. Díaz y Díaz, traducida al castellano: Oropeza (1979).

				

				
					56 Véanse Beltrán de Heredia (1961: 44-45) y Simonsohn (1988, doc. 739-740, 765, 775, 799, en particular las páginas 974-975).

				

				
					57 La teoría conciliar o conciliarismo consideraba al concilio ecuménico como suprema autoridad del orbe cristiano, elevándolo por encima del mismo pontífice romano, y pugnaba por una renovación total de la iglesia, en sus originales valores espirituales. Surgió en la primera mitad del siglo XIV e intentó realizar sus objetivos en los concilios de Constanza (1414-1418) y Basilea (1431-1439). Desde muchas perspectivas, estos postulados sancionaron el reconocimiento de las iglesias “nacionales” dependientes de sus príncipes, como en Castilla o en Francia. El máximo teórico del conciliarismo fue Nicolás de Cusa (1401-1464) (D’Addio 1989: 283-302).

				

				
					58 En marzo de 1462 el pontífice expidió la bula Dum fidei catholicae, por la cual se nombraba inquisidor en el reino de Castilla al mismo nuncio papal, con las personas que él eligiese, pero gratas al rey. La bula nunca se aplicó, porque la aceptación de tal Inquisición hubiera supuesto una explícita disminución de la prerrogativa regia (Beltrán de Heredia 1961).

				

				
					59 La Motta (2015; 2017a; 2019) y Gonzalez-Raymond y Carrasco (2017) no citan estos precedentes inquisitoriales de Castilla.

				

				
					60 Véase la nota 11.

				

				
					61 Rodrigo o Roderico (688-711), en numerosas fuentes clásicas nombrado Don Rodrigo, fue el último rey visigodo, entre 710 y 711. Llegó al trono de forma violenta, lo que produjo la secesión de parte del reino. Derrotado por los musulmanes en la batalla de Guadalete, encarna la figura cuasimitológica del monarca traidor y pecador. Así la “mitología nacional” de la era visigoda, en su faceta negativa o antimodélica, era una referencia parahistórica, como la bíblica. No es casual que entre finales del siglo XV y los inicios del siguiente la historia propagandística y legitimadora alcanzó su zenit a través de múltiples variedades temáticas y discursivas, incluso un cierto arquetipo imperial asociado a la corona, contribuyendo a formalizar una clara idea del “estado” como espacio del poder personal del rey. Véanse, por ejemplo, Alan Deyermond (1988) y José M. Nieto Soria (1999: 40-42).

				

				
					62 El goticismo es la designación historiográfica de la pretensión de las monarquías cristianas de la península ibérica de suponerse herederas directas del dominio visigodo, desaparecido en el año 711, y considerarse legitimadas para restaurar, en las tierras meridionales hispánicas, el cristianismo mediante la denominada reconquista.

				

				
					63 La historiografía hispanista posfranquista coincide que desde su experiencia literaria y cronística, la historia en el relato oficial de la monarquía se configuró como instrumento de legitimación de la dinastía trastámara, presentada como sucesora de las monarquías de los judíos y los romanos; sin embargo, es una legitimación que pasa a través de la intermediación de los reyes visigodos, considerados como heredes directos y legítimos de los anteriores jerarcas (Deyermond 1985; 1988: 177).

				

				
					64 Sobre Diego de Valera véanse Toda Oliva (1950) y Scandellari (s.f.; 2007). Sobre su Doctrinal de príncipes, de 1475 (BNE, ms. 2953), parece que existen solo dos incunables, uno en la biblioteca del duque de Medinaceli y otro en la Biblioteca Palatina en Parma. He consultado el ejemplar de Madrid.

				

				
					65 BNE, ms. 2953, f. 173.

				

				
					66 Humanista gerundense, embajador, obispo y luego cardenal, en contacto con las corrientes historiográficas italianas, compuso una historia de España en diez volúmenes, el Paralipomenon Hispaniae, impresa en 1545 en Granada, por Sancho Nebrija, y un espejo de príncipes, la Corona Regum, dedicado a Fernando de Aragón (Tate 1976).

				

				
					67 Nieto Soria (1997: 98) agrega que en Castilla, desde el siglo XIII, “se había elaborado una representación ideológica del rey y del poder real que, a partir de un enfoque teocéntrico, producía un efecto propagandístico de sacralización del soberano y de la monarquía, sin que en ello tuviera el clero función mediadora alguna mediante instrumentos ceremoniales”. Era tal vez difícil una “pretensión secularizadora” tout court y los tiempos venideros habrían de confirmar la utilidad política del procedimiento adoptado.

				

				
					68 Véase, más arriba, la nota 30.

				

				
					69 Aquí no interesan solo las cualidades intrínsecas de cada distrito, sino también el peso, relativo, parcial o total, en el gobierno del conjunto de las coronas de España. Así, la muestra seleccionada es sin duda suficiente para intentar balancear el peso de cada especificidad con en el general gobierno del universo imperial, con sus trazas y estrategias políticas y religiosas.

				

				
					70 Es el caso del monasterio mariano de Guadalupe, estudiado magistralmente por Gretchen D. Starr-LeBeau (2003).

				

				
					71 Los documentos fundacionales de los tribunales de Lima y México en AHNM, Inquisición, l. 352, instrucciones 37 y 38; para Cartagena, AHNM, Inquisición, l. 1008, f. 6. Jaqueline Vassallo (2017a: 283-284) recuerda que Córdoba y Buenos Aires, por la posición estratégica de ambas urbes y la lejanía de Lima, desde el siglo XVII fueron candidatas a ser sede de un distrito independiente, sobre todo cuando, en 1661, se fundó en la segunda una audiencia que aumentó el peso de la ciudad porteña para la constitución de una Inquisición destacada de la capital virreinal, proyecto que finalmente no cuajó.

				

				
					72 García Zapata era hijo del regidor del ayuntamiento toledano, Juan Álvarez de Toledo (muerto en 1480), y hermano de Fernán Álvarez de Toledo Zapata (1444-1504), señor de Cedillo y Manzaneque, conocido por su papel de secretario de los reyes Católicos y miembro del Consejo real. Sobre el monje Zapata y su proceso véanse Márquez Villanueva (1960: 98-100) y Pastore (2003b; 2010a; 2010c).

				

				
					73 AHNM, Clero, l. 2160. Se desconoce su proceso, sin embargo se conserva un resumen de sus declaraciones y la fecha del auto (agosto de 1485). Véanse también Domínguez Ortiz (1955: 66-67) y Starr-LeBeau (2003: 106-118, 198-217).

				

				
					74 Campeón de racismo, según Netanyahu (1995: 961).

				

				
					75 A partir de los años 1480, la orden se fracturó en dos facciones, una proconversa y otra anticonversa. Sobre los monjes jerónimos, su querella interna y la Inquisición véanse, entre otros, Fita (1893), Sicroff (1960), Beinart (1961), Carrete Parrondo (1975), Coussemacker (1991), Starr-LeBeau (2003), Pastore (2003b; 2010a; 2010b; 2010c) y Llopis Agelán y Ruiz García (2019).

				

				
					76 Como ha recordado recientemente Valentina Oldrati (2018b: 117), en relación con la Inquisición de la mar, antes de las investigaciones de Civale: “fuera de algunas menciones en textos clásicos y de carácter general [...] el tema ha quedado en los márgenes de la discusión historiográfica”; la historiadora realiza, asimismo, una útil reseña bibliográfica (ibid.).

				

				
					77 Contreras y Dedieu (1993: 10-11) han insistido en que el tamaño de los distritos era un presunto equilibrio territorial entre las demarcaciones, lo cual, no obstante, no logramos ver.

				

				
					78 Es Bartolomé Escandell Bonet (1982: 82) quien ha acuñado la expresión “gigantismo” para los distritos inquisitoriales de América.

				

				
					79 AHNM, Inquisición, l. 502, f. 74v.

				

				
					80 Para tener una idea general y así comparar las dos superficies de las Baleares (4 992 kilómetros) y de Canarias (7 447) corresponden a menos de la mitad del territorio del distrito de Barcelona, el más pequeño entre los tribunales españoles, con apenas cerca de 26,600 kilómetros cuadrados.

				

				
					81 AHNM, Inquisición, l. 324.

				

				
					82 Este aumento continuo del esfuerzo bélico tuvo su golpe de gracia en la primera mitad del siglo XVII, pero ya bajo otros monarcas, Felipe III y Felipe IV. Contreras (1984e) ha recordado el recrudecimiento en la década de 1560 del conflicto religioso en el continente europeo, sobre todo en Francia y Flandes, al cual se debe añadir la guerra mediterránea contra el turco. En ese contexto de permanente combate, la vigilancia de los límites imperiales se incrementó.

				

				
					83 AGI, Indiferente, 425, l. 24, f. 394v-395. Los textos producidos por los congregados en la junta magna patentizan la voluntad de los ministros hispánicos de alejar lo más posible la tiara de las Indias (AGMJ, Archivo reservado, leg. 41). Véanse también Real Díaz (1970) y Pérez Picón (1970).

				

				
					84 La versión impresa salió solo en 1552: Sevilla, S. Trugillo.

				

				
					85 El título original es: Aqui se co[n]tiene[n] unos avisos y reglas para los confessores […].

				

				
					86 AGI, Patronato, leg. 294, exp. 1; BRAH, ms. 87, Simancas, Indias, Cartas de frailes de Nueva España, 550-70, transcrita también en Real Academia de la Historia, Colección Muñoz, Indias, 1554-55, vol. 69, f. 253-277. Unos meses antes, acerca de estas cuestiones, Toribio de Benavente y Diego de Olarte habían enviado unos pareceres a la corte acerca del tributo de indios, proponiendo algunos medios para evitar los excesos (AGI, Patronato, leg. 181, R. 27, San Francisco de Cholula, 27 de agosto de 1554).

				

				
					87 AGI, Patronato, leg. 294, exp. 1.

				

				
					88 Se trata de las Treinta proposiciones muy jurídicas, que Las Casas remitió al Consejo de Indias para defenderse de las acusaciones de haber negado, aparentemente, toda soberanía del rey de España sobre el Nuevo Mundo. El dominico se remitió a las tesis de Francisco de Vitoria y Domingo de Soto (Mercedes Serna 2012: 329).

				

				
					89 Cuando el dominico escribió el tratado el alzamiento estaba en plena marcha y su líder era Titu Cusi Yupanqui, quien continuó el movimiento antiespañol encastillándose en el baluarte de Vilcabamba, sin confiar en las promesas de los españoles (Someda 2016: 18-19).

				

				
					90 Lohmann Villena (1966: 28) habla de un Confesionario para confesores.

				

				
					91 En la línea de endurecimiento de la política regia, para un mayor aprovechamiento económico de los indios y para justificar su trabajo forzado, una junta de eclesiásticos y oidores, del 7 de octubre de 1570, convocada por el arzobispo de Lima, ratificó un documento que aprobaba el trabajo “compulsivo de los indios en las minas” (AGI, Patronato real, leg. 238); al mismo tiempo, entre septiembre y octubre, se habían reunido las órdenes religiosas para debatir el asunto (AGI, Indiferente general, l. 857), ellas acordaron compeler a los indios para que prestaran su trabajo en las minas.

				

				
					92 En los años 1560-1570, la teología lascasiana y su práctico ejercicio resultaban subversivos del orden monárquico y llegaron a poner en tela de juicio el miso dominio legitimo del rey. Empezó así una campaña denigratoria contra las publicaciones del obispo de Chiapas y sus seguidores. Las respuestas del virrey Toledo fueron múltiples: se recolectaron y ocultaron sus escritos; se expulsaron algunos dominicos; otros se desplazaron de la universidad; se procesó a fray Francisco de la Cruz. La causa de este último religioso ha sido estudiada por Abril Castelló (1988; 1990), que demuestra cómo Toledo manejó la operación en acuerdo con el Santo Oficio y logró así reprender y disciplinar a los frailes lascasianos a través de este proceso, terminado con una condena a la hoguera.

				

				
					93 El nombramiento de inquisidor de Moya, del 20 de agosto de 1570, fue presentado en la audiencia en octubre de 1571 (AGI, México, leg. 68).

				

				
					94 Las instrucciones de Felipe II a Toledo se encuentran en AGI, Quito, leg. 21, n. 17, Instrucción del virrey Francisco de Toledo.

				

				
					95 No solo Nápoles y Milán, sino también los mismos estados pontificios, Florencia, Siena, Venecia, los ducados emilianos, etcétera. Según Elena Brambilla (2015), en Italia el proceso de centralización fue más débil que el español y se limitó a la implementación de una más o menos regular correspondencia entre “tribunales periféricos” y Santo Oficio romano.

				

				
					96 En Italia se había difundido “peligrosamente” también el anabaptismo, descubierto gracias a la delación de un presbítero, Pietro Manelfi, a la Inquisición boloñesa en 1551 (Ginzburg 1970).

				

				
					97 Como ha subrayado Massimo Firpo (2014: 239), la elección a la silla de san Pedro de Carafa significó la transformación de la política de la Inquisición en política del estado papal, una verdadera simbiosis que caracterizó el espíritu de la contrarreforma y los modelos autoritarios de respuesta a cualquier heterodoxia, en particular con las figuras de los pontífices-inquisidores, los frailes Ghislieri y Peretti, o sea, Pío V (1566-1572) y Sixto V (1585-1590).

				

				
					98 Como medida de control y lucha a la herejía se restableció la centralidad de la iglesia seglar y territorial, de obispos y párrocos, a través de la reiterada obligatoriedad de la comunión y, sobre todo, de la confesión pascual con el párroco (que se obligó a fichar a los vecinos que no se habían confesado o comunicado, fichas que todavía existen, son las Status animarum). Se volvió a considerar imprescindible la cuestión de los “casos reservados”, los “errores” que no se podían absolver en el confesonario, o sea, la apostasía, la herejía, el sortilegio y la adivinación, y la curia romana, poco a poco, extendió la lista de estos casos, que podían ser perdonados solo por los pontífices o por la Penitenciaría apostólica, por expresa delegación papal.

				

				
					99 La Inquisición romana se apresuró a eliminar las huellas que Juan de Valdés había dejado entre sus lectores. Sobre el valdesianismo véanse Lopez (1976) y Firpo (1993).

				

				
					100 La última deliberación que perfeccionó en Italia un sistema distintivo de policía eclesiástica es el edicto de marzo de 1551, de papa Julio III (1550-1555), que excluyó cualquier competencia penal de los jueces laicos en asuntos de fe (Fontana 1892: 416-418), disposición imposible da realizar por ejemplo en Francia, en donde, en el mismo año, con el edicto de Chateaubriant, del 27 de junio, se laicizaron las cuestiones hereticales (Fontanon 1611: 252-257).

				

				
					101 Todavía siete años después de la última revuelta antiinquisitorial, en 1554, el virrey de Nápoles escribía al emperador que en el reino “se tiene todo el cuidado posible” para no preocupar a la nobleza con noticias acerca de la posible introducción de un Santo Oficio español (AGS, Estado, Nápoles, leg. 1046, f. 23).

				

				
					102 Giovanni Romeo (1988) habla a propósito de una “anomalía”: una ciudad y dos inquisiciones.

				

				
					103 Baste como muestra la conclusión de Aurelio Musi (2013) sobre el virreinato napolitano.

				

			

		

	
		
			 

			Las inquisiciones andaluzas y sus fronteras cotidianas: Sevilla, Córdoba y Granada 1

			Manuel Peña Díaz

			Universidad de Córdoba, España

			Introducción. Los territorios y los tiempos

			En los años en que la historiografía inquisitorial estaba viviendo su mejor momento, Miguel Avilés (1984: 153) advirtió que existía una historia pendiente: la de la Inquisición andaluza. Han pasado más de tres décadas y aún no se cuenta con un estudio de conjunto, ni siquiera de cada uno de sus tres tribunales de distrito (mapa 1). Antonio Domínguez Ortiz (1999: 11-34) presentó una síntesis en la que resaltaba algunos aspectos de los tribunales andaluces en comparación con el resto de España. Se constataba ya una dispersa proliferación bibliográfica que ha continuado con menor intensidad en las dos décadas posteriores. Entre las investigaciones destacan varias tesis doctorales sobre la trayectoria y determinados aspectos referidos a los tribunales granadino, cordobés y sevillano2, estudios sobre la poliédrica actuación de dichas inquisiciones en territorios más concretos3, un buen número de trabajos más ceñidos sobre la imagen4, sobre los edificios (Cuadro García 2005) y sobre el personal del Santo Oficio5, minorías religiosas (moriscos6, judeoconversos7, beatas y alumbrados8, protestantes9, ilustrados10, etcétera), prácticas delictivas o heterodoxas (sexuales11, palabras12, escritos e impresos13, hechizos14, etcétera) y recopilaciones de fuentes diversas o estudios descriptivos o cuantitativos con estos documentos (visitas de distrito o de inspección, causas, relaciones de causas, informaciones genealógicas, etcétera)15.
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			Sevilla fue la ciudad que albergó el primer tribunal de la nueva Inquisición fundada por los reyes católicos en 1478. Con el fin de acometer una depuración religiosa entre los conversos sevillanos, el 27 de septiembre de 1480 fueron nombrados dos inquisidores que celebraron el primer auto de fe, el 6 de febrero de 1481. Esta ofensiva ortodoxa y antijudaica se extendió rápidamente por el resto de los reinos andaluces. En 1482 se fundó el tribunal de Córdoba, donde se integraron en 1492 los territorios de Málaga y Granada. Jaén se constituyó como tribunal en 1483. Hacia 1526 el tribunal inquisitorial de Granada estaba plenamente consolidado en los territorios del obispado de Almería, Guadix y Málaga y las abadías de Antequera y Baza. Jaén, por su parte, desapareció como distrito y se unió al de Córdoba, que en 1533 cedió la vicaría de Beas al tribunal de Murcia. Desde 1533 el tribunal cordobés comprendía el obispado de Jaén, los territorios de Écija y el obispado de Córdoba, a excepción del condado de Belalcázar, que quedaba bajo el amparo del tribunal de Llerena, en Extremadura. Después de un breve paréntesis en el que actuó un tribunal radicado en Jerez, el distrito inquisitorial de Sevilla incluyó la mayor parte del territorio de su reino y sirvió en muchas ocasiones de centro de conexión con las inquisiciones de Portugal (Évora y Lisboa), de Canarias y de las Indias (México y Lima). De esta manera, durante 350 años el territorio andaluz estuvo distribuido en torno a tres distritos inquisitoriales: Sevilla, Córdoba y Granada.

			Durante su dilatada existencia, los tribunales andaluces conocieron momentos de gran eficacia represora, hasta finales del siglo XVI, y otros de decadencia y profundas crisis, desde mediados del XVII hasta su abolición a comienzos del siglo XIX. Entre 1480 y 1560 la mayoría de las víctimas fueron conversos acusados de judaizantes. Unos años de intensa violencia fueron los protagonizados por el inquisidor Rodríguez Lucero en el distrito cordobés. Esta primera etapa se cierra con el brutal ataque a los círculos reformistas sevillanos, entre cuyos herejes se hallaban Constantino Ponce de la Fuente, Casiodoro de Reina, Antonio del Corro y otros más, y con la gran exhibición de poder inquisitorial en el gran auto de fe de 1559 celebrado en Sevilla.

			Entre 1560 y 1630 la represión se centró sobre todo en los moriscos expulsados del reino de Granada, en cuyo distrito ya se había iniciado el control y la persecución varias décadas antes. Durante estos años sobresale también la censura de obras de espiritualidad y la condena de grupos alumbrados en Baeza, en Jaén y, hacia 1623, en Sevilla, donde además el Santo Oficio disolvió la misteriosa Congregación de la Granada16. Una tercera etapa (1630-1730) estuvo marcada por la represión de marranos, en su mayoría judeoconversos de origen portugués dedicados al comercio de azúcar, tabaco, sedas o especias, y al arrendamiento de rentas. No solo portugueses fueron condenados, acusados de judaizar; entre los procesados se hallan casos tan sonoros y rocambolescos como el del dramaturgo Antonio Enríquez Gómez, quien murió en la cárcel de Sevilla en 1663, aunque al parecer tres años antes había presenciado la quema de su efigie. A comienzos del XVIII hubo nuevos procesos a descendientes de judeoconversos –como el sufrido en 1721 por el doctor Juan Muñoz Peralta, fundador de la Regia Sociedad Médica de Sevilla–, o el desmantelamiento por el tribunal de Granada de un núcleo tardomorisco en 1727. En la última etapa (1730-1813) el Santo Oficio entró en una fase de ralentización, hasta su abolición en las cortes de Cádiz, centrándose sobre todo en proposiciones supersticiosas, en los abusos sexuales del clero y en problemas ideológicos y políticos, como el que sufrió Pablo de Olavide entre 1775 y 1778 (Defourneaux 1959; Ciaramitaro 2009: 4, 57-64).

			La primera crisis del Santo Oficio o la alteración de lo cotidiano

			No se poseen datos precisos sobre el periodo de mayor e intensa represión (1480-1530), años que marcaron definitivamente la imagen y el miedo a la Inquisición. En Córdoba el punto más álgido de contención coincidió con el ejercicio del inquisidor Lucero, entre 1500 y 150617. Sus primeras y obsesivas pesquisas para identificar quienes eran los conversos judaizantes que advertían en sermones la llegada inminente de un nuevo mesías, culminaron el 13 de febrero de 1501. Ese día organizó su primer auto de fe, en el que fueron condenadas a la hoguera 80 personas y días después ordenó la quema de otras 50.

			Entre las personas sospechosas y acusadas había buena parte de las jerarquías eclesiásticas, nobiliarias y municipales de Córdoba. Las protestas de muchos cordobeses ante los reyes católicos fueron inmediatas. Se quejaban de que los condenados lo habían sido mediante declaraciones inducidas y manipuladas por Lucero, incluso afirmaron que el inquisidor obligaba a los presos mediante torturas y amenazas a aprender oraciones judaicas:

			Se les asesaron las canillas de los brazos y otras quedaron lisiadas y era gran piedad ver a las mujeres honradas y las mozas despojadas de los vestidos dar grandes voces y gritos y lo que peor era que querían decir y dijeran si supieran que decir y algunas decían que les dijesen que era lo que las preguntaban que como se lo dijese testificarían18.

			No ha de extrañar que coetáneos suyos, como Pedro Mártir de Anglería, en 1507, lo llamasen Tenebroso o Tenebrario: “Muchos son los varones de sano juicio que conmigo piensan justamente que algún día se llegará a la alucinación y completa ceguera de este tenebrario, que se ha propuesto, con más cruel que un tirano cegar esta luz fulgentísima”19.

			La primera visita de inspección que hicieron al tribunal cordobés no surtió efecto alguno. Al contrario, Lucero se sintió más legitimado y el 30 de abril de 1502 se celebró un nuevo auto de fe, en el que condenaron a 27 personas al quemadero. Siguió con su sangrienta y obsesiva limpieza de conversos, acusándolos de sacrificar niños y romper crucifijos, de ocultar sinagogas y predicar la llegada del nuevo mesías. Durante 1503 los inquisidores Lucero y Bravo detuvieron a más de 400 personas. Mientras, el tercer inquisidor del tribunal, Hernando Niño, escribía a la reina Isabel para quejarse sobre los procedimientos de sus compañeros.

			El hacinamiento en las celdas del alcázar era tan insoportable que sirvió de excusa para que los inquisidores organizaran con rapidez otro multitudinario auto de fe. Este se celebró el 22 de diciembre de 1504. Fue el más estremecedor de cuantos llevó a cabo el tribunal cordobés y, quizás, uno de los más crueles en toda la historia de la Inquisición. Se leyeron las sentencias a 267 presos, de los cuales fueron condenados a la hoguera 107, acusados de ser falsos cristianos, de ser conversos que judaizaban. Sin embargo, mientras iban camino del quemadero del Marrubial, muchos clamaban a Dios y a la Virgen, gritando que jamás habían cometido herejía alguna.

			Las celdas del alcázar quedaron vacías por poco tiempo. En los primeros meses de 1505 los inquisidores encarcelaron a más de 300 personas. Las amenazas y las torturas dieron pie a que fueran delatados numerosos clérigos como rabinos secretos, además de revelar un buen número de sinagogas en Córdoba y Baena, a las que presuntamente asistían destacados miembros de las élites locales y altas dignidades eclesiásticas, entre ellos el marqués de Priego, don Pedro Fernández de Córdoba. Y fue en mayo de ese año cuando los inquisidores mandaron otras 27 personas a la hoguera (Cuadro García 2003: 19-20).

			La inestabilidad en la corte favoreció la impunidad de las acciones inquisitoriales de Lucero (Pérez 2006). Cuando los nuevos reyes, Felipe y Juana, llegaron a Castilla, en abril de 1506, suspendieron todas las actuaciones inquisitoriales y obligaron a dimitir al inquisidor general, fray Diego de Deza, y también al inquisidor Lucero. La reacción de los inquisidores cordobeses fue ocultar pruebas y la mejor manera que encontraron fue acelerar la celebración de un auto de fe para mandar a la hoguera a más de 300 encausados. Una orden real llegó a tiempo para suspender dicho auto.

			El 25 de septiembre falleció Felipe el Hermoso y Diego de Deza fue repuesto en su cargo, así como todos los suspendidos. La reacción de éstos fue la venganza. En Córdoba fueron detenidos entre la élite más herejes y se señalaron como encubridores de éstos al marqués de Priego y al conde de Cabra. Los poderes de la ciudad decidieron enviar un memorial a la reina Juana, pero la Inquisición ordenó detener al emisario, el maestro Alonso de Toro, a su paso por tierras de Toledo.

			La situación en la cárcel del alcázar era insostenible con más de 400 presos. El 6 de noviembre de 1506 estalló un motín contra la Inquisición, encabezado por caballeros principales y, al parecer, instigado por distinguidos eclesiásticos. Al día siguiente se produce el asalto a la fortaleza con el objetivo de liberar presos y de linchar a los inquisidores. Ante la deriva de los acontecimientos, Lucero había huido horas antes por la puerta trasera que daba al río. Frente a esta tensa situación el 6 de diciembre los cabildos cordobeses elevaron un escrito al rey Fernando y la reina Juana.

			La presión hizo su efecto. El arzobispo de Sevilla, fray Diego de Deza, renunció a su cargo de inquisidor general y el papa Julio II, a propuesta de Fernando, nombró al arzobispo de Toledo, el cardenal Cisneros. Por fin, el 15 de septiembre de 1507 en Santa María del Campo, Fernando el Católico recibió a una misión cordobesa y castellana. Las palabras más duras fueron las pronunciadas por el representante de Córdoba, Gonzalo de Ayora, dando todo tipo de noticias sobre las amenazas, los tormentos y los falsos testimonios que utilizó Lucero para las masivas detenciones y procesamientos de cordobeses:

			[…] con las más sutiles y maldades de este mundo, y como atormentaban a las mujeres desnudas por más las avergonzar, y como deshonraron a nuestras hermanas, y como hacían mostrar en sus cárceles oraciones y ceremonias judaicas, y como alzaron a muchos a la reconciliación, y como quemaron a muchos otros en gran número, sabiendo que habían sido y eran cristianos y que nunca habían cometido aquellos delitos porque les quemaran, y como infamaron a muchos grandes y prelados de estos reinos y a sus linajes20.

			El representante cordobés relató al rey algunos detalles estremecedores y crueles:

			Lucero requirió de amores a una mujer de Julián Trigueros y prendióla porque se le defendió, y su marido que era cristiano viejo sin ninguna otra mezcla fue agravado y pidió justicia a vuestra alteza, y vuestra majestad lo remitió al arzobispo de Sevilla y le encomendó mucho su justicia, y el arzobispo lo remitió al Lucero, y él vino a proseguir su causa, y llegó a Córdoba un miércoles y el sábado de la semana siguiente Lucero lo hizo quemar con otros, y quedóse con su mujer de manceba. Y por haber una hija de Diego Celemín que era muy hermosa, porque sus padres y esposo no se la quisieron dar, los quemó a los tres, y ahora tiene un hijo en ella, y la tuvo mucho tiempo en el Alcázar por manceba21.

			Una vez informado el nuevo inquisidor general por una comisión enviada por la ciudad, se interrogó e imputó a Lucero el 17 de octubre de 1507. Después de diversos interrogatorios, el 18 de mayo de 1508 se decidió que debía ser encarcelado en el alcázar de Burgos a la espera de la resolución del tribunal constituido a tal efecto por 22 miembros, conocido como la Católica congregación. Reunido por primera vez el 1 de junio, pronunció sentencia el 1 de agosto en Valladolid, ante el rey, el inquisidor y numerosas personalidades. Mandaron que se debían reedificar las casas demolidas por orden de Lucero, por haber sido presuntas sinagogas. Ordenaron que se destruyesen los libros de registro con los nombres de aquellos que habían anotados como herejes. Como la imagen y la autoridad del Santo Oficio podía ser cuestionada con esta sentencia, decidieron que el tribunal no se retractaba respecto de los condenados a la hoguera con el argumento de que “los muertos, muertos estaban justamente ejecutados”. A Lucero se le privó del oficio de inquisidor, pero se le permitió seguir ocupando una canonjía en la catedral de Sevilla que había comprado con anterioridad a cambio de bienes confiscados a sus víctimas. Y en esa ciudad murió muchos años después, el 19 de agosto de 1563, el responsable directo de centenares de muertos, de la primera gran crisis de la Inquisición española y del miedo que desde entonces se tuvo al Santo Oficio. La vida cotidiana en Andalucía quedó marcada por un temor al recuerdo de lo sucedido, el miedo impidió el olvido.

			La mirada cotidiana del Santo Oficio: colaboradores y cómplices

			La documentación inquisitorial (causas de fe, alegaciones y procesos, correspondencia y, en menor medida, visitas de distrito) ha dado lugar durante años a numerosos estudios sobre la represión, que ha estado muy cerca de ser una cartografía antropológico-regional de los pecados. Los encausados por la Inquisición fueron la punta del iceberg de una práctica cotidiana transgresora y/o confesionalizadora mucho más extensa. Pero incluso la cotidianeidad puede introducirse en el análisis de la estructura y naturaleza del Santo Oficio. En este sentido, los historiadores han superado la polémica tribunal político-tribunal religioso, para adentrase en un debate más complejo: Inquisición institucional-Inquisición cotidiana.

			Muchos de los factores que han propiciado la perpetuación de la Inquisición en la memoria histórica están relacionados con ese gran esfuerzo de sus ministros por lograr la configuración de una identidad católica, compartida y cohesionadora de la comunidad de fieles ortodoxos. Además, no fue una institución meramente impuesta desde arriba sobre una sociedad inmóvil y pasiva. En el mundo rural el Santo Oficio encontró a sus mejores colaboradores (comisarios y familiares) entre el clero y entre los más poderosos y ricos del lugar, que cuando se desplazaban a otros pueblos alteraban el discurrir cotidiano. El instrumento de control por excelencia que era la visita de distrito de un inquisidor montado en su mula apenas se utilizó. De hecho, durante el siglo XVI las visitas se hicieron con cierta regularidad, al principio debían ser anuales, pero desde fines de esa centuria fueron espaciándose y decayendo hasta desaparecer en el siglo XVII22.

			En el día a día eran los comisarios los que mandaban de manera irregular y puntual las denuncias a los inquisidores radicados en la sede del distrito, que a su vez debían visitar los pueblos cercanos. El discurrir diario se alteraba con estos ministros que venían a recabar informaciones, a interrogar a reos y testigos, a violentar conciencias o a sancionar –aunque no les correspondiese hacerlo– los pequeños conflictos de la vida cotidiana. El comisario y sus colaboradores representaban la ortodoxia y ante ellos el común del pueblo –variado y diferente– tenía que definirse y revelar las conductas conocidas y consentidas hasta entonces, pero improcedentes por transgresoras.

			Sin embargo, para conocer mejor cómo se alteraba ese plácido tiempo de la vida cotidiana de las comunidades campesinas de los pueblos andaluces es necesario invertir la teoría del “control de la sociedad” por la de “la sociedad del control”; es decir, con las visitas de los comisarios se activaban tensiones cotidianas aletargadas23, de las que los comisarios –y, en su caso, también los poderosos y el clero del lugar– podían salir beneficiados en sus propósitos represores, como mediadores sociales o en su preeminencia local. Del mismo modo, estas visitas podrían explicarse según el enfoque antropológico de Victor Turner (ruptura de relaciones ordinarias, crisis, tentativa reparadora, reintegración/cisma) o, si se prefiere, siguiendo la secuencia sociocultural de normas-transgresiones-negociaciones/rupturas24. Durante estas visitas se construían comunidades de pecadores, extrayendo de la vida cotidiana actitudes y comportamientos irreverentes. ¿Comunidades imaginadas? ¿Los comisarios fueron agentes que activaban conflictos y que construían identidades? Y los delatores y sus denuncias, ¿eran respuestas a un determinismo social, religioso e identitario? ¿O eran consecuencia de una libertad individual que respondía en función de la lógica o definición de la situación? Ante la visita de un comisario foráneo, si un vecino decía alguna cosa, otro decía otra y entre todos se ponían al descubierto las transgresiones o las vergüenzas de la comunidad, fueran las debilidades de los más poderosos –como el clero– o la fragilidad de las más débiles, las mujeres.

			El tópico que ha persistido durante los dos últimos siglos ha dibujado un perfil siniestro de los ministros y oficiales del Santo Oficio. Ellos fueron considerados parte fundamental de una tupida y eficaz red de espionaje siempre preparada para actuar cuando la Inquisición los requería. Sin embargo, es una visión muy distorsionada que en las últimas décadas ha sido desmitificada en diversos trabajos25. Por estar bajo la jurisdicción inquisitorial podían disfrutar de algunos privilegios y beneficios, lo que hacía que fueran odiados y envidiados por sus coetáneos. El Santo Oficio fue cuidadoso en la selección de estos individuos con la intención de evitar corruptelas y escándalos, como se recordaba en una carta acordada de 1705: “Que para nombrar comisarios, familiares o notarios, sea prefiriendo al de más lustre y estimación, tomando primero los necesarios informes para excusar inconvenientes, que por falta de aquellos suelen resultar, justificando con auténtico testimonio su vecindad” (Cerrillo Cruz 1997b: 109).

			Como apuntó José Martínez Millán (1984c: 360), los tribunales residían en las capitales del distrito, “lo cual resulta poco efectivo para controlar la sociedad. Se necesitaba una red más amplia de funcionarios que controlasen las ciudades, y lo que tal vez más importante, el mundo rural”. Esos colaboradores habitualmente estaban estrechamente relacionados con las élites locales. Sin el consenso de unos y otros la actuación del Santo Oficio en los pueblos andaluces no hubiera sido posible. Como ocurrió en otros distritos españoles, la relación entre inquisidores y poderes locales fue discontinua. De ahí que no siempre existiese el mismo número de representantes de la Inquisición durante los tres siglos y medio que duró su existencia, aunque en su selección siempre prevalecieron los mismos criterios. Recordemos que el comisario inquisitorial era un sacerdote secular del lugar que no cobraba sueldo por este vínculo con el Santo Oficio. Su función era recibir y tramitar denuncias al tribunal del distrito y, por mandato de los inquisidores, podía interrogar y, en su caso, detener a los delatados. Era un intermediador social, cultural y político. Recogía todo tipo de información que podía enviar al tribunal, pero también podía manipularla en función de sus intereses o de sus amigos.

			Las mayores debilidades del Santo Oficio eran las tierras de frontera y más alejadas de la capital. No tenemos noticias de comisarios en los núcleos rurales en la frontera con Portugal durante el siglo XVI, aunque sin duda debieron de estar y actuar. A fines del XVII y primeras décadas del XVIII es cuando aparecen con cierta frecuencia los nombres de comisarios y los pueblos donde ejercían su oficio. En Puebla de Guzmán, por ejemplo, sabemos que en 1689 ejercía como tal el eclesiástico Simón García Ponce; en 1770 era el cura Juan Carrasco y en 1777 Agustín Ponce Carrasco. En 1677 en Valverde del Camino el comisario era Gonzalo Martín Caballero y en Calañas se llamaba Diego de Santa María. En 1704 sabemos que en este pueblo el comisario era Diego Romero de Santa María; que en El Cerro era Francisco de la Banda y que en Paymogo era Rodrigo Pérez Carrasco. En 1750 Francisco Gómez Carrasco era el comisario en Villanueva de los Castillejos26.

			Aunque la distancia era un obstáculo importante para el control, los inquisidores debían vigilar también el comportamiento de los comisarios, que tenía que ser ejemplar y no dar lugar a escándalos. En ocasiones las detenciones eran consecuencia de enfrentamientos personales y luchas entre poderes locales. Un hecho ocurrido en Puebla de Guzmán, en 1769, muestra que ya no eran los mismos tiempos. El conflicto se abrió a raíz de que el comisario exigiese un lugar preferente para él y los familiares en los bancos de la iglesia. El alcalde consiguió que fueran desposeídos de ese privilegio, incluso durante la publicación de los edictos inquisitoriales27.

			En otro espacio de frontera sí hubo una constante presencia de comisarios; en concreto, en los puertos y enclaves costeros ante el peligro de penetración de libros heréticos. A partir de 1553 la Inquisición comenzó a dar instrucciones sobre cómo inspeccionar los barcos. En Andalucía estas disposiciones adquirían una dimensión importante por su peculiar geografía. En el distrito de Sevilla se destinaron comisarios a los puertos de Cádiz, Sanlúcar, Puerto de Santa María y de la capital del reino; en el de Granada se hallaban en los de Málaga, Motril, Salobreña y Almuñécar (González Sánchez y Rueda Ramírez 2009). La repetición de cartas acordadas fue constante, hecho que hace dudar de la eficacia de este mecanismo de control. Esa insistencia se ha de relacionar con las arraigadas prácticas corruptas de estos comisarios. Recibían todo tipo de sobornos para que la inspección fuera un simulacro previo a una opípara merienda, para que no se realizara o se realizase en casa del comisario, a cambio de regalos materiales o carnales. Son numerosos los casos que se conocen, desde el asunto de los bacalaos que se produjo en el puerto de Málaga, en 1693, hasta la exigencia de los comisarios gaditanos del pago de la ilegal propina con la ridícula excusa de “para comprar un tapete”, cuando, en realidad, con lo ya recaudado podían haber comprado “una alfombra para toda la Bahía” 28. El ambiente de cierta relajación lo describió muy bien el impresor Juan Serrano de Vargas, en 1628: “Andalucía pide breve remedio y mayor cuidado porque es almacén general de toda España la ciudad de Sevilla.” En su memorial, entre otras denuncias, describía también las debilidades del sistema de vigilancia de libros antes de ser embarcados a Indias en la capital sevillana:

			[…] y advierto también que no es bastante la visita de libros por mayor, sino que se han de entrar en el Santo Oficio y de ninguna manera en las aduanas y allí se han de mirar por el impresor veedor de todos los cuerpos de libros, cuerpo a cuerpo y cuaderno a cuaderno, para evitar la mezcla que suelen traer de otras cosas perniciosas y ver si vienen diferentes de los calificados 29.

			El cargo de mayor trascendencia en el ámbito local era el de familiar, los “ojos” y los “oídos” cotidianos del comisario y del tribunal. Ser familiar de la Inquisición tenía una doble función. En principio era el brazo armado para el arresto y custodia de prisioneros, pero también era un cargo honorífico. En las dos listas que conocemos sobre el número de familiares de los pueblos fronterizos del tribunal de Sevilla se observa que, a fines del siglo XVI, era un cargo muy extendido por esas tierras. Sin embargo, en 1748 las vacantes eran ya mayoría. Esta tendencia a la baja del número de familiares fue común en todos los distritos. El sevillano pasó de tener 370 en 1596 a 192 en 1748. Así lo tuvieron que reconocer los inquisidores en 1755:

			En todos los lugares y ciudades de este distrito, ni en esta ciudad hay ministros supernumerarios, y en muchos pueblos ni hay comisarios ni notarios ni familiares y cada día se ven menos pretendientes a ministros de este Santo Oficio por la ninguna excepción, ni privilegios que hoy gozan30.

			¿Cómo se llegó a esta situación de relativo descrédito de la institución, de sus ministros y de sus colaboradores? A quienes lograban la familiatura se les permitía disfrutar de privilegios fiscales y sociales amparados por la propia y excepcional jurisdicción del Santo Oficio. Si estas ventajas eran bastante rentables en cualquier lugar donde se obtuviesen, en el mundo rural eran aún más importantes, pues apenas existían ahí otras posibilidades de alcanzar estos beneficios reservados a nobles y clérigos. Pero las prebendas se tornaban en conflicto cuando se abusaba de ellas. Las quejas contra los familiares se fueron acumulando a medida que avanzaba el siglo XVI. La primera concordia entre el estado y la Inquisición sobre este asunto es de 1553; en ella se reguló el número de familiares según el número de habitantes: “en los pueblos de hasta mil vecinos, seis familiares; y en los de hasta quinientos vecinos, donde pareciere a los inquisidores que hay de ellos necesidad, dos familiares, y no más; y si fuere puerto de mar, el lugar de quinientos vecinos abajo, u otro lugar de frontera, haya cuatro familiares”31.

			Si en las ciudades la concordia significó una reducción importante del número de familiares, en el mundo rural supuso una extensión más homogénea de su presencia, además de su incumplimiento. Los conflictos cotidianos continuaron, por lo que el 5 de septiembre de 1595 el Consejo de Castilla quiso comprobar si se observaba el acuerdo. Sin embargo, en lugar de solicitar esa información al Santo Oficio sevillano prefirió hacerlo al asistente de la ciudad, Pedro Carrillo de Mendoza, conde de Priego. Se quería conocer con exactitud cuál era el número y la calidad de los familiares de la Inquisición en ese distrito. El asistente se dirigió a los alcaldes ordinarios de las villas del reino para que mandasen esa lista. En el mandamiento impreso se advertía que al parecer había más familiares que los permitidos por el rey y, lo más grave, que “no son llanos ni pacíficos”; por tanto, pedía que se le comunicase el número en cada lugar y “en cuales de ellos no concurren las dichas calidades poniéndolo todo muy en particular. Lo cual haréis con mucha y secreta diligencia”32. El encargo llegó a los oídos de los inquisidores del tribunal sevillano, que escribieron alarmados a la Suprema en estos términos:

			No hay más familiares de los que se permiten. Así en muchos lugares no los hay ni lo pretenden ser por los agravios que se les hacen en repartimientos de soldados, trigo y otras cosas en grande desigualdad con los demás vecinos, cargándolos y agraviándolos por solo ser familiares […] Tememos que las justicias por la mala voluntad que tienen a los familiares no tengan mano para hacer alguna siniestra relación alargándose en ella por sus particulares pasiones33.

			En el siglo XVI y primera mitad del XVII el prestigio de la Inquisición hacía atractivo detentar algunos de sus cargos. Incluso a mediados de ese siglo, bajo el reinado de Felipe IV, se sacaron a la venta algunos oficios inquisitoriales ante las necesidades fiscales de la monarquía. En Granada la venta de varas de alguacil fue aprovechada por algunas familias para rehabilitar sus oscuros orígenes, entre ellos portugueses de ascendencia judeoconversa. Según Rafael de Lera García (1994: 135-144), con la venta de estos oficios se devaluó más el prestigio de los cargos inquisitoriales. Aunque, como también recuerda este historiador, la venta de familiaturas fracasó no por ausencia de compradores sino porque después de la caída del conde duque de Olivares y la entrada de un nuevo inquisidor general se suspendió el decreto.

			Pero, a mediados del XVIII esa imagen del Santo Oficio estaba seriamente tocada, incluso en los pueblos. También en el distrito cordobés se observaba una tendencia similar. Según Martínez Millán (1984c: 366): “lo que sucedió en el siglo XVIII fue que la red de comisarios inquisitoriales estaba rota, produciéndose numerosas vacantes y sólo se nombraban en aquellos pueblos donde se presentaba un candidato. El interés por este oficio había desaparecido en la sociedad”. Y en la red de familiares el declive fue aún mayor. Si en una relación de 1666 se decía que “el número de familiares es conforme a concordia”, en otra de 1712 se reconocía que ya no se cubrían ni los permitidos. Y en el informe de 1748 en lugar de los 464 familiares que le correspondían al tribunal cordobés, solo existían 187, de los cuales 67 eran nobles y 88 labradores ricos. El desprestigio del Santo Oficio fue lento pero imparable y a fines de siglo solo se habían renovado 48 familiaturas.

			Redes y negocios cotidianos: autores, impresores y calificadores

			Las redes intelectuales y librerías que se construyeron desde mediados del siglo XVI en las ciudades andaluzas con sedes del Santo Oficio confirman que la decadencia de la censura inquisitorial en la centuria siguiente fue también una consecuencia del éxito de esas complicidades cotidianas en todos los ámbitos donde se tejieron. Las gestiones que hacían en el día a día los autores para que su libro fuese aprobado por los inquisidores son un ejemplo de los intereses cruzados, de los lazos entre la república de las letras, las imprentas y los calificadores (Peña Díaz 2016).

			El andaluz fray Diego de Coria (1598) dedicó su Crónica de la Orden del Carmelo, impresa en Córdoba, al también sevillano Alonso Núñez de Bohórquez, miembro de una de las familias andaluzas más influyentes en esos años, con intereses económicos que se extendían desde Madrid a Córdoba y a Granada34. Aunque sus razones para dedicar el libro eran las ya sabidas, las explicó con una exquisita claridad:

			Los autores antiguos y modernos para honra, amparo y defensa de sus obras, siempre han procurado dedicarlas a alguna persona constituida en gran oficio y dignidad, o calificada en sangre y linaje, o eminente en letras, y buscando yo la que convenía para protección y amparo de esta pequeña obra, luego se me ofreció la de vuestra merced por sus muchas letras, rectitud y gran crédito (Coria 1598).

			El carmelita se detuvo en la dedicatoria en construir el árbol genealógico del poderoso andaluz, así como los cargos que ostentaban él y su hijo, Antonio. Para Coria había sido fundamental que Alonso fuera miembro del Consejo de Castilla y del Consejo de la Inquisición y su hijo caballero veinticuatro de Córdoba y alguacil mayor de la Inquisición de Granada. El resto lo dejaba en manos del lector, a quien –como era habitual en muchos escritores de la época– se encomendaba ante cualquier error o desliz que pudiera generar una incómoda censura: “aviso al cristiano lector, que si por falta mía o por la incuriosidad [sic] del impresor hubiere algunas faltas, o sentidos de letras mudados, o sentencias trocados entienda ser mi intento hacer obra católica, y rendirla a la corrección de la santa madre iglesia” (ibid.).

			Pero Coria dio un paso más cuando la obra ya estaba impresa. En 1600 debió de tener noticias de algún comentario poco favorable a su libro, por lo que, ante el riesgo de ser delatado, se adelantó y en enero de 1601 pidió a los inquisidores de Sevilla que viesen y calificasen el libro. Con la excusa de que quería enviarlo a Indias, les solicitó una licencia, aunque el Santo Oficio no tuviese atribuciones para esa concesión. La respuesta de los inquisidores, de 7 de febrero, fue positiva, pero “siempre que antes fuese visto y aprobado por fray Pedro de los Ángeles, guardián del convento de San Francisco de Sevilla” (ibid.). Esta breve súplica, la respuesta y la aprobación del calificador franciscano, con fecha de 8 de febrero, fue añadida con la reimpresión de la hoja de tasa y erratas e incorporada a los libros que circularon a partir de esa fecha35. Autor e impresor salvaron el libro y el posible negocio americano.

			La búsqueda de una protección mediante una censura negociada también se transitaba en el camino inverso. Juan de Escobar del Corro, quien ocupó una plaza de inquisidor en Córdoba y fue conocido por su tratado sobre las pruebas de limpieza y nobleza (Tractatus bipartitus, 1623), se había formado en la Universidad de Sevilla, donde llegó a ser catedrático del Colegio Mayor de Santa María de Jesús. El prólogo al lector de ese tratado lo cerraba con la alusión a los críticos de su obra, citando a Jerónimo en su prefacio, a Esdras y Nehemías:

			Y así, aunque silbe la serpiente, y el victorioso Sinón amenace con incendios, nunca callará mi boca, con la ayuda de Cristo. Aunque me la corten, la lengua balbuceará. Que lo lean quienes quieran, que los que no lo quieran lo tiren. Que lo limpien de tildes, que critiquen sus letras, con más fuerza me dedicaré yo al trabajo con vuestro cariño, que ni su crítica ni su rechazo me aparten de él. Vale36.

			En los años en que aún era fiscal en el tribunal de Llerena, ya mantenía contactos con la élite eclesiástica e inquisitorial cordobesa. Así se desprende de los preliminares de su edición del romance sobre el Cid (Historia del muy valeroso Caballero el Cid Ruy Díaz de Vivar, en romance en lenguaje antiguo. Recopilados por Juan Escobar, Córdoba, F. de Cea, 1610). Esta impresión obtuvo la licencia del obispo Mardones, el 19 de marzo de 1610, después de la aprobación de Cristóbal de Mesa Cortés, canónigo e inquisidor de Córdoba. Una vez más, y años más tarde, pudo contar también con la estimable colaboración en la censura previa de miembros de la institución inquisitorial. Así, para la primera edición cordobesa de su Tractatus tres selectissimi et absolutissimi (Córdoba, S. de Cea, 1642) obtuvo la aprobación de fray Gabriel López, calificador inquisitorial madrileño, que se preguntaba en ese texto cómo se podía dudar que un juez piísimo, un verdadero doctor, un vigilante inquisidor se desviase del camino de la verdad.

			Esta práctica de ministros o de calificadores del Santo de Oficio de participar a título personal y no representando a su institución se repitió en numerosas ocasiones. Las complicidades en el eje Sevilla-Córdoba funcionaban casi a la perfección. El referido Cristóbal de Mesa, el 29 de marzo de 1610, también firmó la licencia para la publicación de un sermón del jesuita Álvaro Pizaño de Palacios (Sermón que predicó […] en la fiesta de la beatificación de […] San Ignacio, Córdoba, Viuda de Barrera, 1610), canónigo como su censor y, además, consultor del Santo Oficio cordobés y sevillano. Estos vínculos con el tribunal sevillano le facilitaron al jesuita tanto la aprobación como la impresión de sus sermones. En 1615 fue el calificador jesuita sevillano Diego Granado quien le firmó una de las dos aprobaciones a su obra sobre la Inmaculada Concepción (Discurso primero de confirmación de la Purísima Concepción de la Virgen María, Sevilla, G. Ramos, 1615). Y dos años más tarde, el citado jesuita le aprobó a Pizaño la edición de sus sermones dedicados al Santísimo Sacramento (Dos discursos […] en la octava del Santísimo Sacramento, Sevilla, G. Ramos, 1617).

			Las relaciones entre calificadores, autores e impresores cordobeses y sevillanos fueron bastante estrechas en el paso de una centuria a otra y, sobre todo, en las primeras décadas del siglo XVII. Entre los numerosos sucesos de entrecruzamiento de intereses librarios destaca también el caso del jesuita Martín de Roa. Su libro sobre los santos de Écija se imprimió en Sevilla, pero la aprobación eclesiástica fue realizada en Córdoba por Baltasar de Castro. Este canónigo y calificador del Santo Oficio citaba a Roa como “maestro mío (mereciendo serlo de todos en Divinas y humanas letras)” (Écija. Sus santos, su antigüedad eclesiástica y seglar, Sevilla, M. de Sande, 1629). Su libro sobre los santos cordobeses también fue impreso en la capital hispalense y, como en el anterior, aprobado en Córdoba por un canónigo y calificador, Pedro Gómez Contreras (Flos sanctorum. Fiestas y santos naturales de la Ciudad de Córdoba, Sevilla, A. Rodríguez Gamarra, 1615).

			El conocido canónigo de Córdoba Bernardo de Alderete fue quien aprobó a Roa un libro sobre el purgatorio y a esta censura se añadió el beneplácito conjunto de dos calificadores inquisitoriales, los jesuitas Pedro de Vargas y el ya citado Diego Granado (Estado de las almas de Purgatorio, Sevilla, M. Clavijo, 1619). En fin, para Roa fue una práctica habitual recurrir a eclesiásticos vinculados con la Inquisición para conseguir la censura previa. Una de las más distinguidas protecciones inquisitoriales la obtuvo del jesuita, visitador y censor del Santo Oficio, Juan de Pineda. El sevillano dejó bien claro en la aprobación que el libro lo había examinado “por comisión del señor Provisor”, no de la Inquisición. Se trataba de la traducción que Roa había hecho de una pequeña novela de santos, elaborada a partir de un resumen del proceso para la canonización de santa Francisca Romana, fruto de las pesquisas del prestigioso canonista y tratadista inquisitorial Francisco Peña (Vida, santidad y milagros de S. Francisca Romana o de Ponciani traducido del italiano por Martín de Roa, Sevilla, A. Rodríguez Gamarra, 1615).

			La frontera: pasos y refugios cotidianos

			Una de las primeras noticias sobre libros prohibidos en un tribunal andaluz se recoge en el proceso por judaizante al especiero Martín Alonso Membreque, detenido en Córdoba en 1506. El inquisidor Lucero fue el encargado de acumular todo tipos de pruebas, falsas o ciertas, que terminaron por ser concluyentes37. Condenado, fue reconciliado en un auto de fe de 3 de febrero de 1509. Detenido de nuevo, tras una huida fallida a Portugal, fue procesado en 151138. Durante los interrogatorios reconoció haber escuchado sermones en unas sinagogas a su primo, el bachiller Membreque (Antonio de Córdoba), “que tenía en las manos dos libros, uno verde y otro colorado”. A los inquisidores poco les importaba el contenido de dichos libros, sino las ceremonias en las que se utilizaban; eran un objeto más. Ante las reiteradas preguntas de los inquisidores sobre los gestos en las ceremonias, el especiero tuvo que repetir varias veces la escena de los sermones y, a pesar de que no coincidía siempre el relato, seguía aludiendo a “los dichos libros”.

			No es nada extraño este ir y venir de Membreque. La frontera con Portugal fue desde fines del siglo XV uno de los pasos que transitaron muchos andaluces que se encontraban en los límites de la ortodoxia. Y no solo se ha de insistir en la porosidad de esa frontera, sino también en cómo las tierras limítrofes del Andévalo fueron territorios pobres, pero muy valorados como espacios de relativa libertad, donde los brazos del Santo Oficio llegaban, pero tarde y muy debilitados. Esos dominios fueron, en primer lugar, refugio de descendientes de judíos procesados por judaizantes por el tribunal de Sevilla a fines del siglo XV, procedentes de Almonte, Ayamonte, Beas, Bollullos, Cartaya, Gibraléon, Huelva y alrededores (Gil 2000-2003, vol. VII: 146-197). No obstante, la hipótesis de que en su huida hacia Portugal se refugiaron en esas tierras fronterizas es perfectamente posible. Del mismo modo, está muy bien estudiada la entrada de judeoconversos portugueses y su asentamiento en Sevilla y Córdoba durante el siglo XVI y, sobre todo, en las primeras décadas del XVII. Los flujos en un sentido u otro se hacían siguiendo la conocida ruta que aparece en todos los repertorios de caminos de la época: Sevilla-Paymogo-Lisboa.

			No ha de extrañar, pues, lo sucedido por esas provincias fronterizas en 1568. En el mes de noviembre un inquisidor sevillano se paseó por el condado de Niebla y el marquesado de Gibraleón; en Ayamonte, que no lo visitaban desde hacía más de 18 años, abrieron causas a fornicadores –casados y religiosos–, a algunos luteranos y a otros individuos que habían blasfemado. Comentó la cantidad de judaizantes que había en las poblaciones vecinas de Portugal, algunos de ellos detenidos en Ayamonte por “haber guardado los sábados encendiendo los candiles, los viernes por las tardes más temprano que los otros días ayunando”. Después de un mes en Ayamonte, el inquisidor añadió en el informe este interesante comentario sobre algunos pueblos fronterizos del Andévalo:

			Y ahora conviene visitar a Sanlúcar de Guadiana que es puerto y frontera de Portugal, y está junto a ella solo el río en medio un lugar de Portugal que se llama Alcoutim. A donde soy informado que cuando se puso la Inquisición en Portugal [1536] había allí sinagoga pública de judíos, y en los lugares de Castilla frontera de Alcoutim que son El Alquería y Paymogo y El Granado tengo por información que se hacen en ellos algunas ceremonias judaicas como es vaciar el agua de las tinajas cuando alguno muere. Y por entender esto y ver los negocios tan preñados y que cada día se van descubriendo cosas nuevas […]. Así me partiré a visitar aquellos lugares que aunque son sierras [...] que dicen jamás haberse visitado ni estado en ellos inquisidor39.

			Lamentablemente, no hemos hallado el informe de esa visita, si acaso se llegó a realizar. Pero los indicios apuntan a que los inquisidores no iban muy desencaminados, no tanto sobre la existencia de sinagogas en la Alquería, en Paymogo o en El Granado, sino en cuanto a los estrechos y cotidianos vínculos entre judeoconversos que vivían en estos pueblos andevaleños y los que lo hacían en el Alentejo, sobre todo en Beja y en Serpa. Entre 1594 y 1602, solo de la parroquia de Serpa, fronteriza con Paymogo, entraron en las cárceles de la Inquisición de Évora 177 judeoconversos, es decir, 8% de la población de todas esas freguesías, 18 de los cuales murieron en la hoguera (Borges Coelho 2002: 387). Este golpe debió de tener como respuesta un exilio numeroso hacia los pueblos fronterizos que estaban bajo la jurisdicción del tribunal de Sevilla: mercaderes, zapateros, sastres, tejedores, labradores. Algunos se asentaron en el Andévalo y otros continuaron hacia Sevilla, donde muchos levantaron sospechas y cayeron en las redes de la Inquisición. No fue por casualidad que la mayoría de los reconciliados por judaizantes que salió en el auto de fe de 1673, celebrado en el convento de San Pablo de la capital hispalense, hubiese nacido en Serpa o en Beja; dos de ellos vivían en Puebla de Guzmán. Al cirujano Luis Nogueira de Brito, de 32 años de edad y natural de Beja, le confiscaron sus bienes y fue condenado a un año de cárcel y dos de destierro de Madrid, Sevilla y Puebla. A un joven de 15 años, Francisco Rodríguez, nacido en Serpa, le condenaron a seis meses de cárcel y cuatro años de destierro de Madrid, Sevilla y Puebla. La presión inquisitorial debió de disminuir en los años sucesivos. En los procesos de 1720 tan solo se registra una mujer judaizante procedente del Andévalo; se trataba de la calañesa Antonia Martos, de 21 años, que cuando fue detenida vivía en Carmona. Confesó que había judaizado y fue reconciliada, le confiscaron sus bienes y condenaron a llevar un sambenito y a cárcel perpetua, además de tres años de prisión en Triana (Domínguez Ortiz 1981: 102-104, 125). Por las mismas fechas también hubo numerosos andaluces procesados por el tribunal de Évora, en su mayoría cristianos nuevos acusados de judaizar. La tentación de escapar de las persecuciones de la Inquisición, pasando al otro lado de la frontera, hizo del confín luso-sevillano un lugar muy transitado. Paymogo y Serpa fueron destinos ansiados por los cristianos nuevos, en “señuelos” –dice Michèle Janin-Thivos (2001: 223-234)–, aunque la colaboración entre el tribunal sevillano y el eborense no fuera muy regular.

			El sambenito cotidiano

			Una de las verdaderas razones del miedo cotidiano a la Inquisición fue la memoria de la infamia y uno de los signos más útiles de esta violencia fueron los sambenitos. Pero no todas las túnicas tuvieron el mismo uso ni el mismo efecto. Se ha comentado con frecuencia el impacto de la penitencia pública del sambenito en los autos de fe, es decir, aquellos hábitos que portaban los condenados durante los actos de las ceremonias punitivas. Pero fue en la vida cotidiana donde los sambenitos influyeron aún más, ya fuera por estar colgados en las iglesias o por la obligación de llevarlos puestos como penitencia.

			Los sambenitados eran aquellos procesados a los que se obligaba a portar un hábito con la cruz de san Andrés, durante varios años, siempre que salían de su casa. La mácula cotidiana por esa sanción era tan visible que dio lugar a un gran rechazo social hacia ellos y, por ende, a mucha resistencia a portar dicha indumentaria. El granadino Alonso Cano padecía una enfermiza repulsión a esos hábitos, por su declarado antijudaísmo. Un día, cuando el artista paseaba por las calles de su ciudad, puso “gran cuidado en que no le topase la ropa del ensambenitado a la suya; o bien pasándose a la otra acera, o metiéndose en un zaguán”. Si creía que había habido roce, su escrúpulo le hacía cambiarse de ropa de inmediato y dársela al criado para que la vendiese (Palomino de Castro 1795-1797, vol. II: 585-586).

			La cotidianidad de los sambenitos por las calles había sido muy común un siglo antes. En la visita de distrito que en 1577 hicieron los inquisidores a Baza encausaron de nuevo a tres mujeres reconciliadas que caminaban sin el sambenito y con la morisca Úrsula Mendoza hicieron lo mismo, porque “traía el hábito de reconciliada cogido y debajo del brazo de manera que no se echaba de ver” (García Fuentes 2006: 186). Pero, junto a las transgresiones hubo no pocas negociaciones. A veces el quitar o no los hábitos se hacía según el criterio de los inquisidores de turno. A la granadina María Álvarez, pariente pobre de los Rojas, por ser la delatora de las prácticas judaizantes de esa familia, se le eximió en 1595 de esta infamia por haber sido “buen confidente de sí y de otras personas y que fue la que dio mucha luz para todo lo que se ha descubierto así de su madre y hermanas y parientes” (García Ivars 1991: 231).

			Desde los comienzos de la Inquisición moderna, el miedo a la infamia se convirtió también en un lucrativo negocio para particulares. Al margen de chantajes más o menos explícitos, era una práctica reconocida conmutar la pena de llevar hábito con el pago de multas o composiciones. Para llevarlas a cabo estaban los muñidores de las habilitaciones particulares, individuos especializados en estas negociaciones. Aunque, en otras ocasiones, eran los mismos inquisidores los que quitaban las penas de cárcel y de hábito a penitentes, a cambio de ciertas cantidades de dinero que destinaban, al parecer, a sufragar gastos del tribunal, como ocurrió en Sevilla, en algunos casos, con las obras que se ejecutaban en la sede del tribunal, el castillo de Triana (Gil 2000-2003, vol. I: 271-276).

			Ante la práctica bastante frecuente de no ponerse los hábitos, el Santo Oficio ordenó que, una vez que se hubiesen portado por algún tiempo, se colgasen esas túnicas en la iglesia parroquial donde residiese el condenado o, eventualmente, en la catedral. A estos sambenitos expuestos de reconciliados le debían acompañar unas copias de los de aquellos reos que habían sido relajados y quemados. Con el tiempo, por razones de economía o funcionalidad, los hábitos colgados en las iglesias fueron sustituidos por otras telas, también llamadas mantetas.

			Aunque las primeras órdenes que se conocen, dirigidas a todos los tribunales de distrito, sobre la exposición de sambenitos se remontan a 1532, fue con las instrucciones del inquisidor Valdés, de 1561, cuando se reguló definitivamente esta exposición institucionalizada de la infamia. Y también desde los primeros años del XVI comenzó la resistencia a esta práctica. Secuestros, robos, quejas de familiares fueron algunas de las acciones más comunes contra esta infamante exhibición de la memoria de la víctima y sus descendientes. Las quejas las realizaban individuos que tenían los mismos apellidos que los expuestos en los sambenitos, pero que negaban relación familiar alguna. Así lo hizo saber, en 1598, el vecino de Loja Antonio de Corpas:

			En la iglesia mayor de la dicha ciudad está un sambenito de María de Corpas, mujer de Juan Bellón, y por no estar declarado en el dicho sambenito la ascendencia de padre y abuelo de la susodicha ni su naturaleza, padece acerca del vulgo ignominia y nota el linaje de los Corpas de la dicha ciudad por lo cual yo y mis deudos recibimos agravio y afrenta por ser de diferente origen que la susodicha (Lera García 1994: 280).

			Para la Inquisición esta exposición de los sambenitos debía, en principio, mantener vivo entre los fieles el recuerdo de la infamia que marcaba a los descendientes de los condenados. Así se ordenó desde los primeros años del Quinientos que en las visitas se cotejasen las listas que los archivos de distrito tenían de los condenados con los hábitos expuestos en las iglesias parroquiales o en la catedral correspondiente, con el fin de reponer los desaparecidos y de renovar los deteriorados. En la visita del inquisidor Beltrán a los pueblos del obispado de Almería, en 1561, se pusieron 210 mantetas de reconciliados y condenados a muerte. En la que realizó Mesía de Lasarte, en 1574, al obispado de Guadix, se detectaron numerosos lienzos desaparecidos, excepto en Huéscar y en Baza, “donde no fue necesario renovar los sambenitos porque todos estaban enteros” (García Fuentes 2006: 151).

			Muy pronto, la Suprema pudo comprobar que el problema no era solo que se robasen o se estropeasen, sino que los mismos inquisidores de distrito no se preocupaban demasiado por colgar los nuevos o por el mantenimiento de los viejos. En la visita de inspección que se hizo al tribunal de Córdoba en 1578, se detectaron 38 irregularidades; la cuarta se refería a los hábitos: “porque por los registros de este Santo Oficio parece que están muchos sambenitos por poner en muchos lugares del distrito, es necesario que, con la brevedad que fuere posible, se pongan, y de lo que están puestos se renueven los que se hallaren mal tratados que no se pueden leer” (Gracia Boix 1982: doc. XXIX).

			Desde el último tercio del siglo XVI y durante las siguientes centurias escasearon las visitas de distrito. Este descenso, sumado a la reducción de los recursos económicos de los tribunales y a las tensiones con las autoridades eclesiásticas, condicionó la obligación de renovar y colocar los sambenitos en las iglesias. Los principales conflictos surgieron en las catedrales de Sevilla y Granada. En la sede hispalense los inquisidores decidieron en 1567 trasladar el lugar tradicional de exposición de los sambenitos, por ser demasiado estrecho (la capilla del Sagrario), al cuerpo central de la catedral. Allí se pusieron los hábitos de los condenados desde 1559, durante la durísima represión contra los protestantes. Las quejas de los canónigos no se hicieron esperar: consideraban que la exposición de las túnicas de los herejes ofendía “la religión y majestad de este templo porque no queda ya donde poner sambenitos sino los altares”. La propuesta de envío a la capilla del Sagrario o al claustro (patio de los Naranjos, “por el gran concurso que allí pasea”) no gustó a los inquisidores, que consideraron que la protesta de los canónigos se debía a que “los hábitos son de personas principales y ricas y hay dos hábitos de dos canónigos de Egidio y Constantino y de otras personas conjuntas a algunos beneficiados de la dicha iglesia” (Civale 2007: 198).

			Las autoridades eclesiásticas aprovechaban cualquier oportunidad para deshacerse de estos decorados inquisitoriales, tan empolvados y afeados con el paso del tiempo. Además, los lienzos desviaban la atención de los fieles. No se podía predicar con tales insignias que recordaban ejemplos tan negativos como familiares. A fin de cuentas, esos hábitos suponían una intromisión inquisitorial en el espacio y en la jurisdicción eclesiásticos. Ya en 1574 el inquisidor de Granada Jiménez de Reinoso pidió a la Suprema que se actuase con prontitud para frenar el deterioro y los secuestros de mantetas colgadas en una nave baja de la antigua catedral. Su solicitud de traslado al nuevo templo fue aprobada por el arzobispo Guerrero, pero el conflicto se alargó hasta 1610. Fue con motivo del nombramiento del nuevo arzobispo, Pedro González de Mendoza, que el inquisidor general, Bernardo de Sandoval, concedió una gracia especial para retirarlos de la catedral. El permiso fue sonoramente celebrado el 19 de mayo de 1611, pese al disgusto de los inquisidores. Los de los moriscos fueron reubicados en la iglesia del Salvador, en El Albaicín, y los de los judeoconversos en la de Santiago (Lera García 1994: 289-295).

			Tampoco los párrocos se sentían cómodos con unos sambenitos empolvados y oscurecidos. En ese lamentable estado los halló el inquisidor Blanco cuando visitó la catedral de Málaga, en 1603. Ante lo sucedido en Granada, el 7 de noviembre de 1611, el obispo de Málaga solicitó al inquisidor general una merced similar, pero ahora el principal argumento era que los sambenitos “afeaban esta blanca paloma”. Nada cambió. Incluso una década más tarde, cuando el obispo Luis Fernández de Córdoba propuso una donación al Santo Oficio de 4 000 escudos a cambio de la retirada de los lienzos, el inquisidor general, Luis de Aliaga, respondió con cierto desprecio que: “toda Málaga no tenía hacienda para que se quitasen los sambenitos de donde estaban” (ibid.: 300).

			Dijesen lo que expresasen las autoridades superiores, hiciesen lo que pudiesen los ministros inquisitoriales, la insistente y cotidiana resistencia a esta infamante imposición continuaba. La situación era común en todos los tribunales, de ahí que el 27 de febrero de 1657 la Suprema exigiera una vez más que se cumpliesen las instrucciones de Valdés, de 1561, para que los sambenitos de los condenados “vivos, difuntos o ausentes y de los reconciliados se pongan en la iglesia fueron vecinos y parroquianos al tiempo de su prisión, muerte o fuga”40. Daban un plazo de cuatro meses para que renovasen los estropeados y enviasen una detallada relación de los que faltaban y de los que no se habían puesto. Unos meses más tarde respondieron los inquisidores granadinos que hacía mucho tiempo ya no se ponían esos paños, reconociendo que solo en las iglesias de Santiago y del Salvador había que renovar 527, con un coste que excedía los 3 400 reales. La propuesta incluía una agrupación de cuatro en cuatro sobre bastidores de madera. Nada más se supo41. En 1691, la Suprema insistió de nuevo en la necesidad de reponer los sambenitos; la respuesta del tribunal granadino argumentaba el inmenso trabajo y tiempo que ello suponía42. Una vez más, en 1712, la Suprema ordenó renovar los lienzos deteriorados y los inquisidores sevillanos respondieron el 23 de agosto que en ello andaban43.

			El gran éxito de la Inquisición fue que la memoria de la infamia calase bien hondo en la sociedad española de la época moderna. El sambenito era tan familiar en las afrentas, en las venganzas y en el lenguaje cotidiano que era utilizado abusivamente para atentar contra el honor. “Perro judío, tu sambenito está colgado en la iglesia de Santa María”, le espetó el sevillano Juan Lucero a Diego Quintero en 1598 (Balancy 1999: 47). Similares palabras le dirigió Juan de Barrionuevo, familiar de la Inquisición, al caballero veinticuatro de Baeza, Ponce de Molina: “Judío, descendiente de quemados en la hoguera. Vente conmigo a la iglesia, y te enseñaré el sambenito de Gómez García de Molina”44.

			Es sabido que esa memoria genealógica no era, necesariamente, controlada desde la sede de los tribunales inquisitoriales. En el día a día eran individuos más o menos ilustres quienes administraban esas historias. Como ya demostró Domínguez Ortiz, la historia de las familias “infectas” estaba cuidadosamente anotada en los libros verdes45 y, si la memoria se debilitaba, los tenaces interesados en preservarla acudían a los sambenitos colgados en las iglesias. Éstas fueron el lugar idóneo para exponer escrituras y símbolos que recordaban las herejías de las minorías religiosas. En Córdoba, en septiembre de 1620 y con motivo de la revisión de un expediente de limpieza, se tuvo que comprobar si el doctor Juan Rubio de Herrera era descendiente de judaizantes condenados, recurriendo también a la exposición pública de los sambenitos. Tras el repaso de todos los expuestos, creyeron conveniente reproducir los que atañían al implicado “por el orden y forma que están escritos y pintados en los dichos claustros” (Gracia Boix 1982: doc. XXXIX).

			El paso del tiempo consumió los paños colgados en las paredes de las iglesias. Un estado de abandono que en 1788 pudo conocer con detalle el Consejo de la Suprema, cuando mandó a todos los tribunales que informasen “sobre el origen de fijarse los sambenitos en la Iglesias, y si hoy deban o no quitarse de ellas”46. En el distrito de Sevilla reconocían que quedaban muy pocos y lo justificaron por los perjuicios que a la Inquisición le había supuesto la relación sambenito-limpieza de sangre. Los inquisidores del tribunal de Córdoba coincidían al recordar que el aspecto más negativo de los sambenitos era el uso interesado que se había hecho de ellos como memoria de la infamia. Pero tampoco creían que quitándolos desaparecería este perjuicio. El sambenito no era un medio exclusivo de la Inquisición, sembraba la memoria de la infamia y nadie podía parar su difusión.

			¿Qué se podía hacer con los restos que aún colgaban? Hubo inquisidores que opinaron que la solución más fácil era que los consumiese el tiempo, otros –los de Mallorca, Canarias, Barcelona y Logroño– aún defendieron la vigencia de su exposición. La mayoría consideró que lo más fácil era que no se pusiesen en lo sucesivo y que no se renovasen los puestos. Los de Córdoba, que habían respondido lo mismo, lo tenían más fácil, porque “siendo tan crecido el número de los que sería necesario reparar y poner de nuevo, pues solo en la Catedral de esta ciudad donde hoy ni un solo sambenito ha quedado”. Los inquisidores de Granada explicaron que ya no se colocaban porque afeaban “la hermosura de las fábricas”. Pero sus razones incidieron en cómo la exposición pública de los sambenitos formaba parte de la proyección simbólica de su poder. En un contexto de imparable decadencia de la Inquisición, los riesgos de proceder a una retirada masiva eran muy grandes; había que salvar “el respeto y buen nombre del Santo Oficio”. Una vez leídos todos los informes, el 9 de julio de 1789 la Suprema asumió su historia y su fracaso: “que no se cuelguen en las iglesias sin expresa orden del Consejo o del Inquisidor General”47. La memoria de la infamia ya no era monopolio de la Inquisición, sino de toda la sociedad. Pese al deterioro de los lienzos, su imagen había penetrado y sobrevivido en el universo simbólico de todos los españoles.

			A modo de conclusión

			El tópico inquisitorial ha puesto en el centro de su imagen a las torturas, las hogueras y los autos de fe, solemnes, multitudinarios y ceremoniosos, como los que se celebraron en plazas o en conventos de Sevilla, Córdoba o Granada. Pero en las ciudades y en los pueblos existieron otras realidades más consistentes y cotidianas que generaban mucha más expectación. Hubo, pues, una Inquisición cotidiana, con todas las imposiciones, aceptaciones o rechazos en uno y otro lado. El Santo Oficio fue un tribunal de la fe que dejó, a pesar de la desaparición de buena parte de sus documentos, un rastro diverso y sorprendente de fuentes, donde el historiador puede reconstruir desde el sufrimiento de las víctimas hasta las corruptelas de los inquisidores y sus ministros, pasando por el discurrir cotidiano de los vecinos de pueblos muy alejados de la sede del tribunal de distrito.

			Como ya apuntó Bartolomé Bennassar (1981: 94-125), más que la tortura o la hoguera, fueron otras las amenazas que permitieron a la Inquisición estar siempre presente en el día a día. La primera, el engranaje del secreto, no saber de qué te acusaban, aunque en los pueblos ese mecanismo pocas veces se cumplió. La segunda era el peligro de que tus bienes fueran confiscados y acabaras desterrado del lugar donde habías nacido o habías echado raíces. Los descendientes de judeoconversos portugueses fueron los más afectados por esta condena que se imponía con mucha frecuencia. La tercera amenaza era el temor a que quedases marcado, tú y tu familia, por la infamia, o que vivieses con la inquietud de que tirasen de la manta, te pusiesen verde o te colgaran un sambenito. Expresiones cotidianas, heredadas de las prácticas y del lenguaje inquisitorial de aquellos siglos. Las mujeres acosadas por los curas fueron las víctimas más débiles y silenciadas.

			A pesar del disciplinamiento de costumbres, impuesto por la iglesia y controlado por la Inquisición, y como resultado de complejos procesos de encuentro y negociación, la vida cotidiana en los urbanos y rurales fue variada y punteada por numerosas transgresiones. Las prácticas sociales y culturales no tuvieron un sentido estable y oscilaron entre la disciplina moral y la indisciplina crónica. Incluso el clero, que intentaba siempre regular la moral católica cotidiana, fue un cuerpo que también transgredió. El emplazamiento geográfico de los tribunales andaluces como tribunales de frontera con África, con Portugal y como puerta a Indias hizo que la libertad de movimientos fuese lo que más les inquietase a los ministros del Santo Oficio. Aceptada como inevitable la porosidad de esos límites, a la Inquisición solo le quedó reprimir a los más díscolos e inmorales, a los curas, y molestar a aquellos personajes que habían leído y conocido el mundo.
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			La Inquisición en Aragón: el tribunal de Zaragoza
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			Introducción

			La Inquisición de Zaragoza es –a mi entender– uno de los distritos inquisitoriales más interesantes, aunque no sea el más conocido. Su ubicación, en tierra vecina de hugonotes, y su abundante población morisca convertían al territorio aragonés en una especie de microcosmos de los problemas que acuciaron a la monarquía de los Habsburgo, universal antes que española, durante el siglo XVI.

			La excepcionalidad del régimen político de Aragón –el pactismo–, con un derecho penal bien distinto del que por entonces se llevaba en Europa, añadía nuevas notas de diferenciación1. Geografía, moriscos y política daban al pequeño reino un tono especial dentro de la monarquía y convertían al tribunal encargado de guardar la ortodoxia y otras cosas en uno de los más atractivos de los 17 en los que quedaría organizada la nueva Inquisición castellana y real en España. Empujado unas veces por la monarquía y otras por iniciativa propia, participó, como ningún otro, en el debate político que mantuvieron rey y reino durante todo el Quinientos.

			La Inquisición fue el primer instrumento del absolutismo real en Aragón y su corona. Sus ministros y familiares, blindados por el fuero inquisitorial, fueron agentes de primer orden en la lucha política que protagonizaban rey-Inquisición y reino al más alto nivel. Todo ello daba al tribunal una complejidad y una riqueza que ningún otro puede exhibir. Los de Logroño y Barcelona eran también fronterizos con la sospechosa tierra francesa, pero apenas contaban con cristianos nuevos de moros y el pactismo catalán no había alcanzado ni alcanzaría jamás la “perfección” del aragonés. El principado de Cataluña nunca tuvo, entre otras cosas, una institución como el Justicia2, que era a un tiempo interprete de los fueros, juez del contrafuero y garante de los derechos forales del territorio. Desgraciadamente ese interés no se ha visto reflejado en un conocimiento paralelo aunque, a decir verdad, la investigación es mayor de lo que puede apreciarse en lo hasta ahora publicado. No existe una monografía sobre la Inquisición de Zaragoza a disposición del gran público, pero, en contrapartida, hay trabajos sobre algunos aspectos del tribunal y datos en historias generales y también investigaciones inéditas entre las que cabe destacar la tesis de Pilar Sánchez López (1989) y los trabajos del Diploma de Estudios Avanzados (DEA) de Sergio Gutiérrez Rabadán3. Toda esta bibliografía confirma la peculiaridad del tribunal. Fue, como los demás, un tribunal de la fe que, por su ubicación fronteriza, tuvo mayor actividad en la defensa de la ortodoxia. Su naturaleza castellana, sus procedimientos procesales y su intervención en los conflictos políticos y sociales de Aragón en el siglo XVI le dieron ese plus de excepcionalidad que apunto4. La nueva Inquisición fue una maquinaria de la homogeneización territorial hispana, pero no en todas partes tuvo el mismo protagonismo. Tampoco la respuesta a la agresión que en todos los órdenes de la vida supuso el tribunal fue la misma. En Aragón fue preciso el asesinato de su primer inquisidor para abrirle la puerta a la criatura “perversa” que había ideado su rey Fernando ii. Por un momento, la muerte de Pedro Arbués sumió a los aragoneses en un profundo silencio. Tan pronto se recuperó del trauma Aragón volvió a la lucha política y presentó una resistencia que no tuvo parangón. 

			Fernando II y el papa Sixto IV

			Después de larga porfía, Sixto IV cedía a las presiones de Fernando el Católico. En octubre de 1478, la bula Exigit sincerae devotionis concedía a los monarcas el privilegio de nombrar inquisidores en todos sus reinos y señoríos contra la herética pravedad, que en esos momentos se concretaba en el criptojudaísmo. A finales de 1480, después de dos años de preparación y de dudas, salían para Sevilla los inquisidores Juan de San Martín y Miguel de Morillo. A pesar de haber sido advertidos, su despiadada actuación fue motivo de general escándalo. Solo los reyes apoyaron incondicionalmente a sus nuevos oficiales, anunciando lo que iba a ser la política de la monarquía respecto de su “criatura”. En Roma los ecos de estos primeros y sangrientos pasos acrecentaron el desasosiego teológico y canónico que desde la concesión del privilegio atormentaba al papa. Finalmente las dudas acabaron por hacer mella en la conciencia del pontífice hasta llevarle a una atrevida y arriesgada decisión. En enero de 1482 rectificó algunas de las concesiones hechas y lamentó la actuación de estos primeros inquisidores, aunque no se atrevió a suspenderlos.

			Mientras Roma ansiaba reconducir la situación inquisitorial, el monarca aragonés seguía en su intención de mantener a toda costa el privilegio papal y de ampliarlo a su corona5. En mayo de 1481, cuando Sevilla vivía agitada por los nuevos guardianes de la ortodoxia, ordenaba a su embajador, Gonzalo de Beteta, solicitar una nueva bula que le permitiera nombrar inquisidores en sus estados patrimoniales. La pretensión real tenía, en su contra, la conciencia del franciscano Sixto IV, la actuación de Martín y Morillo alejada de los principios evangélicos e, incluso, humanos y la existencia previa de la Inquisición, llamada medieval o papal, que a pesar de mantener una escasa o casi nula actividad seguía en pie. Fernando se encontraba, por tanto, con un serio obstáculo que parecía difícil superar. Los dos poderes, el espiritual y el secular, se enfrascaron en una dura pelea que acabaría ganando el segundo. En ese corto pero intenso debate dialéctico, la argumentación de Sixto IV respira espíritu evangélico y humanidad. Sus razones parecen convincentes y debieron ser suficientes para un monarca católico. Fernando no cedió un milímetro de su pretensión. Dispuesto a imponer su Inquisición, no dudó en utilizar cualquier recurso, por impropio que pueda parecernos en la actualidad. Se saltó la autoridad papal y buscó la complicidad del nuevo general de los dominicos, el siciliano Salvo Casetta. De él consiguió, en septiembre de 1481, el nombramiento de fray Gaspar Jutglar como inquisidor general de la corona, destituyó a los inquisidores papales –los de la vieja Inquisición– y designó el 29 de octubre de 1481 a fray Juan Orts y a fray Cristobal de Gualbes –a quien el papa calificó de “sembrador de cizaña” e “hijo de la iniquidad” (Sesma Muñoz 2013: 57)– como inquisidores de Aragón y a fray Guillermo Caselles del reino de Mallorca y conminó a las autoridades para que apoyaran incondicionalmente a sus enviados. El rey apoyaba sus nombramientos en la bula Exigit sincerae devotionis y en Salvo Casetta. La actuación del último de los Trastámara merece un instante de atención. Fernando II, el rey que más tarde sería agraciado con el título de Católico, insistió tanto por su Inquisición que llegó a desafiar al papado y a suplantar su autoridad. Hay algo más. La correspondencia6 con el papa Sixto IV denuncia con frases rudas y duras el empecinamiento del aragonés por conseguir el control de esa institución y muestra que estaba dispuesto a llegar hasta el final. Incluso cabría pensar en la ruptura con el papado. Es posible que no sean nada más que palabras, pero, ¿cómo se puede interpretar esta amenaza: “Guárdese vuestra Santidad de conceder cualquier cosa que pueda impedir la prosecución de esta empresa” (ibid.: 46)? Sin contar con el permiso de Roma, la Inquisición empezó a actuar en Valencia, donde se dejó notar la actuación de Gualbes. Entre tanto, Sixto IV y Fernando II continuaron en una partida cada vez más desigual. El inicio de la guerra de Granada y el problema del turco jugaron a favor del rey que, además, al no poder doblegar al papa intentó –y consiguió– ganar voluntades en el colegio cardenalicio. La causa real contó cada vez con más apoyo hasta salir triunfante. Sixto IV finalmente claudicó, aunque aparentó salir airoso del enfrentamiento. Después del intercambio de golpes dialécticos y de maniobras turbias por parte del monarca, el 17 de octubre Tomás de Torquemada, prior del monasterio de Santa Cruz de Segovia, era nombrado inquisidor general en Aragón y su corona por el papa a petición de los reyes. En octubre de 1483, antes de las cortes de Tarazona de 1484, Fernando había conseguido, lo que hacía tiempo buscaba: una Inquisición bajo su control. Ahora quedaba poner en práctica el privilegio. No lo iba a tener fácil. Pero antes de continuar, me interesa señalar que la “obsesión” de Fernando II por la Inquisición plantea una serie de interrogantes que van desde la propia fe del rey hasta el objetivo que perseguía, más allá del que refleja la documentación de acabar con los falsos conversos. ¿Tan imprescindible era la Inquisición? Realmente la diferencia entre el órgano creado y la función asignada parece tan desmedida que resulta difícil dar por buena la justificación de guardián de la fe. Por eso la insuficiencia ha llevado a buscar otras explicaciones que se han encontrado en la política (Contreras 1991a: 9). Fernando II buscaba con la Inquisición el instrumento que le permitiera imponer su autoridad sin cortapisas de ningún tipo. La Inquisición lo convertía en monarca absoluto. Es posible que así fuera. Pero en Castilla la monarquía era ya –utilizo este término conscientemente– absoluta. Gobernaba sin trabas, salvo las impuestas por el derecho natural y el divino. Los argumentos políticos servirían para la corona de Aragón, pero no para Castilla. Cabe pensar, entonces, que había un propósito espurio en la introducción del Santo Oficio en sus territorios patrimoniales: doblegar el pactismo, imponer su voluntad, cuando lo considerase oportuno, sobre el ordenamiento foral e institucional que había jurado respetar. Esto parece deducirse de quienes entienden que la Inquisición fue un proyecto único desarrollado en dos fases. Incluso lo afirman frases como ésta: “Fernando había logrado introducir la Inquisición como tribunal para perseguir a los herejes judaizantes y como ahora les expresa claramente, también para establecer una fuerza que le permitiese actuar contra las personas e instituciones del reino que quería mantener bajo su control” (Sesma Muñoz 2013: 121). La explicación puede resultar más o menos convincente, pero en ningún caso gratificante. Realmente no era ninguna novedad poner la religión al servicio de la política. Antes, en y después de la edad moderna ha sido una asociación frecuente e incluso habitual tanto en el mundo católico como en el reformado. La novedad estaba en la manera de concretarse. La unión estaba expresada y representada por un instrumento o una institución que se ocupaba de guardar la ortodoxia y a su vez era hechura de la monarquía. La idea, como instrumento de poder, era genial aunque el proyecto no deja de ser “perverso”. En descargo de su autor, preciso que difícilmente pudo prever sus desgraciados efectos y su incidencia sobre el devenir de la sociedad española. Nunca pudo tener la percepción del tribunal que hemos alcanzado nosotros.

			Ha sido bastante común dar por sentado que las cortes de Tarazona de 1484 aceptaron la Inquisición a propuesta del rey católico7. La afirmación es consecuencia de una mala lectura de Jerónimo Zurita y de la ignorancia del régimen político aragonés. Zurita tan solo dice que: 

			quando el Rey tuvo Cortes a los Aragoneses en la ciudad de Taraçona en el año MCCCCLXXXIIII se juntaron con el Prior de Santa Cruz [de Segovia, el conocido Tomás de Torquemada] Inquisidor General de los Reynos de Castilla, Aragón, y Valencia, y del Principado de Cataluña, algunas personas muy graves, y de grande autoridad para asentar la orden, que se avia de guardar en el modo de proceder contra los reos del delito de la heregía y contra los sospechosos della, por el Santo Oficio de la Inquisicion (Zurita 1668: f. 341). 

			La reunión tuvo lugar el 14 de abril de 1484 y el 4 de mayo Torquemada nombró inquisidores de Aragón a Gaspar Jutglar, de la orden de predicadores, y a Pedro de Arbués, canónigo de la Seo de Zaragoza y maestro en sagrada teología. El texto está avalado por las últimas investigaciones y por la oposición que la Inquisición encontró en Aragón desde su aparición hasta el final del pactismo. Nada hay en las actas de las cortes de 1484 que induzca a pensar que se tratara el asunto de la Inquisición. Sobre estas consideraciones estaba la malicia del propio rey. Buen conocedor de los fueros, nunca hubiese expuesto su proyecto a la posibilidad de ser rechazado o simplemente manipulado por los estamentos que, sabía de antemano, vetarían su entrada por alterar profundamente el orden constitucional o exigirían cambios que adulterarían las esencias de la institución. La resistencia que encontró el primer tribunal tan pronto intentó iniciar su actuación es una prueba más de cómo procedió el monarca. El paso del Santo Oficio por las cortes hubiese dejado a los aragoneses sin argumentos. En las de 1563-1564, cansados de la violencia inquisitorial y de la inutilidad de sus denuncias, “se començó a tratar que los Inquisidores mostrasen sus poderes […] de que su Magestad se tubo por desserbido y mandó llamar algunas personas de los Braços a quien dixo con yndinación que desto no tratasen” (Carrasco Urgoiti 1969: 142)8. La Inquisición fue una imposición real sirviéndose del argumento “diabólico” de su condición eclesiástica y, por tanto, no sometida a fuero.

			En el otoño de 1483, Fernando II había ganado la partida a Roma. Su criatura era por su naturaleza eclesiástica, pero –y esta es la gran novedad y su enorme contradicción– estaba bajo el control del monarca. Es un híbrido con un claro dominio del espectro secular. Los inquisidores reciben el nombramiento del papa, pero el elegido es propuesto por el monarca, que es el responsable del aparato, con otros intereses más allá de los teológicos. Esta Inquisición, la de Fernando o de los reyes católicos, a pesar de que algunos trabajos defienden que se trata de una simple evolución de la medieval, era un tribunal nuevo, una policía nueva. Coincidía con la medieval en el nombre y en parte del cometido, pero la dependencia del poder secular la convierte en una institución creada, podría decirse, ex nihilo. La Inquisición propuesta por Sixto IV, que implicaba corregir las carencias y deficiencias que sufría la institución, pero siempre bajo su control, sí hubiese sido esa pretendida prolongación, sin cesuras, de la medieval. En el caso de Aragón, la presencia real introducía un componente nuevo que afectaba al orden constitucional, al pacto entre el rey y el reino que regulaba la actuación política entre las dos partes desde 1348. Y esta es la percepción que pronto tuvieron los aragoneses. La actuación de los primeros inquisidores en Sevilla y la de Gualbes en Valencia, mejor conocida y con mayor impacto en Aragón, hicieron más acuciantes los temores. Si, según argumentaba la monarquía, el tribunal tenía como objetivo a los judaizantes, ellos ya tenían Inquisición, de ahí que el propósito de Fernando II no dejara de sembrar dudas sobre sus verdaderas intenciones. Había miedo y preocupación con respecto al establecimiento de la Inquisición, que se dejó notar de inmediato en el sur de Aragón y, un poco más tarde, en el resto del reino. No tardarían en darse cuenta hasta qué punto estaban justificadas sus sospechas. Pronto descubrirían que los modos inquisitoriales, la autocracia, los procedimientos, el abanico jurisdiccional, la utilización política y el fuero inquisitorial convertían a la Inquisición en un cuerpo excepcional del orden político y social, contra el que lucharían inútilmente los aragoneses.

			No a la Inquisición: Teruel y el asesinato de Pedro Arbués

			Zaragoza, Valencia, Barcelona y Teruel fueron los tribunales de la nueva Inquisición, nombrados a propuesta real. Sorprende el protagonismo concedido a la ciudad turolense. Ni su población, algo más de 400 vecinos en 1495 (Serrano Montalvo 1995, vol. i: 257-261), ni la presencia de conversos, pocos y muy integrados socialmente, convertían a la ciudad en un centro de irradiación judaizante o en una Sodoma heresiarca. Los mismos vecinos se sorprenden de haber sido señalados con un tribunal cuando había ciudades más importantes. Para Ángel Sesma Muñoz (2013: 76) se trata de un banco de pruebas y es posible que así fuera, porque alguna razón debió existir, aunque sea difícil de encontrar, pero parece desmentirlo el nombramiento, al mismo tiempo, de los tribunales en Tarazona poco antes de las cortes de 1484. Sin tiempo para experimentos, los cuatro tribunales fueron dotados del personal conveniente, todo de nuevo cuño, para emprender la limpieza religiosa y responder, si llegaba el caso, a las posibles reacciones y violencias que pudieran encontrar. Y sí las encontraron. En realidad nadie llegó tan lejos en la defensa de sus leyes como Teruel.

			Es frecuente atribuir a los judeoconversos ese primer rechazo a la Inquisición. Esta opinión, además de falsa, es perversa. Nace del hecho atrabiliario de considerar al catolicismo como la condición natural de los españoles. En este supuesto, el alma de la nación hispana nunca podría oponerse al guardián de sus esencias. Como parte de su ser, el hispano estaría dispuesto a que la verdadera doctrina resplandeciera a cualquier precio y convencido de que esto solo se podía conseguir con el instrumento ideado por Fernando II. Evidentemente los judeoconversos, más exactamente algunos de ellos, eran los primeros interesados en el fracaso de la institución. Igualmente es verdad que, a fines del siglo XV, los aragoneses se sentían católicos, pero también y con la misma firmeza compaginaban su fe con su constitución y estaban convencidos de que se podía defender la primera sin violentar la segunda que habían jurado ellos y sus reyes. Por eso en la oposición estuvieron los conversos, que desde su bautismo eran aragoneses y, como tales, tenían sus mismos derechos, y los cristianos viejos. La oposición pervivió con la misma intensidad cuando aquellos habían dejado de ser una preocupación para el poder. Esa resistencia, me interesa también aclarar, tuvo distintos protagonistas: fueristas, estamentos, reino, nobleza. No fue solo, contrariamente a lo que a veces se supone, obra de esta última. Ha sido relativamente frecuente presentar a la nobleza y a la Inquisición como fuerzas encontradas cuando en realidad eran parte de unos mismos intereses. Los conflictos eran tan solo diferencias por fijar o defender el espacio que en ese mundo correspondía a cada una. Ni la Inquisición tuvo nunca la tentación de acabar con la nobleza ni esta hizo nada por acabar con la Inquisición o tan solo corregir sus privilegios más abusivos9.

			En el mes de mayo de 1484 con pequeñas diferencias de tiempo llegaron los tribunales a sus destinos. La recepción fue bien distinta. Gaspar Jutglar y Pedro de Arbués (que sustituyó al nombrado, en un principio, Juan Orts) entraron a Zaragoza sin que el concejo ni la diputación mostrasen en apariencia la menor suspicacia. No hubo recepción oficial ni edicto de gracia ni confesiones ni procesos hasta algún tiempo después, aunque dejaron notar su presencia. Se instalaron en unas casas próximas al palacio arzobispal y empezaron a reunir información.

			En el sur, en Teruel, la situación fue distinta. Juan de Çolivera y su personal se encontraron con una ciudad unida y dispuesta a defender sus fueros y libertades contra la amenaza que representaban los recién llegados. La posición era tan simple como sólida. Como católicos apoyarían cuanto se hiciese en defensa de la verdadera fe, pero la limpieza debería hacerse de acuerdo con las constituciones canónicas, por hombres idóneos y con un total respeto a las leyes de la tierra. Si los inquisidores querían actuar en Teruel tendrían que seguir los protocolos acostumbrados y jurar el respeto a sus leyes. Este era, como avalan los documentos, el acuerdo alcanzado, nemine discrepante, en concejo abierto. El concejo tan solo iba a gestionar la voluntad del vecindario expresada a través de sus representantes. En esta actitud, contra viento y marea, se mantuvo cerca de un año hasta que la fuerza de Fernando II y no la razón les obligó a someterse. Nunca perdieron las formas ni el respeto que exigían tan encumbrados y molestos huéspedes, a pesar de las ofensas y violencias sufridas.

			La posición de Teruel era, sin duda, encomiable por su fundamentación religiosa y política y debió contar con el apoyo de cualquier institución, real o eclesiástica, que buscase la reparación de la fe sin violencia, según mandaba el evangelio y había recordado recientemente Sixto IV. Entre esos posibles partidarios nunca estaría el rey. Frente a los principios canónicos y a las leyes, a las tesis turolenses, el llamado más tarde rey católico defendía o proponía una autocracia, la Inquisición por encima del orden eclesiástico y secular. Las posturas eran irreconciliables y la ruptura no tardó en producirse. No hubo recepción oficial ni, por supuesto, juramento de aceptar y ayudar a la Inquisición. De las tensiones, Çolivera pasó pronto a las amenazas y de estas a exigir inútilmente al concejo que acudiese, tal como estaba establecido, al sermón que abría oficial y solemnemente la actuación inquisitorial. El mes de junio debió ser muy duro para la ciudad. En busca de apoyo y también comprensión, Teruel, que contaba con el voto de la población, desplegó una inteligente campaña de información con el propósito de explicar su comportamiento y de ganar aliados. Envío cartas al inquisidor Çolivera, a la diputación, al arzobispo. Las respuestas fueron decepcionantes y la diputación, tras condenar su comportamiento, le ordenaba deponer su actitud “y les advierte que […] ayudará a la Inquisición para instalarse y actuar donde estime necesario” (Sesma Muñoz 2013: 82). El arzobispo, hijo del rey, respondía de la misma manera. Incluso la diputación volvería a incidir sobre el tema presionada por el arzobispo. Nada de esto detuvo a los turolenses. Convencidos de tener la ley y la razón de su parte, el 23 de junio prepararon una embajada a Fernando II que estaba en Andalucía con la intención de explicar su conducta, mostrar sus intenciones y pedir inocentemente su ayuda. Entre tanto llegaba la respuesta, firme en su postura, Teruel envió sus procuradores a las cortes, reanudadas en Zaragoza, para informar de cuanto había ocurrido y presentar el correspondiente greuje. Las quejas quedaron oscurecidas, minimizadas, desaparecidas, en nada, ante las noticias que llegaban de la corte que se encontraba en Córdoba. El rey defendió a su Inquisición y les conminó a recibirla oficialmente y a apoyarla en sus cometidos con grandes amenazas para los cabecillas de la resistencia. Además, rompiendo las más elementales normas de la diplomacia, en una demostración de lo que estaba dispuesto a hacer, retuvo a los enviados como rehenes hasta que Teruel depusiese su actitud. Al mismo tiempo, nombraba ilegalmente a Juan Garcés de Marcilla capitán de Teruel y su comunidad para perseguir a los naturales que defendían la ley frente a las pretensiones inquisitoriales. A pesar del revés, siguieron en la lucha y llegaron a adecenar a la ciudad para hacer frente a la barbarie del nuevo representante real.

			Pero ahora Teruel no estaba solo. Desde hace tiempo se habían producido novedades importantes en Zaragoza que afectaban a todo Aragón. Mientras el consistorio zaragozano pasaba a oficializar la presencia inquisitorial, el reino se sumaba a la lucha y de recriminar la actitud de Teruel pasó a apoyarla. En noviembre la diputación convocó los brazos de reino para tratar el asunto de la Inquisición. Tras largas deliberaciones acordaron enviar una embajada al rey para denunciar que la presencia y la actuación del tribunal eran un flagrante contrafuero y pedir la vuelta a la antigua Inquisición. Cansada de esperar, a mediados de febrero, la legación regresó a la capital del Ebro sin haber conseguido nada. Fernando repitió una y otra vez los argumentos que tenía bien aprendidos. La Inquisición, como cuerpo eclesiástico, no precisaba del acuerdo de las cortes, pero además ningún buen católico podría oponerse a que se vigilase la pureza de la fe. Aragón, como el resto de los dominios de la corona, sería incapaz de resolver el enigma propuesto por el rey. La pregunta que sugiere la actuación de los aragoneses en general es si era posible otro tipo de defensa y de romper el nudo gordiano que planteaba el católico. En definitiva, ¿era posible para la sociedad católica del momento, en nombre de las leyes juradas por el rey, acabar con una institución encargada de la sagrada misión de mantener la pureza de la fe que abría las puertas del paraíso? La respuesta es evidentemente difícil y desde luego no parece que Aragón pudiera plantear otro tipo de oposición que la estrictamente política.
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Cuadro 3

Fases constitutivas y fase consolidativa de los distritos
inquisitoriales en la peninsula ibérica, islas
(Baleares, Cerdena, Sicilia, Canarias), Indias y rasgos principales

Primera fase constitutiva, 1478-1494

Segunda fase constitutiva, 1495-1513

Fase consolidativa, 1514-1648

Se fundan 27 distritos, de Sevilla (1480) a Palencia (1493).
Se constituye el tribunal extraordinario de la Inquisicién
jerénima (1486). Proliferan los tribunales y la persecucién de
judaizantes es mayor. Los primeros momentos fundacionales
se caracterizan por dificultades econémicas de su maquinaria
y por la oposicién de ciudades y estamentos en la recepcién
de un cuerpo que se evalta extrafo a la jurisdiccién local o re-
gional.

Se fusionan tribunales y se crean los de Granada (1499)’, Ca-
narias (1505) y Navarra (1513). Hay un proyecto fallido para
la fundacién de un nuevo distrito en Ndpoles (1510). Sigue la
persecucién de los judaizantes e inicia con mayor incisividad
la de los viejos cristianos. La burocratizacién del aparato ya es
un hecho y se crea una vasta red de poder e intereses de los in-
quisidores como cuerpo de la monarquia catdlica. Al final del
periodo operan solo 16 distritos.

Se vigorizan los distritos ya existentes. Fracasa el intento de
instaurar tribunales en Ndpoles (1547) y Mildn (1563). Se
fundan tres magistraturas inquisitoriales en Indias (de 1569 a
1610), uno en Santiago (1574) y uno en la corte (1648). Se in-
stitucionaliza un nuevo tribunal extraordinario (el tribunal de
la mar en 1571). Es la etapa de la gran lucha contra los prot-
estantismos y del control sociopolitico de la poblacién ibérica,
balear, canaria, siciliana, sarda e indiana (1570-1648). Al final
del periodo operan 21 distritos.

" Se trata de la primera instalacién, la segunda y definitiva ocurrié el 7 de diciembre de 1526 (arNM, Inquisi-
cién, 1. 573, f. 66). Antes formalmente incorporado al distrito de Cérdoba, desde al menos 1502 el tribunal
granadino gozé de una informal independencia (Dominguez Ortiz y Vincent 1993).
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Cuadro 2
Tribunales extraordinarios de la
Inquisicién espafiola y afio fundacional

Tribunales Aio*
Jerénimo 1486
Mar 1571

* El afo indica el inicio conocido de las actividades del
tribunal extraordinario. En el caso de la Inquisicién de
la mar se subraya un segundo momento fundacional en

1616.

Fuente: elaboracién propia a partir de la bibliografia de
esta seccion del libro.
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Mapa 1
Los distritos inquisitoriales de Sevilla, Cérdoba y Granada
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Fuente: modificado a partir del original tomado de Diaz Quidiello (2009: 69).
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Cuadro 1
Distritos ordinarios de la Inquisicién espafiola
en las coronas de Castilla y Aragén e inicio de actividad

Distritos* Ano**
1. Sevilla (c) 1480 (f)
2. Cérdoba () 1482 (f)
3. Zaragoza (a) 1481-1482
4. Toledo () 1483 (f)
5. Valencia (a) 1484
6. Llerena (c) 1485
7. Barcelona (a) 1487-1488 (f)
8. Sicilia (a) 1487
9.  Murcia (c) 1488 (f)
10. Mallorca (a) 1488
11. Valladolid' (c) 1488
2lCaenca(d) 1489 (F)
13. Cerdefia (a) 1493
14. Granada (c) 1499
15. Canarias (d) 15052
16. Navarra (Calahorra-Logroiio) 1513
17. Lima 1569-1570 (f)
18. México 1570-1571 (f) 3
19. Galicia (c) 1574 (f)
20. Cartagena de Indias 1610 (f)

* La letra (c) indica la ubicacién en el reino de Castilla, la letra (a) la posicién en las coronas
del reino de Aragén.

** Elafio indica el inicio conocido de las actividades de la nueva Inquisicién como tribunal distrital sem-
iauténomo, dependiente de otra sede o por transferencia desde otra localidad. Cuando la fecha expresa
también el afio fundacional de un distrito independiente se agrega la letra (f).

! Originalmente, el distrito era el de Palencia, del cual dependia Valladolid. En 1498 se nombraron dos
inquisidores para la abadia de Valladolid y obispados de Burgos y Palencia. Asf quedé patente cémo las
regiones inquisitoriales de Burgos y Leén abarcaban también el tribunal de Palencia-Valladolid (AHNM,
Inquisicién, |. 242, £. 88v). Siguicron otras modificaciones geopoliticas y solo hasta 1574 se desprendié
de su distrito el amplio territorio que conformaria el tribunal de Galicia. Desde entonces la corte valliso-
letana abarcd casi la otalidad de Castilla la Vieja, Asturias e incluso zonas del arzobispado de Santiago y,
asi, en su territorio distrital se integraron once obispados (Astorga, Avila, Burgos, Leén, Osma, Oviedo,
Palencia, Salamanca, Segovia, Valladolid y Zamora). Véanse Contreras y Dedieu (1993), Prado Moura
(1995; 1999) y Sdenz Berceo (1999).

2 Hasta 1568 el tribunal canario dependié de la sede hispalense y a partir de entonces, con la total
autonomia, goz6 de un considerable progreso organizacional. Se remite al capitulo de esta compilacién,
de autorfa de Eduardo Galvin Rodriguez, correspondiente al distrito de Canarias.

3 Se trata de la tercera y definitiva instalacién que, por via de los hechos y la praxis, se consolidé hasta
la cesacién del Santo Oficio. Se remite al capitulo de esta compilacién, de autorfa de Barbara Santiago
Medina, correspondiente al distrito de la corte.





